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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que
corresponde a diversas iniciativas con proyecto de decreto
y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el or-
den del día del jueves 15 de noviembre de 2018, de con-
formidad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral
3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable asamblea los turnos dictados a las ini-
ciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 8 de
noviembre de 2018 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2018.—
Diputado Porfirio Muñoz Ledo (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que adiciona el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Óscar González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

2. Que reforma los artículos 11, 28 y 111 Bis de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, a cargo del diputado José Rigoberto Mares Aguilar, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

3. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de
la Ley General de Partidos Políticos y de la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, a cargo de la dipu-
tada Laura Angélica Rojas Hernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men. y a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para Opinión.

4. Que reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, en materia de deducciones, a cargo de la dipu-
tada Laura Angélica Rojas Hernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

5. De decreto por el que se declara el 23 de agosto como
Día de los Pueblos Negros y Comunidades Afromexica-
nas como Raíz de la Composición Pluricultural de la Na-
ción Mexicana, a cargo del diputado Evaristo Lenin Pé-
rez Rivera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, relativo a implementar las medi-
das necesarias para proporcionar la atención inmediata a
los indígenas desplazados del estado de Chiapas, de mane-
ra particular, los del Ejido Puebla, del Municipio de Che-
nalhó, a cargo del diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moeda-
no, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Pueblos Indígenas, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
biernos de las 32 entidades federativas, a fortalecer las ac-
ciones que permitan mejorar la situación de las mujeres ru-
rales indígenas y campesinas en el país, a cargo de la
diputada María Ester Alonzo Morales, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Pueblos Indígenas, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
biernos estatales, a favorecer acciones afirmativas para el
empoderamiento de las mujeres y la erradicación de la vio-
lencia en su contra por cuestión de género, a cargo de la
diputada Elba Lorena Torrez Díaz, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Encuentro Social. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, relativo a redoblar esfuerzos de
capacitación del personal de carrera judicial, de los Minis-
terios Públicos, federales y locales en materia de extinción
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de dominio, a cargo de la diputada Adriana Gabriela Ortiz,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a que el
nombramiento de la o el titular de la Procuraduría de Pro-
tección de Niñas, Niños y Adolescentes del DIF, recaiga en
una persona con amplia experiencia del tema, honorable,
responsable, comprometida y de amplio reconocimiento
social de su contribución con la infancia y adolescencia del
país, a cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades competentes y al Gobierno de Guanajuato, a sus-
cribir convenios de colaboración que permitan implemen-
tar una estrategia para combatir de una manera efectiva el
robo de combustible en la entidad, suscrito por la diputada
Beatriz Manrique Guevara y diputados integrantes de los
Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de
México y de Morena. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE y a
la Profeco, a garantizar mediante la revisión del INPC y los
precios reportados durante el segundo trimestre de 2018,
que los precios ofrecidos durante el ?buen fin? en esta edi-
ción, no tengan información imperfecta, sean engañosos y
no hayan sido inflados durante los últimos meses, a cargo
de la diputada Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Economía Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CRE, a
realizar la modificación a la NOM-016-CRE-2016, a efec-
to de permitir el uso de Etanol desde un 10% en las áreas
metropolitanas de Valle de México, Guadalajara y Monte-
rrey, ejercitando además las acciones legales que procedan
a efecto de que las personas puedan hacer uso de los diver-
sos bioenergéticos disponibles, a cargo de la diputada Mó-
nica Almeida López, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, relativo a difundir toda la infor-
mación reservada y/o clasificada relativa a la extinción y li-
quidación de Luz y Fuerza del Centro, así como del Sindi-
cato Mexicano de Electricistas, suscrito por los diputados
Nelly Minerva Carrasco Godínez, Erika Vanessa del Casti-
llo Ibarra y Sergio Pérez Hernández, del Grupo Parlamen-
tario de Morena, y Gerardo Fernández Noroña, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la SCT y la Policía Fede-
ral, respectivamente, y en el ámbito de sus competencias,
lleven a cabo las acciones pertinentes para permitir se acre-
dite la aplicación efectiva de la corresponsabilidad entre el
usuario del autotransporte de carga y el auto transportista,
a cargo del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE,
a remitir al Senado de la República la Convención Iberoa-
mericana de los Derechos de los Jóvenes para su ratifica-
ción, a cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio Orte-
ga, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobier-
no de Nayarit a, que por medio de la Secretaría de Admi-
nistración y Finanzas de la entidad, trasparente el ejercicio
del gasto conforme lo establecen las leyes General de Con-
tabilidad Gubernamental y de Disciplina Financiera de las
entidades federativas y los Municipios, a cargo de la dipu-
tada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

13. Con punto de acuerdo, relativo al aumento de tarifas de
camiones de transporte público en Mexicali, Baja Califor-
nia, a cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda,
del Grupo Parlamentario de Morena. 



Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a in-
tervenir para garantizar la seguridad de los habitantes de
diversas comunidades de la sierra de Guerrero, que han si-
do desplazadas por la violencia, a cargo de la diputada Car-
los Sánchez Barrios, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.»

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Óscar González Yáñez, del Grupo Parlamentario
del PT

El suscrito, Óscar González Yáñez, diputado federal, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de
la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
de conformidad con los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, que busca reducir gradualmente el impuesto especial
sobre producción y servicios aplicado a gasolinas, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Partido del Trabajo como ha sido público se opuso
abiertamente a las reformas “estructurales” de Peña Nieto,
incluyendo la Reforma Energética.

Con y sin los procesos electorales recientes y ante el inmi-
nente daño a la población que se generaba, enarbolamos
como una de las banderas de lucha más sentidas del pueblo
mexicano: “no a los gasolinazos”.

Sabemos que además del alza de precio, se despojaba a la
nación de un patrimonio vital para el desarrollo y la eco-
nomía nacional.

Esta fue una de las principales causas sociales para votar
una transformación social en nuestro país el pasado 1 de ju-
lio de 2018, que daña la economía de millones de familias
mexicanas.

La evidencia es contundente con la evolución de precios.

A casi 6 años del gobierno peñista prácticamente se dupli-
có el precio de los combustibles. A casi 5 años de pro-
mulgarse la reforma energética y Peña auguraba: “Reiteró
que con la reforma se abaratará el costo de la energía eléc-
trica y de los combustibles para los mexicanos, también
ayudará a la reactivación del campo con una mayor pro-
ducción de fertilizantes, con lo que el precio de los ali-
mentos bajará”1

“En 2017, según el último reporte de Pemex, el 71.58 por
ciento de la gasolina utilizada por los mexicanos fue im-
portada. Hubo un total de 570.6 miles de barriles diarios
traídos del extranjero, especialmente de Estados Unidos.
La cifra es histórica: es un aumento de 12.96 por ciento res-
pecto a 2016 y es la más alta desde que se tiene registro
(2006)”2“Con la liberación de los precios, a inicios de este
año, el precio de las gasolinas aumentó entre 40 y 70 cen-
tavos por litro y el costo promedio de Magna se situó en
17.10 pesos, la Premium alcanzó los 18.93 pesos y el dié-
sel los 17.92 pesos.

Respecto al gas natural, las ventas totales durante 2017 su-
maron 2 mil 623 millones de pies cúbicos diarios, mientras
que las importaciones fueron de mil 766 millones de pies
cúbicos diarios, es decir, el 67 por ciento de este hidrocar-
buro comercializado en México se trajo del extranjero.

Y en contraparte, la producción de gasolinas en las refine-
rías de Pemex: en 2017 tuvieron su nivel más bajo con un
total de 5 mil 068 millones de pies cúbicos diarios.

Mientras que el precio el Gas LP creció un 40 por ciento,
según cifras de la Comisión Reguladora de Energía (CRE)
y Banxico. De acuerdo con datos del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (INEGI), desde la segunda quince-
na de diciembre de 2016 – la última previa a que se libera-
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lizara el precio- a la primera de 2018, el costo del gas LP
aumentó 49.5 por ciento. Un golpe al bolsillo de los mexi-
canos, pues el 75 por ciento de los hogares lo usan.3

La composición del precio de venta al público incluye bá-
sicamente 2 impuestos: El IVA del 16% y el IEPS y se des-
glosa de la siguiente forma:4

5 Reelaboración con datos de la fuente

Como se aprecia, existen factores que son ajenos a la vo-
luntad ciudadana y a los gobiernos para incidir en los pre-
cios de los productos y servicios, en este caso, los costos
del petróleo crudo, su refinación y la logística, sin embar-
go, como es el ejemplo en el cuadro anterior, la carga fis-
cal es del 36% del costo, resultando más alto el IEPS que
el IVA.

En este justo punto, en los impuestos, de donde el Estado y
Gobiernos obtienen gran parte de los recursos para ejercer
su función en favor de la población, es donde necesitamos
incidir para mejorar la economía del pueblo.

6

Como se puede apreciar, el impacto del IEPS en combusti-
bles en los ingresos de la Federación que ha aprobado la H.
Cámara de Diputados, no son determinantes, aunque no de-
jan de ser significativos, y con el Plan de austeridad que se
generará con la Ley de Ingresos de la Federación para el
año fiscal 2019 y la consecuente Ley de Egresos de la Fe-
deración del mismo año, se realizarán los ajustes pertinen-
tes, especialmente en las erogaciones de FOBAPROA
(Ahora Instituto para  la Protección del Ahorro Bancario),
las Deudas internas y Externa, la Evasión y Elusión fiscal
de quienes se han visto favorecidos en México y en el ex-
tranjero a costa del patrimonio natural y del trabajo de me-
xicanos y mexicanas.

La Reforma Energética que generó la apertura a la inver-
sión privada directa en la actividad petrolera de explora-
ción, extracción, refinación, importación y venta que era
facultad exclusiva del Estado Mexicano, ha generado per-
juicios graves a la población y es responsabilidad directa
del Gobierno y de las mayorías que prevalecían en las dos
previas legislaturas.

Hoy, a 6 años vemos que la cifra de los millones de pobres
en nuestro país ha aumentado. En los últimos 8 años, 3.9
millones de mexicanos se sumaron a las filas de pobreza,
ya que de los 49.5 millones de pobres que había en el año
2008 la cifra aumentó a 53.4 millones en el 2016, según da-
tos del Coneval. Está en la decisión de esta Honorable Cá-
mara de Diputados, realizar los ajustes que favorezcan un
mejor vivir para todos y especialmente para los que menos
tienen, por lo que es imperativo reducir el precio de venta
al público en los próximos 3 años, deduciendo de la cuota
IEPS de combustibles de origen fósil en el año 2019, un
25%, en el año 2020 un 50% y en el año 2021, un 75%, a
reserva de generar condiciones para que la producción de
gasolinas se incremente y por tanto se reduzca por esa vía
el precio base.

El Partido del Trabajo considera imperativo corregir en lo
inmediato este daño social y nacional y de manera progre-
siva: no es un tema de consulta popular sino un  tema de
justicia popular.

La reducción de precio de venta al público no sólo benefi-
cia a los usuarios de automóviles, como sabemos, impacta
en los precios de transporte público que ocupan millones
de mexicanos diariamente, así como de productos del cam-
po, bienes y servicios de primera necesidad. 

Sin más razonamientos de los factores ajenos a nuestro
control y sí afirmativos en cuanto a nuestras posibilidades
y responsabilidades como representantes populares y con
efectos a partir del año 2019, me permito proponer a esta
Honorable Cámara de Diputados, la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto que adiciona un apartado y reforma el artículo
2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios

Artículo Único. Se reforma el artículo 2o., fracción I, in-
ciso D), Numeral 1, agregando un apartado d, de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para que-
dar como sigue:



Artículo 2. [...]

I [...]

A) [...]

B) [...]

C) [...]

D) Combustibles automotrices:

1. Combustibles fósiles

a. [...]

b. [...]

c. [...]

d. De las cuotas que resulten, se reducirá en el año
2019, un 25%, en el año 2020 un 50% y en el año
2021, un 75%, mismo que será descontado del pre-
cio final de venta al público en general.

2. [...]

[...]

[...]

E) a J) [...]

II. [...]

III. [...]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Peña Nieto promulga reforma energética y abre el sector a capital pri-
vado. Lizbeth Padilla Fajardo. 20 de diciembre 2013 

2 De las reformas de EPN, la peor es la energética: cifras revelan que
dañó a Pemex, al país y al de a pie. Daniela Barragán. sin embargo. fe-
brero 02, 2018

3 Ídem

4 Acuerdo 136/2017 Acuerdo por el que se actualizan las cuotas que se
especifican en materia del impuesto especial sobre producción y servi-
cios. DOF: 29/12/2017

5 La simple aritmética de la nueva política de precios de las gasolinas
y el diésel. Roberto Gutiérrez Rodríguez

6 Diario Oficial de la Federación, según año

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de septiembre de 2018.— Dipu-
tado Óscar González Yáñez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

«Iniciativa que reforma los artículos 11, 28 y 111 Bis de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, a cargo del diputado José Rigoberto Mares
Aguilar, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado José Rigoberto Mares Aguilar,
y las y los diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio Acción Nacional en la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos y apli-
cables del Reglamento la Cámara de Diputados, someto
a la consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los incisos a) y b) de la fracción III del artícu-
lo 11; las fracciones I y II del artículo 28, y el segundo
párrafo del artículo 111 Bis, todos de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, de
conformidad con la siguiente: 

Exposición de Motivos

La reforma energética del 20 de diciembre de 2013 trajo
consigo importantes y diversos cambios para el aprovecha-
miento de los recursos energéticos del país, electricidad e
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hidrocarburos, de forma racional y sustentable. Varios con-
ceptos del marco energético fueron modificados, para dar-
le un nuevo lenguaje político y jurídico a la administración
de dichos recursos a partir del texto constitucional.

Anteriormente el petróleo, el gas natural y los productos
derivados de estos recursos naturales (como los petroquí-
micos) se englobaron en el concepto “Industria del petró-
leo y petroquímica”, proveniente del artículo 27 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
dándole sentido a la exclusividad del Estado, por conducto
de Petróleos Mexicanos, en toda la cadena de valor de esa
industria, desde la exploración y extracción de petróleo y
gas natural, hasta la comercialización de productos refina-
dos y procesados como gasolinas, diésel, gas licuado de pe-
tróleo y otros de gran importancia para una gran diversidad
de industrias productivas. 

En aquel entonces este léxico lo adoptó nuestro sistema ju-
rídico en todos los ordenamientos legales referentes a di-
chos recursos, como la Ley Reglamentaria del Artículo 27
Constitucional en el Ramo del Petróleo (abrogada por la
Ley de Hidrocarburos desde el 11 de agosto de 2014) y la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, mejor conocida por su acrónimo LGEEPA.

La LGEEPA incluyó a la industria del petróleo y petro-
química en tres instrumentos importantes para la gestión
pública ambiental:

1. En las exclusiones de celebración de convenios o
acuerdos de coordinación entre la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) con los go-
biernos estatales y municipales, tratándose de la evalua-
ción del impacto ambiental de obras y actividades de di-
cha industria, previstas en el inciso b) del artículo 11, de
forma que únicamente la Semarnat pueda realizar la eva-
luación y, en su caso, autorización de dichos proyectos;

2. En los supuestos de obras y actividades de competen-
cia federal que requieren autorización en materia de im-
pacto ambiental, establecidos en la fracción II del ar-
tículo 28, y

3. En el enunciado de industrias que realizan emisiones
de olores, gases o partículas sólidas o líquidas contami-
nantes a la atmósfera que requieren regularse por ser le-
galmente consideradas como fuentes fijas de jurisdic-
ción federal, en el artículo 111 Bis.

Estas disposiciones fueron debidamente adoptadas por la
administración pública y orientaron el rumbo de las políti-
cas públicas en la materia, proveyendo de solidez a la in-
dustria del petróleo y su regulación, en un contexto en el
que Petróleos Mexicanos (Pemex) ostentaba el desarrollo
exclusivo de la mayoría de las actividades del sector, pro-
ducto de la expropiación de la industria petrolera el 18 de
marzo de 1938.

El cambio de paradigma que implicó la reforma energética
de 2013 trajo consigo un nuevo modelo de aprovecha-
miento y gestión de los recursos naturales del subsuelo, en
forma de petróleo y gas, promoviendo la integración gra-
dual de diferentes actores a lo largo de la cadena de valor
de esta industria; desde la exploración superficial de hidro-
carburos, hasta el expendio al público de petrolíferos, per-
mitiendo la participación de los sectores social y privado,
sin que ello implique el menoscabo o pérdida de la sobera-
nía nacional sobre aquellos recursos.

En síntesis, los principales productos de la reforma energéti-
ca se concentran en la eliminación de la exclusividad del Es-
tado en las actividades del sector energético (hidrocarburos y
electricidad) y en el establecimiento de bases para fortalecer
las empresas energéticas del Estado (Pemex y la Comisión
Federal de Electricidad), convirtiéndolas en empresas pro-
ductivas del Estado, dotándolas de herramientas que les per-
mitan competir ante los nuevos actores del sector.

Ante esta nueva lógica sectorial, planteada desde la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, surgió
la necesidad de contar con nuevas leyes, con el objeto de
dar cabal cumplimiento al mandato constitucional de la re-
forma, lo que se tradujo en la publicación de la Ley de Hi-
drocarburos (LH) y la Ley de la Agencia Nacional de Se-
guridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del
Sector Hidrocarburos (LASEA), ordenamientos que en
conjunto constituyen la base legal para la puesta en marcha
de los postulados de la reforma energética.

De especial relevancia es lo dispuesto en el artículo 95 de
la LH, en virtud del cual se estableció legalmente la exclu-
sividad competencial de la Federación respecto de la in-
dustria de los hidrocarburos al prever expresamente que:
“La industria de hidrocarburos es de exclusiva jurisdicción
federal. En consecuencia, únicamente el gobierno federal
puede dictar las disposiciones técnicas, reglamentarias y de
regulación en la materia, incluyendo aquéllas relacionadas
con el desarrollo sustentable, el equilibrio ecológico y la
protección al medio ambiente en el desarrollo de esta in-



dustria”, de manera que aquellos aspectos de la industria
que anteriormente eran regulados por los órdenes de go-
bierno local y municipal (o del entonces Distrito Federal y
sus delegaciones) serían objeto de regulación y supervisión
por la Federación, como es el caso de los establecimientos
de expendio al público de gas y gasolina o gasolineras.

Asimismo, el mandato de exclusividad contenido en la LH
trajo consigo la necesidad de hacer adecuaciones a los or-
denamientos previamente existentes, de manera que en
ellos se reconociera expresamente aquella exclusividad de
la Federación en la regulación del sector.

Por su parte y siguiendo la nueva lógica sectorial, la LA-
SEA, en su artículo 3o., establece un listado de definicio-
nes de diversos conceptos, entre los que incorpora la de
“sector hidrocarburos o sector”, el cual engloba las activi-
dades de:

a. El reconocimiento y exploración superficial, y la ex-
ploración y extracción de hidrocarburos;

b. El tratamiento, refinación, enajenación, comercializa-
ción, transporte y almacenamiento del petróleo;

c. El procesamiento, compresión, licuefacción, descom-
presión y regasificación, así como el transporte, alma-
cenamiento, distribución y expendio al público de gas
natural;

d. El transporte, almacenamiento, distribución y expen-
dio al público de gas licuado de petróleo;

e. El transporte, almacenamiento, distribución y expen-
dio al público de petrolíferos, y

f. El transporte por ducto y el almacenamiento, que se
encuentre vinculado a ductos de petroquímicos produc-
to del procesamiento del gas natural y de la refinación
del petróleo;

Este listado nos ofrece una visión muy precisa del conjun-
to de actividades que conforman la cadena de valor de los
hidrocarburos, que a su vez es regulada por la LH y sus re-
glamentos.

En este orden de ideas, en un intento por homologar la re-
gulación ambiental a la lógica de la reforma energética, se
hicieron modificaciones puntuales a los reglamentos de la
LGEEPA en materia de:

-Evaluación del Impacto Ambiental;

-Prevención y Control de la Contaminación de la At-
mósfera;

-Ordenamiento Ecológico;

-Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminan-
tes, y de

-Autorregulación y Auditorías Ambientales.

La modificación de estos reglamentos se hizo sin que pre-
viamente fueran modificadas las correspondientes disposi-
ciones de la LGEEPA, lo que propició la generación de in-
consistencias que de una u otra forma han dificultado la
gestión pública de trámites, permisos, autorizaciones y ac-
ciones de control y supervisión, afectando la viabilidad y
adecuado desarrollo de las actividades del sector hidrocar-
buros, lo que a su vez repercute en la vulneración de la se-
guridad jurídica tanto de los servidores públicos, como de
los agentes del sector.

En concordancia con lo señalado, con la modificación a las
disposiciones de estos ordenamientos se ampliaron las fa-
cultades originalmente previstas en la LGEEPA, con lo que
el Poder Ejecutivo, en aras de abonar a la integración nor-
mativa de la reforma energética, se excedió en el ejercicio
de su facultad reglamentaria al integrar en dichos regla-
mentos disposiciones con las que se buscó en su momento
enmendar omisiones, lagunas o defectos legales, de mane-
ra que fueron reformados sin respetar el principio constitu-
cional de concurrencia y distribución competencial.

Esta situación de irregularidad implica un importante ries-
go de que se cuestione la constitucionalidad de aquellos re-
glamentos de la LGEEPA modificados para enmendar la
omisión legislativa y también tiene el potencial de poner en
duda la legalidad de las competencias regulatorias y de su-
pervisión de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y
de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos
(ASEA) y los productos de ese ejercicio, emitidos en for-
ma de autorizaciones, permisos, licencias y registros, así
como de sus actos de supervisión, inspección, vigilancia y
verificación.

Por otra parte, es preciso reconocer que en términos de la
legislación vigente el lenguaje de las actividades del sector
hidrocarburos carece de homogeneidad y en consecuencia
resulta necesario uniformar los términos empleados en los

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 / Apéndice 13



Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados14

diversos ordenamientos que conforman el marco legal sec-
torial, a partir de lo dispuesto en la LH y la LASEA.

En virtud de lo expuesto, con esta iniciativa de reformas a
los artículos 11, 28 y 111 Bis de la LGEEPA se pretende in-
tegrar las disposiciones de dicha Ley General a la lógica
sectorial provista por la reforma energética de 2013, pro-
veyendo a la constitucionalidad de los reglamentos previa-
mente reformados y dotando de legalidad a los actos admi-
nistrativos emanados de ellos. 

Por lo expuesto, someto a consideración de esta honorable
asamblea, la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man los incisos a) y b) de la fracción III del artículo 11;
las fracciones I y II del artículo 28, y el segundo párra-
fo del artículo 111 Bis, todos de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 

Artículo Único. Se reforman los incisos a) y b) de la frac-
ción III del artículo 11; las fracciones I y II del artículo 28,
y el segundo párrafo del artículo 111 Bis, de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
para quedar como sigue:

Artículo 11. ...:

I. ...; 

II. ...; 

III.  ...: 

a) Obras hidráulicas, vías generales de comunica-
ción, oleoductos, gasoductos, carboductos y poli-
ductos, así como las Actividades del Sector Hidro-
carburos en los términos de la Ley de
Hidrocarburos y de la Ley de la Agencia Nacional
de Seguridad Industrial y de Protección al Medio
Ambiente del Sector Hidrocarburos,

b) Industrias petroquímica, del cemento, siderúrgi-
ca y eléctrica, 

c) ... a i) …

IV. a IX. …

…

…

Artículo 28. ...:

I. Obras hidráulicas, vías generales de comunicación,
oleoductos, gasoductos, carboductos y poliductos, así
como las Actividades del Sector Hidrocarburos en
los términos de la Ley de Hidrocarburos y de la Ley
de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de
Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocar-
buros;

II. Industrias petroquímica, química, siderúrgica, pape-
lera, azucarera, del cemento y eléctrica;

III. a XIII. …

…

…

Artículo 111 Bis. ...

Para los efectos a que se refiere esta Ley, se consideran
fuentes fijas de jurisdicción federal, las industrias química,
petroquímica, de pinturas y tintas, automotriz, de celulosa
y papel, metalúrgica, del vidrio, de generación de energía
eléctrica, del asbesto, cementera y calera y de tratamiento
de residuos peligrosos, así como las Actividades del Sec-
tor Hidrocarburos en los términos de la Ley de Hidro-
carburos y de la Ley de la Agencia Nacional de Seguri-
dad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del
Sector Hidrocarburos.

…

Transitorio

Artículo Único. El presente Decreto entrará en vigor a par-
tir del día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, en
la Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2018.— Diputado José Ri-
goberto Mares Aguilar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabi-
lidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
dictamen.



LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, LEY GENERAL

DE PARTIDOS POLÍTICOS Y LEY GENERAL
DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Generales de Instituciones y Procedimientos
Electorales, de Partidos Políticos, y del Sistema Nacional
Anticorrupción, a cargo de la diputada Laura Angélica Ro-
jas Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN

Laura Angélica Rojas Hernández, diputada a la LXIV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
modifican diversas disposiciones de la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, así como de la
Ley General de Partidos Políticos y de la Ley General del
Sistema Nacional Anticorrupción, en materia de registro,
seguimiento y cumplimiento de los compromisos de cam-
paña adquiridos por los candidatos a ocupar un cargo de
elección popular, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El panorama político mundial será de cambios y demanda
acciones contundentes ante la desaprobación de las formas
de gobernar vigentes. De acuerdo con el Informe 2017 de
Latinobarómetro,1 se vislumbra un declive en la democra-
cia, la satisfacción y credibilidad para las instituciones gu-
bernamentales y políticas se encuentran muy bajos. El go-
bierno mexicano tiene una aprobación de 20 puntos
porcentuales, muy por debajo del porcentaje alcanzado en
2006 y 2007 que ascendió a 60 por ciento.

Por otro lado, la credibilidad en los partidos políticos pre-
senta índices precarios, es la más baja de la lista de institu-
ciones de la democracia computadas por el informe en co-
mento. México se encuentra en los tres últimos lugares con
un porcentaje de 9 puntos, sólo por encima de Brasil y El
salvador.

Según la encuesta México: confianza en las instituciones
2017,2 realizada por Consulta Mitofsky The Poll Referen-
ce, las peores instituciones medidas en confianza son la
presidencia, los diputados y los partidos políticos.

No es de sorprendernos que los partidos políticos se en-
cuentren dentro de los peor evaluados, con niveles míni-
mos de confianza, pues, cuando existen contiendas electo-
rales, los candidatos a ocupar los puestos de elección
popular, asumen compromisos que exceden las facultades
del cargo disputado, o simplemente son insostenibles ante
la realidad del país. La demagogia no debe seguir encabe-
zando las herramientas de campaña de ningún político.

En Acción Nacional aportamos a los procesos electorales
de la nación garantizando el ejercicio de la democracia.
Los panistas entendemos la política como una autentica he-
rramienta de servicio y cambio; creemos que la honestidad
y el cumplimiento de la palabra son los máximos valores
de cualquier persona y que toman relevancia cuando se
ejercen en la política.

México tiene un sistema desarticulado que no acierta a co-
ordinarse y que incluso promueve el contubernio y la com-
plicidad en detrimento de los gobernados. De acuerdo con
la segunda edición del libro Anatomía de la Corrupción,3
del Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO),
dentro de las veinte causas exigidas por la ciudadanía para
recuperar la confianza en sus gobernantes y políticos se en-
cuentra la rendición de cuentas.

Todo ciudadano tiene derecho de solicitar a los servidores
públicos la información que desee, sin que dicha petición
tenga que estar fundada y motivada como los actos de au-
toridad. Esta prerrogativa de los ciudadanos fortalece la ca-
pacidad fiscalizadora de la sociedad y construye un con-
texto de exigencia para las autoridades. Es decir, resulta
una herramienta de rendición de cuentas que ejerce un con-
trol de las instituciones públicas por parte de los ciudada-
nos.

De acuerdo con el Programa Especial de Rendición de
Cuentas del Gobierno Federal (2014-2018), elaborado por
la Red por la Rendición de Cuentas, se deben implementar
cinco líneas de acción para efectuar un monitoreo eficaz y
una evaluación certera, a saber:

1. Establecer un estándar mínimo de competencias en
materia de diseño, operación y evaluación para todos los
programas y servicios públicos;

2. Fortalecer la vinculación entre los diagnósticos de ne-
cesidades o problemas a atender, con el diseño y opera-
ción de los programas existentes o de nueva creación;
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3. Instrumentar mecanismos para evitar sesgos en el
proceso de evaluación de programas y servicios públi-
cos; 

4. Mejorar la accesibilidad de la información pública re-
lacionada con el presupuesto basado en resultados y el
sistema de evaluación de desempeño, asegurando que
exista un sitio en internet que reúna todas las evaluacio-
nes y los documentos de programas, y sea de fácil acce-
so para los ciudadanos; e 

5. Implementar un esquema de responsabilidades y re-
conocimientos asociados al cumplimiento de metas, re-
sultados y obligaciones del monitoreo y evaluación. Así,
se formalizan las obligaciones relacionadas con el mo-
nitoreo y evaluación y se identifican y promueven las
buenas prácticas en la materia.

Nuestras instituciones y ordenamientos jurídicos se han abo-
cado a propiciar la rendición de cuentas de los servidores pú-
blicos, como una herramienta indispensable para el pleno
ejercicio de la democracia en nuestro país. Al respecto el pro-
grama anteriormente citado enuncia lo siguiente:

…aunque todavía perfectibles, las instituciones y reglas
electorales construidas durante la última década permi-
ten que la pluralidad de nuestra sociedad mexicana se
exprese libremente, tanto en las urnas como en la opi-
nión pública. Sin embargo, para que la democracia me-
xicana pueda consolidarse plenamente, resulta indispen-
sable que la misma se asiente en un sistema de rendición
de cuentas coherente, completo y bien articulado.5

Ante dichas circunstancias, el siete de noviembre de 2013,
presenté dos iniciativas, una de reforma constitucional y
otra legal, ambas planteaban la obligación de los candida-
tos a cargos de elección popular para registrar y cumplir
sus compromisos de campaña.

A pesar de que ambas iniciativas fueron contempladas,
aprobadas y publicadas en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 10 de febrero y 23 de mayo de 2014, respectiva-
mente. La reforma constitucional mandató la creación de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
la cual abrogó al Código Federal de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales; así como la expedición de la Ley
General de Partidos Políticos y la Ley General en Materia
de Delitos Electorales.

El primer ordenamiento citado establece las disposiciones
aplicables en materia de instituciones y procedimientos
electorales, distribuye competencias entre la federación y
las entidades federativas, así como la relación entre el ór-
gano constitucional autónomo garante en materia electoral
y los organismos públicos locales. Por otro lado, la Ley
General de Partidos Políticos regula las disposiciones
constitucionales aplicables a los partidos políticos como
sujetos activos en los procedimientos electorales y por úl-
timo la Ley General en Materia de Delitos Electorales que
establece los tipos penales, las sanciones, la distribución de
competencias y las formas de coordinación entre los órde-
nes de gobierno.

Si bien los ordenamientos mencionados guardan el espíri-
tu de las iniciativas que presenté con respecto a propiciar
contiendas más transparentes y con mayor rendición de
cuentas, la reforma político- electoral resulta insuficiente
para regular el registro y cumplimiento de los compromi-
sos de campaña.

El 6 de julio de 2016, a través de la reciente Plataforma Na-
cional de Transparencia, una persona requirió a la Oficina
de la Presidencia de la República “los documentos me-
diante los cuales se acredite: los acuerdos firmados por el
presidente en su campaña (te lo firmo y de lo cumplo), a
cuántos se comprometió, cuántos lleva y cuántos faltan por
cumplir, así como el motivo y fundamento del porqué no se
han cumplido”.

A juicio del solicitante de la información, la respuesta del
sujeto obligado fue incompleta, pues únicamente entregó
un listado con los compromisos, que indicaba cuáles se ha-
bían cumplido y cuáles estaban pendientes. Ante ello, pro-
movió un recurso de revisión ante el Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de
Datos Personales (INAI).

El INAI resolvió modificar la respuesta de la Oficina de
Presidencia, a fin de que proporcionara, no sólo un listado
de los compromisos de la campaña, sino “los documentos
que acrediten los acuerdos firmados por el presidente en su
campaña, así como aquéllos que den cuenta de los que se
han cumplido y los que faltan”. Asimismo, el órgano ga-
rante, ordenó a la Oficina de la Presidencia a “pronunciar-
se respecto de si dentro de los documentos fuente relacio-
nados con los acuerdos de campaña, cuenta con alguno que
contenga el motivo del porqué no se han cumplido, de con-
tar con él, deberá entregarlo, en caso contrario, indique de
manera fundada y motivada por qué no lo detenta”.



Dicha resolución marcó un antecedente importante para la
transparencia y rendición de cuentas en nuestro país, ya
que el INAI como órgano garante nacional, en ejercicio de
sus facultades, sentó el precedente sobre la obligación de
proporcionar información de las promesas de campaña, to-
da vez que se encontraban en posesión de la Oficina de la
Presidencia, así como a documentar y dar seguimiento de
las funciones de los sujetos obligados.

Por otro lado, a escasas semanas de haber recibido la cons-
tancia de presidente electo, Andrés Manuel López Obrador,
se ha desdicho de varias propuestas de campaña que le ayu-
daron a obtener el cargo ya mencionado.

De acuerdo con diversas notas periodísticas, el hoy presi-
dente electo se comprometió a detener el aumento de la ga-
solina y a bajar su costo en los primeros dos años de su ad-
ministración, su propia bancada ha negado que exista la
posibilidad de realizar dicha promesa; asimismo una de sus
propuestas en materia de seguridad fue la de cambiar de
modelo de combate al crimen organizado y retirar a las
fuerzas armadas de la vía pública, ahora el candidato elec-
to menciona que no hay condiciones para que las fuerzas
armadas abandonen las calles, por lo que permanecerán
ayudando a combatir el crimen organizado; y no podemos
dejar de lado las múltiples y diversas posturas que ha to-
mado con respecto al nuevo aeropuerto internacional.

La demagogia es una herramienta de engaño para obtener
la confianza del pueblo durante una contienda electoral, no
debemos permitir que dicha herramienta siga predominan-
do durante los comicios, es necesario regular los compro-
misos de campaña que asuman los candidatos, así como
dar seguimiento a los asumidos por candidato electo.

Por ello, la presente iniciativa plantea como objetivo prin-
cipal el registro de los compromisos de campaña como re-
quisito fundamental para los candidatos que deseen con-
tender por un cargo de elección popular. Se pretende
orientar a los candidatos a hacer propuestas reales, viables,
posibles y funcionales.

Los compromisos deben ser acordes con las facultades
del cargo que se encuentre en disputa electoral, es decir,
los facultados según la Constitución pueden proponer
iniciativas de ley; así como procurar responder a necesi-
dades y prioridades de la sociedad, en relación con la
viabilidad de las mismas.

Esta reforma no sólo busca mejorar la calidad de propues-
tas que los candidatos a cargos de elección popular reali-
cen, también se promueve la educación cívica, la rendición
de cuentas, la transparencia, el acceso a la información.
Entender lo que los servidores públicos electos pueden ha-
cer según sus atribuciones.

De igual manera, se busca recuperar la confianza que se ha
perdido por parte de los ciudadanos; contrastar los com-
promisos de campaña de los servidores públicos con los re-
sultados obtenidos por éste; evaluar a nuestros gobernantes
y representantes de manera informada y veraz; concienti-
zar el voto y hacer que se asuman las consecuencias políti-
cas de aquellos que faltan a sus compromisos.

En síntesis, la presente iniciativa plantea los siguientes
puntos: 

1. Los aspirantes a un puesto de elección popular y los
candidatos independientes deberán registrar sus com-
promisos de campaña, ante su partido político o el Ins-
tituto Electoral, según corresponda. 

2. Los partidos políticos, como cuna de los candidatos a
contiendas electorales, deben llevar el control de los
compromisos que asuman sus candidatos, mediante un
registro que deberán presentar al inicio de su campaña
ante el Instituto Nacional Electoral. 

3. El partido político negará el registro de los candida-
tos cuando éstos no cumplan con el registro de sus com-
promisos de campaña en el mismo acto.

4. Además de registrar a los candidatos y sus compro-
misos de campaña, los partidos políticos y las autoridades
electorales vigilarán que la propaganda electoral de éstos
se ciña a sus compromisos de campaña registrados.

5. La propaganda electoral que contemple compromisos
de campaña no registrados será sancionada. 

6. En caso de que el aspirante hiciere algún compromi-
so de campaña no registrado deberá realizar el registro
hasta tres días antes de la jornada electoral. 

7. Una vez que concluya la jornada electoral y se cuen-
te con los resultados de la misma, el Comité Coordina-
dor del Sistema Nacional Anticorrupción requerirá al
Instituto Nacional Electoral sobre los registros y com-
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promisos de campaña que hayan suscrito los candidatos
electos, en el proceso electoral; así como dar segui-
miento al cumplimiento y la rendición de cuentas de los
compromisos registrados una vez que hayan tomado po-
sesión del cargo. El Comité Coordinador del Sistema
Nacional Anticorrupción será el responsable de dar se-
guimiento al cumplimiento de dichos compromisos.

Cada vez es más frecuente leer artículos que exhiben la
profunda crisis de legitimidad, representación y responsa-
bilidad de los servidores públicos que representamos a los
ciudadanos.

No podemos seguir mostrando indiferencia ante la descon-
fianza ciudadana, somos sus representantes. Por ello, pro-
pongo que se deje de engañar a los ciudadanos con prome-
sas falsas, incumplibles o simplemente ignoradas por los
triunfadores de los procesos de elección popular. Es hora
de rendir resultados, rendir cuentas y de cumplir los com-
promisos.

Por lo anteriormente expuesto, presento a esta soberanía del
honorable Congreso de la Unión el siguiente proyecto de 

Decreto que modifica los artículos 3, 232, 236, 240, 380,
388, 389, 394, 424, 436 y 438 de la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales; así como los
artículos 25 y 39 de la Ley General de Partidos Políticos
y el artículo 9 de la Ley General del Sistema Nacional
Anticorrupción, todos ellos en materia de registro, se-
guimiento y cumplimiento de los compromisos de cam-
paña adquiridos por los candidatos a ocupar un cargo
de elección popular

Artículo Primero. Se modifican los artículos 3, 232, 236,
240, 380, 388, 389, 394, 424, 436 y 438 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, para quedar
de la siguiente manera: 

Artículo 3.

1. …

a) a d)…

e) Compromiso de campaña: las expresiones que se
realicen bajo cualquier modalidad, que prometan
actos de realización futura a la ciudadanía, una vez
que se asuma un cargo obtenido por elección popu-
lar.

f) a k)…

Artículo 232.

1. Corresponde a los partidos políticos nacionales el dere-
cho de solicitar el registro de candidatos a cargos de elec-
ción popular, sin perjuicio de las candidaturas indepen-
dientes en los términos de esta ley. El candidato deberá
presentar en su registro la lista de compromisos que
pretenda difundir en su campaña.

…

5. El partido político negará el registro de los candida-
tos cuando éstos no cumplan con el registro de sus com-
promisos de campaña en el mismo acto.

…

Artículo 236.

1. Para el registro de candidaturas a todo cargo de elección
popular, el partido político postulante deberá presentar y
obtener el registro de la plataforma electoral y de los com-
promisos de campaña que sus candidatos sostendrán a lo
largo de las campañas políticas.

…

Artículo 240.

1. El Consejo General solicitará oportunamente la publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación de la relación de
nombres de los candidatos y los partidos o coaliciones que
los postulan, junto con los respectivos compromisos de
campaña registrados por sus candidatos. …

Artículo 242…

…

4. Tanto la propaganda electoral como las actividades de
campaña a que se refiere el presente artículo, deberán pro-
piciar la exposición, desarrollo y discusión ante el electo-
rado de los programas y acciones fijados por los partidos
políticos en sus documentos básicos y, particularmente, en
la plataforma electoral y compromisos de campaña que
para la elección en cuestión hubieren registrado.

…



Artículo 380.

1. Son obligaciones de los aspirantes: 

a) a h)…

i) Registrar sus compromisos de campaña.

j) Limitar la propaganda electoral de su campaña a
los compromisos que haya registrado con antelación. 

En caso de que el aspirante hiciere algún compromi-
so de campaña no registrado, de acuerdo con esta
ley, deberá realizar el registro hasta tres días antes
de la jornada electoral.

La propaganda contemple compromisos no registra-
dos se sancionará al aspirante en los términos de es-
ta ley.

k)…

Artículo 389.

1. El secretario del Consejo General y los presidentes de
los consejos locales o distritales, según corresponda, toma-
rán las medidas necesarias para hacer pública la conclusión
del registro de candidaturas independientes, dando a cono-
cer los nombres de los candidatos o fórmulas registradas y
sus respectivos compromisos de campaña, así como de
aquéllos que no cumplieron con los requisitos.

Artículo 394.

1. Son obligaciones de los Candidatos Independientes re-
gistrados:

a) a ñ)…

o) Registrar sus compromisos de campaña.

p) Limitar la propaganda electoral de su campaña a
los compromisos que haya registrado con antelación.

En caso de que el aspirante hiciere algún compromi-
so de campaña no registrado, de acuerdo con esta
ley, deberá realizar el registro hasta tres días antes
de la jornada electoral.

La propaganda que contemple compromisos no re-
gistrados se en los términos de esta ley.

q)…

Artículo 424.

1. La propaganda electoral de los Candidatos Independien-
tes deberá tener el emblema y color o colores que los ca-
ractericen y diferencien de otros partidos políticos y de
otros Candidatos Independientes, así como tener visible la
leyenda: “Candidato Independiente”. Dicha propaganda
no podrá contener compromisos o promesas de campa-
ña que el Candidato Independiente no hubiere registra-
do. 

Artículo 436.

1. Se contará como voto válido la marca que haga el elec-
tor en un solo recuadro en el que se contenga el emblema
o el nombre de un Candidato Independiente, en términos
de lo dispuesto por esta Ley.

2. Aquel candidato que resulte electo por mayoría, po-
drá ostentar el cargo en disputa. Asimismo, deberá ren-
dir un informe anual al Comité Coordinador del Siste-
ma Nacional Anticorrupción, sobre el avance y
cumplimiento de los compromisos de campaña regis-
trados durante el proceso electoral. 

Artículo 438.

1. Corresponde al Instituto la organización, desarrollo,
otorgamiento y vigilancia de las prerrogativas a los Candi-
datos Independientes, conforme a lo establecido en esta
Ley para los partidos políticos. Así como el seguimiento y
vigilancia de los compromisos de campaña registrados
hasta el día de la jornada electoral.

Artículo Segundo. Se modifican los artículos 25 y 39 de la
Ley General de Partidos Políticos, para quedar de la si-
guiente manera:

Artículo 25.

1. Son obligaciones de los partidos políticos: 

a) a n)…

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 / Apéndice 19



Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados20

ñ) Registrar las promesas de campaña de todos y ca-
da uno de los candidatos del partido ante el Institu-
to, cuando contiendan por un cargo de elección po-
pular;

o) Abstenerse, en su propaganda política o electoral, de
cualquier expresión que denigre a las instituciones y a
los partidos políticos o que calumnie a las personas. De
igual manera, abstenerse de invocar, en su propa-
ganda, compromisos que no hubiere registrado;

p) a u)…

Artículo 39.

1. Los estatutos establecerán:

a) a h)…

i) La obligación de sus candidatos a registrar sus
compromisos de campaña y ceñirse a dichos com-
promisos en su propaganda electoral durante la con-
tienda.

j) a l)…

Artículo Tercero. Se adicionan dos fracciones al artículo
9o. de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrup-
ción, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 9. El Comité Coordinador tendrá las siguientes
facultades: 

I. a VI…

VII. Requerir información al Instituto Nacional
Electoral sobre los registros y compromisos de cam-
paña que hayan suscrito los candidatos electos, en el
proceso electoral; así como dar seguimiento al cum-
plimiento y la rendición de cuentas de los compromi-
sos registrados una vez que hayan tomado posesión
del cargo;

VIII. El Comité Coordinador podrá allegarse de
cualquier elemento probatorio para dar seguimiento
a los posibles actos de corrupción en términos de los
artículos 23 y 91 de la Ley General de Responsabili-
dades Administrativas. 

IX. a XVIII…

XIX. Las demás señaladas por las leyes. 

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Corporación Latinobarómetro, Informe 2017, [en línea], Santiago de
Chile 2017, Dirección URL: 

http://www.latinobarometro.org/latNewsShow.jsp, [Consulta: 27
de agosto de 2018].

2 Consulta Mitofsky The Poll Reference, México: confianza en las ins-
tituciones 2017, [en línea] México, octubre 2017, dirección URL: 

http://consulta.mx/index.php/estudios-e-investigaciones/mexico-
opina/item/1003-mexico-confianza-en-instituciones-2017, [consul-
ta: 27 de agosto de 2018].

3 Instituto Mexicano para la Competitividad, Anatomía de la Corrup-
ción, 2da Ed. [en línea], México octubre 2016, dirección URL: 

https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2016/10/2016-Anato-
mia_Corrupcion_2-Documento.pdf, [consulta: 27 de agosto de
2018]. 

4 Red por la Rendición de Cuentas, Programa Especial de Rendición
de Cuentas,[en línea] CIDE, dirección URL: 

ht tp: / / rendiciondecuentas .org.mx/wp-content /uploads/
2014/09/PERC-2014.pdf, [consulta: 27 de agosto de 2018].

5 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de noviembre de 2018.— Dipu-
tada Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen y a la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción, para opinión.



LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 151 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, en materia de deducciones, a cargo
de la diputada Laura Angélica Rojas Hernández, del Grupo
Parlamentario del PAN

Laura Angélica Rojas Hernández, diputada de la LXIV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión e integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, en materia de deducciones, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Dentro de las principales funciones del Estado está el ga-
rantizar el acceso a la educación y salud para todo el pue-
blo. Con base en estos principios, los artículos 3o. y 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
plasman ambos derechos humanos, a la educación y a la
salud.

Sin embargo, el Estado sólo está obligado a garantizar la
educación hasta el nivel medio superior, dejando fuera de
su garantía a la educación superior, ya que, aunque existen
escuelas de nivel superior públicas, la gran mayoría son
privadas.

De acuerdo con las Principales Cifras del Sistemas del Sis-
tema Educativo Nacional 2016-20171, se contaban con un
total de 257 mil 425 instituciones de educación, de las cua-
les 20.06 por ciento se encuentran en la rama privada.

Esta cifra se revierte cuando hablamos de la educación su-
perior, ya que, según el documento en comento, de 5 mil
311 instituciones de educación superior, 3 mil 103 son pri-
vadas, es decir, casi el 60 por ciento de instituciones que
brindan enseñanza universitaria son privadas.

Con el fin de apoyar y estimular el desarrollo educativo en
el país, el 15 de febrero de 2011, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación un decreto del Ejecutivo federal
por el cual se otorgó un estímulo fiscal a las personas físi-
cas en relación con los pagos por servicios educativos.2

Este decreto estableció una serie de estímulos fiscales para
hacer deducibles algunas cantidades del pago de colegiatu-
ras en los niveles de preescolar, primaria, secundaria, pro-
fesional técnico y bachillerato o su equivalente.

Posteriormente, el 30 de marzo de 2012, se publicó en el
Diario Oficial de la Federación un nuevo decreto que com-
pilaba diversos beneficios fiscales y establecía medidas de
simplificación administrativa, este nuevo decreto tenía co-
mo objetivo concentrar de manera clara y sencilla en un so-
lo instrumento jurídico los diversos decretos emitidos con
anterioridad por el ejecutivo federal que establecieron be-
neficios fiscales en materia de impuestos internos, a efecto
de permitir identificarlos fácilmente, contribuyendo a dar
certidumbre jurídica a los contribuyentes.

Después, la LXII Legislatura del Congreso de la Unión
aprobó una serie de modificaciones a diversas disposicio-
nes de la Ley del Impuesto al Valor Agregado; de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios; de la Ley
federal de Derechos; y expidió la Ley del Impuesto sobre
la Renta. Asimismo, abrogó la Ley del Impuesto Empresa-
rial a Tasa Única, y la Ley del Impuesto a los Depósitos en
Efectivo. Con este movimiento legislativo se incorporaron
a la ley algunas medidas contempladas en los decretos an-
tes mencionados.

En ese mismo tenor, el 26 de diciembre de 2013, se publi-
có en el Diario Oficial de la Federación otro decreto del
ejecutivo federal que compila diversos beneficios fiscales
y establece medidas de simplificación administrativa,3 cu-
yo principal objetivo fue eximir el pago de atribuciones
parcialmente, el pago de contribuciones, o sus accesorios;
dictar medidas relacionadas con la administración y con-
trol de las obligaciones fiscales para facilitar su cumpli-
miento.

A pesar de estos esfuerzos del Estado para garantizar sus
funciones en materia de educación, el apoyo ha sido insu-
ficiente. Las medidas en materia de deducciones por los
pagos de servicios de enseñanza implantadas en el último
decreto del Ejecutivo federal se encuentran rezagadas.

De acuerdo con el sexto Informe de Gobierno del Ejecuti-
vo federal,4 el gasto promedio general por alumno en pre-
escolar fue de 18 mil 700 pesos; por alumno de primaria de
17 mil pesos; por alumno de secundaria de 26 mil 100 pe-
sos; en educación profesional técnica de 24 mil 800 pesos;
en nivel bachillerato de 35 mil 700 pesos; y en nivel supe-
rior de 79 mil 900 pesos.
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Si contrastamos estas cantidades con los estímulos fiscales
retomados en el decreto del 26 de diciembre de 2013, el
porcentaje varía dependiendo en nivel escolar, además de
que no se contempla en nivel superior.

Para preescolar, se prevé un límite anual de deducción de 14
mil 200 pesos, es decir, 75.9 por ciento, respecto del gasto
promedio general por alumno en ese nivel escolar; para pri-
maria se contemplan 12 mil 900 pesos, es decir 75.8 por cien-
to; para secundaria 19 mil 900 pesos, 76.2 por ciento; para el
nivel profesional técnico 17 mil 100 pesos, 8.9 por ciento, y
por último en el nivel de bachillerato se prevé un límite de 24
mil 500 pesos, es decir, 68.6 por ciento.

Para efectos de simplificación administrativa en deduccio-
nes y actualización de cifras respecto el costo de vida de las
personas, es recomendable homologar un porcentaje para
calcular las deducciones por servicios correspondientes a
la enseñanza del alumno.

Es menester del Estado impulsar el desarrollo educativo de
la población, por lo que es recomendable deducir los gas-
tos en enseñanza que hagan las personas físicas, respecto
de sí mismas, su cónyuge, concubina o concubinario, des-
cendientes o ascendientes en línea recta, en un 80 por cien-
to, con respecto el gasto promedio general por alumno que
publique la Secretaría de Educación Pública.

Con ello, se fortalecerá el acceso a la educación de las per-
sonas que se ha visto mermado por la falta de cupo en es-
cuelas públicas, sobre todo universidades, para las que no
se contempla ningún estímulo fiscal hasta ahora.

De acuerdo con los resultados del examen de admisión a la
UNAM, publicados en marzo del presente año,5 por la Di-
rección General de Administración Escolar de la UNAM;
de los 149 mil 164 aspirantes a alguna de las licenciaturas
de la Universidad Nacional, sólo 9 mil 817 jóvenes tuvie-
ron acceso. Es decir, únicamente el 6.5 por ciento de los as-
pirantes al nivel superior tuvieron acceso a la Universidad
más grande de México. El otro 93.5 por ciento, tendrán que
buscar cabida en una escuela privada si es que quieren con-
tinuar con su preparación profesional.

Es en este gran porcentaje donde debe existir apoyo del Es-
tado hacia las familias mexicanas para que puedan conti-
nuar preparándose, para formar profesionistas que impul-
sen el desarrollo económico de la sociedad.

Por otro lado, el derecho a la salud es el otro derecho hu-
mano que se encuentra mermado por la demanda de los
ciudadanos. Éste no puede ser satisfecho, en muchas oca-
siones, por el servicio público que brinda el Estado, por lo
que las personas con capacidad económica deben acudir a
servicios médicos privados, que en su mayoría son costo-
sos y exceden los propios ingresos de la familia promedio.

De acuerdo con una nota de Forbes México,6 los mexica-
nos gastan 3 mil 800 pesos al año en salud, siendo las me-
dicinas el rubro en el que más se invierte. Además, según
los últimos datos de la Asociación Mexicana de Institucio-
nes de Seguros (AMIS)7, sólo 7 por ciento de los mexica-
nos cuenta con un seguro de gastos médicos mayores, que
cubren emergencias por enfermedades crónicas, tratamien-
tos contra el cáncer o enfermedades que por su condición
así lo ameriten.

En este sentido, es de resaltar que dentro del porcentaje de
mexicanos que cuentan con un seguro médico público,
también existen gastos que éstos no cubren por lo que tie-
nen que realizar costos por consultas externas y tratamien-
tos médicos de urgencia o crónicos.

Por ello, consonancia con la recomendación sobre deduc-
ciones a los gastos de enseñanza, resulta necesario brindar
estímulos fiscales a los ciudadanos que invierten en su sa-
lud o cubren parte de ésta, cuando el Estado no puede ga-
rantizarla. Los gastos médicos mayores deben encontrarse
dentro de los beneficios fiscales que prevé el artículo 151
de la Ley de Impuesto sobre la Renta.

En esta tesitura, la presente iniciativa propone homologar
en un 80 por ciento, respecto del gasto promedio anual por
alumno, el límite anual de deducción que puedan ejercer
los ciudadanos que inviertan en gastos de enseñanza para
sí, para su cónyuge, para su concubina o concubinario, pa-
ra su ascendiente o descendente en línea recta, siempre y
cuando éste no perciba durante el año de calendario ingre-
so en cantidad igual o superior a la que resulte de calcular
el salario mínimo general del área geográfica del contribu-
yente elevado al año.

De igual manera, la iniciativa plantea contemplar deduc-
ciones sobre los gastos médicos mayores que realicen las
personas, incorporando este tipo de gastos en la primera
fracción del artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.



Por lo expuesto y fundado, propongo a esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 151 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, en materia de deducciones 

Único. Se reforma la fracción I y el último párrafo del ar-
tículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Asimis-
mo, se adiciona la fracción IX al mismo artículo, para que-
dar de la siguiente manera:

Artículo 151. Las personas físicas residentes en el país que
obtengan ingresos de los señalados en este Título, para cal-
cular su impuesto anual, podrán hacer, además de las de-
ducciones autorizadas en cada Capítulo de Esta ley que les
correspondan, las siguientes deducciones personales:

I. Los gastos médicos mayores, pagos por honorarios
médicos, dentales, y por servicios profesionales, en ma-
teria de psicología y nutrición prestados por personas
con título profesional legalmente expedido y registrado
por las autoridades educativas competentes, así como
los gastos hospitalarios efectuados por el contribuyente
para sí, para su cónyuge o para la persona con quien vi-
va en concubinato y para sus ascendientes o descen-
dientes en línea recta, siempre que dichas personas no
perciban durante el año de calendario ingresos en canti-
dad igual o superior a la que resulte de calcular el sala-
rio mínimo general del área geográfica del contribuyen-
te elevado al año, y se efectúen mediante cheque
nominativo del contribuyente, transferencias electróni-
cas de fondos, desde cuentas abiertas a nombre del con-
tribuyente en instituciones que componen el sistema fi-
nanciero y las entidades que para tal efecto autorice el
Banco de México o mediante tarjeta de crédito, de débi-
to, o de servicios.

II. a VIII…

IX. Pagos por servicio de enseñanza correspondien-
tes a los tipos de deducción básico, medio superior y
superior a que se refiere la Ley General de Educa-
ción, efectuados por el contribuyente para sí, para su
cónyuge o para la persona con la que viva en concu-
binato, y para sus ascendientes o descendientes en lí-
nea recta, siempre que la persona de que se trate no
perciba durante el año de calendario ingreso en can-
tidad igual o superior a la que resulte de calcular el
salario mínimo general del área geográfica del con-
tribuyente elevado al año y se cumpla lo siguiente:

a) Que los pagos se realicen a instituciones edu-
cativas privadas que tengan autorización o reco-
nocimiento de validez oficial de estudios en los
términos de la Ley General de Educación; y

b) Que los pagos sean para cubrir únicamente los
servicios correspondientes a la enseñanza del
alumno, de acuerdo con los programas y planes
de estudio que en los términos de la Ley General
de Educación se hubiere autorizado para el nivel
educativo de que se trate.

El estímulo a que se refiere la presente fracción
no será aplicable cuando los pagos realizados no
se destinen directamente a cubrir el costo de la
educación del alumno y cuando se trate de las
cuotas de inscripción o reinscripción.

Para efectos de esta fracción, las instituciones
educativas deberán separar en el comprobante
fiscal digital el monto que corresponda por con-
cepto de enseñanza del alumno.

Tampoco será aplicable el estímulo a que se refie-
re esta fracción cuando las personas mencionadas
en el primer párrafo de la misma, reciban becas o
cualquier otro apoyo económico público o priva-
do para pagar los servicios de enseñanza, hasta
por el monto que cubran dichas becas o apoyos.

Para efectos de esta fracción, los adoptados se
consideran como descendientes en línea recta del
adoptante y de los ascendientes de éste.

Los pagos a que se refiere la presente fracción
deberán realizarse mediante cheque nominativo
del contribuyente, transferencias electrónicas de
fondos desde cuentas abiertas a nombre del con-
tribuyente en instituciones que compongan el sis-
tema financiero y las entidades que para tal efec-
to autorice el Banco de México, o mediante
tarjeta de crédito, de débito o de servicios.

Para la aplicación de este estímulo fiscal se debe-
rá comprobar, mediante documentación que reú-
na requisitos fiscales, que las cantidades corres-
pondientes fueron efectivamente pagadas en el
año de calendario de que se trate a instituciones
educativas residentes en el país. Si el contribu-
yente recupera parte de dichas cantidades, el es-
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tímulo únicamente será aplicable por la diferen-
cia no recuperada.

La cantidad que se podrá disminuir en los térmi-
nos de esta fracción, no excederá, por cada una
de las personas a que se refiere, del 80 por ciento
respecto del gasto promedio general en por alum-
no en los niveles preescolar, primaria, secunda-
ria, bachillerato, educación profesional técnica y
superior.

Para efectos del párrafo anterior, se estará sujeto
a lo publicado en el gasto nacional en educación
por el Sistema Educativo Nacional.

Cuando los contribuyentes realicen en un mismo
ejercicio fiscal, por una misma persona, pagos
por servicios de enseñanza correspondientes a
dos niveles educativos distintos, el límite anual de
deducción que se podrá aplicar será al que co-
rresponda al monto mayor de los dos niveles, in-
dependientemente de que se trate del nivel que
concluyó o el que inició.

…

El monto total de las deducciones que podrán efec-
tuar los contribuyentes en los términos de este ar-
tículo, no podrá exceder de la cantidad que resulte
menor entre cinco salarios mínimos generales eleva-
dos al año, o del 15 por ciento del total de los ingre-
sos del contribuyente, incluyendo aquellos por los
que no se pague impuesto. Lo dispuesto en este pá-
rrafo no será aplicable tratándose de las fracciones
III, V y IX de este artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de noviembre de 2018.— Dipu-
tada Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.



DECRETO POR EL QUE SE DECLARA
EL 23 DE AGOSTO COMO “DÍA DE LOS PUEBLOS

NEGROS Y COMUNIDADES AFROMEXICANAS 
COMO RAÍZ DE LA COMPOSICIÓN

PLURICULTURAL DE LA NACIÓN MEXICANA” 

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 23 de agos-
to Día de los Pueblos Negros y Comunidades Afromexica-
nas como Raíz de la Composición Pluricultural de la Na-
ción Mexicana, a cargo del diputado Evaristo Lenin Pérez
Rivera, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Evaristo Lenin Pérez Rivera, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 70 y 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno, la presente iniciativa con proyecto de decreto que
declara el 23 de agosto de cada año como Día de los Pue-
blos Negros y Comunidades Afromexicanos como Raíz de
la Composición Pluricultural de la Nación Mexicana, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

Cuando dicen: hay que darle voz a los pueblos y comuni-
dades afromexicanas, la respuesta es: ¡ya tienen voz!,
siempre han sido visibles, siempre han estado presentes,
han acompañado toda la historia de la nación mexicana, de
la cual, la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en el artículo 2o. afirma tiene una “composición
pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indí-
genas” pero también dice: “La nación mexicana es única e
indivisible”, siendo única no es correcto omitir la existen-
cia de los pueblos negros y comunidades afromexicanas y
su aportación cultural, no es correcto excluirlos como raíz
de nuestra identidad, mientras eso suceda habrá un acto de
discriminación en contra de los pueblos negros y comuni-
dades de afromexicanas, que se sumará al memorial de
agravios. Eludir la positivización de sus derechos y ex-
cluirlos del reconocimiento de la pluralidad nacional abo-
na la marginalidad y niega sus derechos humanos.

Los afromexicanos son parte de la compleja historia de
México. Los pueblos negros han estado en diversos con-
textos históricos, diversas regiones y distintas circunstan-
cias económicas, en consecuencia, hay particularidades

que hacen diferentes las experiencias de las comunidades
de afromexicanas y desde luego también hay muchas se-
mejanzas relacionadas con la marginación.

La presente iniciativa con proyecto de decreto tiene como
objeto declarar nacionalmente al 23 de agosto, como Día
de los Pueblos Negros y Comunidades Afromexicanas co-
mo Raíz de la Composición Pluricultural de la Nación Me-
xicana, en el mismo sentido que usa la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) cuando crea una efemérides alu-
siva a un tema en particular, que consiste en  “Sensibilizar,
concienciar, llamar la atención, señalar que existe un pro-
blema sin resolver, un asunto importante y pendiente en la
sociedad para que a través de esa sensibilización, los go-
biernos y la sociedad actúen y tomen medidas o para que
los ciudadanos así lo exijan a sus representantes”1.

En ese mismo tenor, la Proclamación del Decenio Interna-
cional de los Afrodescendientes, de la Organización de las
Naciones Unidas 2015-2024, A/RES/68/237, que establece
como tema del decenio “Afrodescendientes: reconocimien-
to, justicia y desarrollo”, y del respectivo Programa de ac-
tividades del Decenio Internacional para los Afrodescen-
dientes, A/RES/69/16, que establece, entre otros, el
objetivo específico de “Promover un mayor conocimiento
y, respeto de la diversidad de la herencia y la cultura de los
afrodescendientes y de su contribución al desarrollo de las
sociedades”.

Por su parte en 1994 la UNESCO, aprobó el proyecto La
ruta del esclavo: resistencia, libertad, patrimonio, con el
objetivo de “romper el silencio sobre la trata negrera y la
esclavitud” y sobre las consecuencias en nuestra sociedad2.
En 1997 se estableció el 23 de agosto como Día Interna-
cional del Recuerdo de la Trata de Esclavos y de su Aboli-
ción.

Se menciona el antecedente legislativo por el que se decre-
tó el 22 de septiembre de cada año como Día Nacional sin
Automóvil y haciendo nota de los mismos fundamentos
para el presente proyecto de decreto.

Los primeros africanos que llegaron a México eran parte
del ejército conquistador, refiere Gonzalo Aguirre Beltrán
que “entraron con Cortés en la enorme labor de la conquis-
ta”3 algunos en calidad de siervos, otros como soldados.
Después de la conquista se ocuparon de pregoneros u otros
oficios y hasta los hay que tuvieron encomiendas, el caso
más notable es del liberto Juan Garrido, también conocido
como “Juan el Guapo”4 soldado del ejército conquistador
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quien llegara a ser portero y guardián del acueducto de
Chapultepec.

En 1524, el cabildo de la Ciudad de México le concedió un
solar en la calzada de Tlacopan (Tacuba) en el nuevo trazo de
la ciudad, privilegio reservado a españoles5, llegando el mis-
mo a tener esclavos6. Se registra al soldado Juan Garrido co-
mo el primero en sembrar trigo en el llamado nuevo mundo
y por construir una ermita en memoria de sus compañeros de
armas caídos en batalla y se le conoció como la “ermita de
Juan Garrido”, hoy Iglesia de San Hipólito y San Casiano,
fue la primera capilla de la Ciudad de México7.

La mayoría de los africanos en México llegaron de manera
forzada durante la Colonia y fueron sometidos en esclavi-
tud para trabajar en minas y plantaciones.

El comercio negrero durante la colonia registra un mínimo
de 200 mil personas. Los llamados “negros bozales”, tér-
mino usado por no estar cristianizados y no hablar una len-
gua romance8, para 1790 los afromexicanos representaban
10 por ciento de la población total en el Censo de Revilla-
gigedo9 y para 2015 la Encuesta Intercensal 2015, realiza-
da por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía,
concluye que en México hay 1.4 millones de personas que
se identifican como afromexicanos, representando 1.2 por
ciento de la población total de México.

García de León concluye que “la rentabilidad del trabajo
esclavo resulta difícil de establecer” en términos de econo-
mía política, pero su incosteabilidad en “Córdoba y las ve-
cinas jurisdicciones de Cosamaloapan y Teutila” generó
que los grupo de poder y las autoridades locales alentarán
el cimarronaje “la manumisión y protegían a los esclavos
fugados de los trapiches azucareros”10.

Los testimonios de las condiciones opresivas y brutales de
la esclavitud indígena, africana y de afromexicanos son
muchos y bien documentados11. En la colonia el derecho
indiano establecía un sistema de “castas” que reproducía y
perpetuaba estereotipos de marginación y racismo, de lo
que algunos autores llaman “esclavitud cultural”, que ini-
ció en la Colonia al considerarse a los africanos y afrome-
xicanos como “infames por derecho” y ”casta infame por
sangre”12.

Los africanos y afromexicanos quedaron asentados princi-
palmente en, los hoy estados, de Guerrero, Oaxaca, Mi-
choacán y Veracruz, pero también hay asentamientos im-
portantes en Zacatecas, Chiapas y Tabasco. En Yucatán fue

a principios del siglo XIX y se debió a una inmigración de
trabajadores provenientes de Santo Domingo y Haití; Coa-
huila es un caso singular.

Rumbo a Coahuila

Las Reales Cédulas de 1680, 1693, 1733 y 1740 mandatan
al gobernador de Florida

… que pusiesen en libertad a los negros esclavos que se
refugiasen, de las colonias inglesas y holandesas a mis
dominios, con el pretexto de abrazar nuestra Santa Fe
Católica, sin permitir que con motivo, ni pretexto algu-
no se vendiesen por esclavos, ni que se restituyesen, co-
mo se había hecho algunas veces, a sus dueños, (...) po-
niendo y haciendo poner en libertad (sin permitir que se
les veje, ni moleste) a todos los negros esclavos de am-
bos sexos que, de las colonias inglesas y holandesas, se
huyesen a mis dominios, con el fin de abrazar nuestra
Santa Fe Católica, a quienes desde ahora para en ade-
lante declaro por libres de la esclavitud en que estaban,
y quiero que así se declare por todos y cada uno de los
referidos en todos los casos que se ofrezcan, por conve-
nir al servicio de Dios y al mío.

R.C. Ordenando Poner en Libertad los Esclavos de las Co-
lonias Inglesas y Holandesas que Huyesen al Virreinato
Novohispano para ser Católicas13.

Sabiéndose la oportunidad de libertad que daban las Reales
Cédulas muchos esclavos llegaron a La Florida, desde Ca-
rolina del Sur, Georgia y Alabama, “se establecieron en la
guarnición militar de Gracia Real de Santa Teresa de Mo-
se, cerca de San Agustín, convirtiéndose en soldados al ser-
vicio de los españoles”14.

En las ricas tierras del norte de Florida prosperaron los se-
minoles y los afromexicanos fugitivos conocidos como ne-
gros seminoles, más tarde mascogos.

El Tratado de París de 1763 cede la Florida a los británicos,
la mayoría de los negros del fuerte Mose fueron traslada-
dos a Cuba, posteriormente con la anexión de La Florida a
la Unión Americana, los seminoles y los negros seminoles
que aún residían en la península permanecen hasta la ex-
pulsión forazada.

La Política de Traslado Indio del gobierno estadounidense
obligaba a las tribus indias a desplazarse al oeste del río
Misisipi al llamado “territorio indio” hoy Oklahoma, polí-



tica impulsada por los presidentes Andrew Jackson y Mar-
tin Van Buren, el primero obtuvo en 1830 la aprobación del
Congreso de la Ley de Traslado Forzoso de los Indios que
asignaba recursos para realizar dicha acción y el segundo
uso al ejército para reunir a las tribus y obligar la migra-
ción, con tan mala planeación que se estima que murieron
un mínimo de 4 mil personas y hasta 8 mil; los indios che-
roquis han llamado este episodio “el camino donde nos-
otros lloramos” o sendero de las lágrimas.

La Ley de Traslado Forzoso de los Indios y los tratados que
impuso el presidente Jackson no eran aceptados por los se-
minoles y los negros seminoles y ante el desplazamiento
forzado estalló la Segunda Guerra Seminola, el final de la
guerra, entre sus muchas consecuencias, fue la migración
forzada de seminoles y negros seminoles a Texas.

A principios del siglo XIX en Texas, aún territorio mexicano,
llegan los seminoles y los negros seminoles o mascogos des-
de la Florida. Orillados por el expansionismo estadounidense
los kikapús emigran de los Grandes Lagos a Texas.

Publicado en 1824 el decreto del gobierno federal para la
colonización de Tejas “los kikapú, seminoles y mascogos,
se presentaron ante las autoridades de la población mexi-
cana de San Antonio de Béjar (hoy San Antonio, Texas)”15

buscando paz y libertad; con la venia del presidente Gua-
dalupe Victoria las autoridades locales permitieron que los
seminoles, kikapús y negros mascogos se asentarán en Te-
xas, sin embargo no se alcanzó la tan  ansiada paz y la pro-
tección de las leyes mexicanas sobre la abolición de la es-
clavitud, ya que el gobierno mexicano no podía frenar las
beligerantes y agresivas acciones de los colonos texanos y
de los esclavistas norteamericanos que buscaban la recap-
tura de esclavos.

En 1835 estalla la guerra de Texas por la que México pier-
de el control de ese territorio, para mediados del siglo XIX
esta circunstancia impulsó una migración al sur de semino-
les, negros seminoles ya autoreconocidos como mascogos
y de los kikapú, así que guiados por Wild Cat, Gato Salva-
je, y John Horse, Juan Caballo, los seminoles y mascogos
se establecen en río Sabinas, posteriormente en El Moral,
cerca de Piedras Negras.

Los seminoles, kikapú y los negros mascogos protegen junto
con la milicia la frontera mexicana, dan buen servicio en la
lucha contra los comanches y apaches, mezcaleros y lipanes
que asolaban la región, por sus servicios se les otorgan tierras,
incluso de ganado mayor en El Nacimiento.

La mejor narración de ese peregrinaje de los mascogos es
del propio Juan Caballo, quien escribió su sentir en una
carta dirigida al general August del ejército estadouniden-
se “Nací en Florida, mi gente fue sacada de aquí y llevada
a Arkansas. Todo fue robado de nosotros cuando dejamos
Florida. Los hogares, el ganado, los caballos y todo lo que
teníamos”16.

La naciente república mexicana acogió a los mascogos, a los
seminoles y los kikapú, les proporcionó tierras y materiales
para trabajo a cambio de proteger las fronteras. La ansiada
paz y libertad finalmente se alcanzaron, pero han quedado
muchas asignaciones pendientes, mejorar la calidad de vida,
eliminar la marginación y la pobreza entre otras.

En este siglo doña Gloria Margarita Romo Rosas ha enca-
bezado la lucha para que los mascogos sean reconocidos
como un pueblo indígena mexicano.

Gaspar Yanga

Un referente indispensable de mencionar de la lucha y re-
sistencia de los pueblos negros y comunidades afromexi-
canas es el Gaspar Yanga, miembro de la familia real de
Gabón, escapó de sus amos convirtiéndose en cimarrón
uniéndose a las pandillas de cimarrones que andaban cerca
del puerto de Veracruz, se convirtió en líder de la rebelión
de esclavos, para 1609 la Corona realizó acciones en con-
tra de los rebeldes, al no poder doblegarlos aceptó los tér-
minos de los rebeldes y entre los acuerdos se permitió la
fundación de un poblado “Las Palmillas” posteriormente
en 1630 se establecieron en “El pueblo Libre de San Lo-
renzo de los Negros”, hoy Yanga.

En 1997 el sacerdote misionero, de 51 años, Glyn Jemmott
Nelson, originario de Trinidad y Tobago impulso el Primer
Encuentro de los Pueblos Negros, reclamando visibilidad
lo que derivó en la propuesta de obtener reconocimiento en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
como la tercera raíz cultural.

En nuestra siglo, en Oaxaca el sacerdote Flaviano Cisneros
Liborio ha dicho “El gobierno, los partidos políticos y los
candidatos únicamente utilizan a los negros para votar, pe-
ro después de las elecciones dejamos de existir y volvemos
a nuestra triste realidad: la pobreza, el hambre, la necesi-
dad… seguimos excluidos de la nación mexicana”17.

Para nuestra identidad, cuya composición pluricultural tie-
ne que cubrir y proteger por igual a los pueblos negros y
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comunidades afromexicanas, tenemos que acabar con las
consecuencias de la esclavitud, tenemos que dejar de ac-
tuar como si aún fueran vigentes las castas y dejar de lado
a los pueblos negros y comunidades afromexicanas.

De Juan “El Guapo” Garrido al Rey Gaspar Yanga, del ca-
pitán Juan Caballo a doña Gloria Margarita Romo Rosas,
de Vicente Guerrero al Cura Flaviano Cisneros Liborio, del
insurgente José María Morelos y Pavón al sacerdote Glyn
Jemmott Nelson, puedo afirmar que los pueblos negros y
comunidades afromexicanas ¡ya tienen voz!, siempre han
sido visibles, siempre han estado presentes, nos han acom-
pañado en toda la historia de la nación mexicana, que nos
toca hacer a los diputados y diputadas de la LXIV Legisla-
tura, refrendar sus derechos por lo que someto a la consi-
deración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de:

Decreto

Único. El honorable Congreso de la Unión declara el 23 de
agosto como “Día de los Pueblos Negros y Comunidades
Afromexicanas como Raíz de la Composición Pluricultural
de la Nación Mexicana”.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Lenin Pérez Rivera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO 

PROPORCIONAR ATENCIÓN A LOS INDÍGENAS 
DE CHIAPAS, QUE HAN SIDO DESPLAZADOS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a implantar
medidas para atender de inmediato a los indígenas despla-
zados de Chiapas, en particular los del ejido Puebla, de
Chenalhó, a cargo del diputado Raúl Eduardo Bonifaz
Moedano, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moedano, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, en la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión y con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; 62, numeral 2, y 79, numeral 1, fracción II, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Gobernación, la Procuraduría General de la
República, al gobierno y al Congreso de Chiapas, para el
efecto de que en el ámbito de sus facultades y atribuciones
de manera directa e individual o coordinada, implanten las
medidas necesarias con la finalidad de proporcionar la
atención inmediata a los indígenas desplazados del estado,
de manera particular, los del ejido Puebla, del municipio de
Chenalhó, Chiapas, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Según los Principios rectores del desplazamiento inter-
no forzado de la Organización de las Naciones Unidas1,
los desplazados internos se pueden identificar como:

Aquellas personas o grupos de personas que se han visto
forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de
su lugar de residencia habitual, como resultado o para
evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones
de violencia generalizada, de violaciones a los derechos
humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser
humano y que no han cruzado una frontera estatal o inter-
nacionalmente reconocida.

Este fenómeno provocado por la violencia ha adquirido di-
mensiones alarmantes, lo cual trae como consecuencia que
las personas internamente desplazadas se encuentran en
condiciones de extrema vulnerabilidad debido a la falta de
protección integral por parte de las autoridades, en la ma-
yoría de los casos.

De acuerdo con especialistas, se puede identificar diversas
formas de desplazamiento, entre las que destacan: de una en-
tidad a otra; al interior de un estado, es decir, de un muni-
cipio violento a otro menos violento; de zonas rurales a
zonas suburbanas; de zonas suburbanas a urbanas o incluso
de colonias violentas a colonias menos violentas.2

Al salir apresuradamente de sus lugares de origen, general-
mente lo hacen sin nada de pertenencias lo que implica que
al llegar a su nuevo asentamiento lo hagan en condiciones
precarias, sin trabajo, falta de servicios médicos y escola-
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res, pero sobre todo sin acceso a agua para sus necesidades
básicas, en la mayoría de los casos.

Lo anterior deja en la indefensión y es violatorio de los de-
rechos humanos de las familias que padecen esta situación,
pero sobre todo de las niñas y niños que los acompañan.
Toda vez que, al carecer de servicios cercanos a sus asen-
tamientos tales como centros de salud o escuelas los me-
nores deben de caminar horas para poder acudir a los cen-
tros educativos o para recibir atención médica, en donde
incluso pueden llegar a sufrir discriminación por falta de
recursos.

En ese marco, debe destacarse que el desplazamiento for-
zado interno, es un problema social qué no respeta fronte-
ras, y ocurre en todas las latitudes del orbe. Este fenóme-
no, lamentablemente se ha agudizado anidando su origen
en múltiples factores que afectan a la población universal.

En México, en particular, esta problemática cada día se
agrava más por los conflictos de toda naturaleza, con el in-
grediente invariable de la violencia en mayor o menor gra-
do según lo complejo del conflicto.

Lamentablemente la atención de estos problemas sociales,
no se advierte una agenda de políticas públicas eficaces,
para atender los variados desplazamientos diseminados a
lo largo y ancho del territorio nacional, por razones diver-
sas los desplazamientos forzados internos, y con ello sus
efectos perjudiciales para indígenas, campesinos, jornale-
ros, trabajadores asalariados, colonos, maestros, obreros
entre otros; derivados de problemas intercomunitarios,
conflictos por despojos de tierras; problemas religiosos;
entre otros.

Es oportuno mencionar que la Organización de las Nacio-
nes Unidas (ONU) ha establecido según la definición del
párrafo número 2 de los Principios Rectores de los Despla-
zamientos Internos, del 11 de febrero de 1998, que se en-
tenderá por desplazados internos a aquellas:

…personas o grupos de personas que se han visto for-
zadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su
lugar de residencia habitual, en particular como resulta-
do o para evitar los efectos de un conflicto armado, de
situaciones de violencia generalizada, de violaciones de
los derechos humanos o de catástrofes naturales o pro-
vocados por el ser humano, y que no han cruzado una
frontera estatal internacionalmente reconocida.

El precepto transcrito de este instrumento internacional, se
encuentra íntimamente ligado con el Convenio de Ginebra
de 1949 y sus Protocolos Facultativos de 1977; de igual
manera, la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados
de 1984; pasando por la Declaración de San José sobre Re-
fugiados y Personas Desplazadas, de 1994, en comunión
con los Principios Rectores del Representante del secreta-
rio general de la ONU para Desplazados Internos.

Pertinente es definir la diferencia entre los refugiados, co-
mo personas sujeto de cobertura del derecho internacional
humanitario; que las personas desplazadas de carácter in-
terno, supuesto que, aun, cuando en ambos casos las per-
sonas se ven forzadas a abandonar sus hogares, los despla-
zados internos, no pueden acceder a la categoría de
refugiados, con derecho a la protección específica que les
proporcionan los instrumentos internacionales de la mate-
ria, puesto que no han cruzado una frontera internacional-
mente reconocida, por lo que es obligación del Estado
mexicano asumir su responsabilidad de satisfacer las
necesidades de protección y asistencia de los desplaza-
dos internos.

Los principios rectores contemplan normas aplicables al
fenómeno del desplazamiento en su conjunto, en razón de
qué, su espíritu garantista tiene como propósito la protec-
ción contra desplazamientos arbitrarios; dicho en otro giro,
prevé la implementación de acciones preparatorias con el
fin de inhibir y evitar el desplazamiento; en su caso, aten-
der diligentemente los problemas concretos de desplaza-
miento cuando éste ya se ha manifestado, así como generar
las condiciones óptimas necesarias para procurar el retorno
a sus lugares de origen de los desplazados.

No debe soslayarse mencionar, que ciertamente los Princi-
pios rectores de los desplazamientos internos, puede es-
timarse como un instrumento internacional no vinculante,
empero, sin duda estos tienen el consenso internacional y
representan las bases esenciales aplicables en materia de
desplazamiento interno, que tiene el matiz de estándares
reconocidos por el derecho internacional; y que el estado
mexicano como parte del concierto internacional, tiene la
obligación moral de otorgarle pleno reconocimiento, y que
en los hechos su espíritu ha sido reconocido por nuestro
instrumentos de derecho interno.

En ese marco, y atendiendo a la complejidad del problema
que reviste el desplazamiento interno en muchos países que
forman parte del sistema universal de naciones unidas, des-
taca el pronunciamiento en 1992, donde la Comisión de



Derechos Humanos de la ONU requirió a su secretario ge-
neral, la designación de un representante especial para los
desplazados internos, dando como resultado la visita reali-
zada por el relator de ese organismo internacional que se
llevó a cabo en el mes de agosto del 2002.

El informe rendido por el relator de naciones unidas sobre
desplazados, dio cuenta del conflicto en Chiapas, por la
disputa de tierras, intolerancia religiosa, problemas inter-
comunitarios, sin que existiera en ese entonces datos que
generaran certidumbre para su atención.

Desde entonces, el problema fue incorporado entre las políti-
cas públicas para ser atendidas, reconociendo en ese enton-
ces, la urgencia de que las autoridades deberían adoptar y
aplicar políticas sobre los desplazados internos. Estas políti-
cas en teoría debieren estar íntimamente vinculadas a otros
planes, políticas y programas de derechos humanos. La pre-
tensión tenía como fin resolver cuestiones de protección fren-
te a desplazamientos arbitrarios, cubriendo las necesidades
de protección y ayuda y plantearse las posibilidades de un re-
torno voluntario, el reasentamiento o la integración local de
los desplazados de un modo seguro y digno.

Paralelamente, la Oficina del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos realizó un diag-
nóstico sobre los derechos humanos en México, en el cual
se “pretende identificar las causas estructurales de las vio-
laciones a los derechos humanos en México, con base en
un análisis no coyuntural”.

De igual manera, el diagnóstico “recoge demandas que cons-
tituyen un clamor de la sociedad mexicana, y que en la ma-
yoría de los casos también están reflejadas en las recomenda-
ciones y diversos informes que en materia de derechos
humanos han realizado sobre el país la ONU y la Organiza-
ción de Estados Americanos, por medio de sus distintos me-
canismos de protección, así como la Comisión Nacional de
Derechos Humanos (CNDH) y diversas organizaciones no
gubernamentales nacionales e internacionales”.

Tres lustros después, el fenómeno no ha sido atendido a
profundidad, no hay políticas públicas eficaces y eficientes
que atiendan esta problemática. Antes, al contrario, se
aprecia un desdén por atender estos problemas, y las res-
puestas son evasivas, dilatorias, y con el obvio fin de ad-
ministrar los conflictos sin que se advierta voluntad políti-
ca para atender a fondo estos problemas sociales, que traen
como resultado el agravio de los afectados.

Hechos

La parte central de esta proposición con punto de acuerdo
tiene como finalidad contribuir para que indígenas del eji-
do Puebla, del municipio de Chenalhó, Chiapas, que tienen
en la actualidad el carácter de desplazados internos de su
comunidad, desde hace más de dos años y medio, sean
atendidos para resolver la problemática que atraviesan.

Los sucesos de violencia que ocasionaron este desplaza-
miento, a decir de los inconformes, fueron perpetrados por
el grupo paramilitar que subsiste en el ejido Puebla del mu-
nicipio de Chenalhó, para enfrentar el levantamiento arma-
do de 1994.

El ejido Puebla se encuentra ubicado geográficamente a
una distancia aproximada de 15 kilómetros del campamen-
to de desplazados de Acteal, en el mismo municipio indí-
gena de Chenalhó, en donde fueron masacrados 45 despla-
zados en 1997.

Por esos hechos, fueron detenidos y sometidos a proceso
penal varias personas, –aunque posteriormente obtuvieron
su libertad por negligencia de la PGR– entre ellas a Jacin-
to Arias Cruz, entonces presidente municipal de Chenalhó
y originario del ejido Puebla mismo que según testimonios
de las víctimas, participó en la agresión que derivó en el
desplazamiento de 248 personas. La destrucción del tejido
social de las comunidades indígenas ha sido desde 1994
parte de la estrategia de guerra de baja intensidad implan-
tada por grupos paramilitares.

El levantamiento zapatista se da precisamente como expre-
sión de lucha por la defensa del patrimonio de los pueblos
indígenas, confrontando los poderes nacionales e interna-
cionales. El gobierno mexicano, gobernado por un hege-
mónico partido, respondió a una “estrategia irregular” con
el fin de frenar cualquier iniciativa popular de defensa de
los recursos naturales contenidos en su territorio.

En ese contexto, en diciembre de 1997 fueron asesinadas,
por un grupo paramilitar, 45 personas en el campamento de
desplazados de Acteal, Chenalhó. 20 años después ese mis-
mo grupo paramilitar subsiste activo defendiendo los inte-
reses de la clase política en el poder en México.

Un apretado resumen de los hechos, materia de esta pro-
puesta, da cuenta de que en la actualidad doscientos cua-
renta y ocho indígenas tzotziles se encuentran en calidad de
desplazados internos, y defensores de los mismos de igual
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manera de manera sistemática vienen siendo hostigados
por los agresores de los desplazados, lo que de no atender
correctamente el problema puede generar hechos de difícil
o imposible reparación, que ponen en peligro su integridad
corporal y la vida.

Los hechos datan del 26 de mayo de 2016, cuando estos
fueron desplazados por los hechos violentos cometidos en
su contra en su comunidad, ubicada en el ejido Puebla, mu-
nicipio de Chenalhó, Chiapas. La narración que hacen los
desplazados refieren que fueron agredidos violentamente
por presuntos miembros de un grupo paramilitar fuerte-
mente armado que señalan los inconformes están vincula-
dos con el gobierno municipal de Chenalhó.

Los datos destacan que, en la fecha de los hechos, dos per-
sonas miembros de los desplazados habrían fallecido por
heridas de armas de fuego. Derivado de estos hechos des-
de febrero de 2017, los desplazados internos se encuentran
en San Cristóbal de las Casas.

Inicialmente, se asentaron en un campamento improvisado,
pero a raíz de que los presuntos agresores dieran con su pa-
radero, hoy aducen que están dispersos en varias viviendas.
El número de desplazados asciende en la actualidad a dos-
cientas cuarenta y ocho personas: ciento diecinueve adul-
tos, cinco adultos mayores, treinta y cuatro adolescentes y
noventa niños (cuatro de ellos habrían nacido durante el
desplazamiento).

Señalan que, por ello, sufren condiciones de pobreza y es-
casez alimentaria como consecuencia del presunto despla-
zamiento forzado. Mencionan que se han presentado diver-
sos incidentes que ponen en riesgo su integridad física,
pues a menudo hay amenazas, hostigamientos y actos de
violencia, intentos de secuestro y de asesinato con armas
de fuego, y persecuciones.

Los desplazados indican que consideran a sus agresores co-
mo un grupo “paramilitar”, pues sistemáticamente realizan
amenazas de muerte desde el ejido Puebla, habiendo defi-
nido incluso “…un plan para venir a la ciudad de San Cris-
tóbal de las Casas para asesinar (los)”, según información
obtenida a través de familiares y vecinos que aún residen
en dicha comunidad.

La información indica que el 23 de enero y el 12 de febre-
ro de 2018 los presuntos agresores intentaron asesinar a
dos personas. Adicionalmente, la situación de riesgo se
mantendría debido a que uno de los presuntos agresores

habría sido detenido en junio de 2017 gracias a informa-
ción proporcionada por ellos, temiendo así que su procesa-
miento acarree actos de represalia en su contra. De hecho,
señalan, que el 3 de diciembre de 2017, los desplazados se
habrían enterado de que, luego de que se llevara a cabo una
audiencia ante el juez, personas de la comunidad de Che-
nalhó convocaron a los habitantes a una asamblea general,
habiendo acordado organizarse para buscar a los propues-
tos beneficiarios “…con el fin de secuestrar (los) y después
asesinar (los)…

Por otra parte, los agraviados hacen hincapié, que los abo-
gados del Centro de Derechos Humanos Ku’untik también
se enfrentan a una situación de riesgo; en particular, el se-
ñor Diego Cadenas Gordillo, quien habría sido identifica-
do por los presuntos agresores y la alcaldesa por su papel
activo en la detención de uno de sus integrantes y el apoyo
brindado a los propuestos beneficiarios. 

Los ofendidos indicaron que intentaron acudir ante las auto-
ridades locales para denunciar las presuntas amenazas e in-
tentos de secuestro, pero éstas no habrían implementado nin-
guna medida que garantice la vida e integridad personal de
los propuestos beneficiarios. Asimismo, denunciaron que las
autoridades competentes no habrían mostrado avances o re-
sultados en la investigación de los hechos narrados y hacer
que la fuente de riesgo disminuya. En este sentido, indicaron
que mientras el “grupo paramilitar” no sea desarticulado y los
“autores intelectuales y materiales” llevados a juicio, los des-
plazados permanecerían en peligro.

La violencia que propició el desplazamiento forzado de es-
tas 248 indígenas del Ejido Puebla se derivó de la disputa
del poder entre integrantes de los grupos de poder, no obs-
tante quienes sufren las consecuencias de sus diferencias
son quienes hoy se encuentran desplazados.

Según lo documentado por el Centro de Derechos Huma-
nos Ku´untik, los perpetradores del homicidio del señor
Guadalupe Cruz Hernández y las agresiones físicas propi-
nadas a las personas desplazadas, el pasado 26 de mayo de
2016, son el mismo grupo paramilitar que se creó para en-
frentar el levantamiento zapatista de 1994.

El Estado mexicano no evitó este desplazamiento a pesar de
que era previsible que sucedieran hechos de violencia y no
sólo, sino que además no ha atendido las necesidades básicas,
ni mucho menos facilita el acceso a la justicia ni genera las
condiciones para un retorno digno y seguro para las 248 per-
sonas desplazadas del Ejido Puebla, Chenalhó.



Respecto a este punto, la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos ha señalado que:

…la situación de especial vulnerabilidad e indefensión
en que generalmente se encuentran las personas despla-
zadas puede ser entendida como una condición de facto
de desprotección …considerando que la situación de
vulnerabilidad de las personas desplazadas resulta del
hecho de que se encuentran bajo la jurisdicción de su
propio Estado, el cual no ha tomado las medidas sufi-
cientes para impedir o evitar la situación de abandono
que llevó a las personas a tener que desplazarse…Para
establecer la responsabilidad internacional del Estado es
suficiente la demostración de que ha habido apoyo o to-
lerancia del poder público en la infracción de los dere-
chos (…) u omisiones que hayan permitido la perpetra-
ción de esas violaciones.

En este sentido, queda evidente que en el caso de los y las
desplazados del ejido Puebla, el Estado mexicano es el res-
ponsable, legal y moralmente, del desplazamiento de estas
248 personas indígenas.

Es importante señalar que la condición de ser indígena y
desplazada pone el grupo en una situación de mayor vul-
nerabilidad e indefensión, y por lo mismo, el estado tiene
mayor obligación de establecer condiciones o mecanismos
para proteger comunidades indígenas del desplazamiento,
algo que no ha ocurrido en el caso de ejido Puebla.

En el marco de todos estos agravios que se han perpetrado
en contra de los desplazados, el caso más reciente es la de-
nuncia formulada el veintisiete de octubre de 2018, cuando
el ofendido Javier Cruz López compareció ante la Fisca-
lía General del Estado, donde se formó la carpeta de in-
vestigación C.I. 0654-078-1001-2018, donde manifestó
textualmente:

…Vengo ante esta autoridad para querellarme por el de-
lito de homicidio calificado, cometido en agravio de mi
hermano Francisco Cruz López; en contra de Thomas
Arias Gómez, Isaías Arias López y Pablo Arias Ló-
pez, de hechos ocurridos en el ejido Puebla, municipio
de Chenalho, Chiapas; por lo que con relación a los he-
chos quiero mencionar que soy originario del ejido Pue-
bla, municipio de Chenalhó, Chiapas; sin embargo, de-
bido a problemas electorales dentro del municipio, el
suscrito junto con muchas otras personas fuimos
desplazados de nuestro lugar de origen el 26 de ma-
yo de 2016 dos mi dieciséis y desde el 22 de febrero

de 2017, vivimos en esta ciudad de San Cristóbal de
las Casas; sin embargo, algunos de nuestros parientes
se quedaron viviendo en el ejido Puebla a pesar de los
problemas que hay; por lo que resulta que el día de hoy
como a las cuatro de la tarde, una persona del ejido Pue-
bla, de la cual no quiero dar su identidad por seguridad
de ella, me avisó vía telefónica que habían matado a mi
hermano Francisco Cruz López y que los que participa-
ron en su asesinato fueron Thomas Arias Gómez, Isa-
ías Arias López y Pablo Arias López, mataron a ma-
chetazos a mi hermano Francisco Cruz López y que
momentos después el juez municipal, sin avisar al Mi-
nisterio Público levantó su cadáver y lo entregó con mi
cuñada María López Méndez y actualmente el cuerpo
de mi hermano está en su domicilio conocido en el Eji-
do Puebla, por lo que en ese momento reuní a mis com-
pañeros desplazados para hablar del tema y después de
un largo rato, decidimos venir a la Fiscalía a presentar la
denuncia, para que su muerte no se quede en el olvido y
se castigue a los responsables, ya que esas personas
siempre han querido hacernos daño a pesar de que ya es-
tamos viviendo en San Cristóbal y como no han podido
materializarlo, se están vengando con nuestros parien-
tes; es por eso que responsabilizo a Thomas Arias Gó-
mez, Isaías Arias López y Pablo Arias López, por la
muerte de mi hermano y en caso de que esas personas se
escapen, responsabilizo a las autoridades del ejido Pue-
bla, de lo que vaya a pasar, ya que los que mataron a mi
hermano, son gente de ellos, por lo que solicito se lleve
a cabo la investigación de la muerte de mi hermano y se
castigue a los responsables…

No obstante lo anterior, y ante la evidencia de los hechos
expuestos, los desplazados a más de dos años no hay una
atención adecuada a sus planteamientos, básicamente para
sentar las bases efectivas a efecto de retornar a sus lugares
de origen, agotando todas las medidas necesarias para lo-
grar ese propósito.

Luego entonces, por la problemática derivada de la des-
atención de los desplazados internos, denota la ausencia de
un compromiso institucional del poder público y un ele-
mento sustancial de debiera abordarse para configurar un
nuevo trato hacia los pueblos y comunidades.

Esto es así, pues a la fecha, no existe una propuesta solida
de dependencia alguna para atender este problema especí-
fico, pues si acaso, ha existido una débil intervención que
lejos de resolver el fondo del asunto re-victimiza a los in-
dígenas desplazados. Lo real es que no hay ningún hecho
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tangible, ningún resultado que pueda estimarse como un
avance objetivo para resolver esta problemática.

Ciertamente la incipiente atención a éste problema bien pu-
diera tener su origen en la astringencia presupuestal que
afecta a la mayor parte de las de las dependencias y orga-
nismos públicos; sin embargo, ello no puede ser pretexto
para eludirlo, pues los desplazados internos sobreviven de
forma lesiva y angustiosa para su dignidad.

La misma Corte Interamericana de Derechos Humanos ha
manifestado que:

…conforme a su jurisprudencia constante en materia in-
dígena, mediante la cual ha reconocido que la relación
de los indígenas con el territorio es esencial para man-
tener sus estructuras culturales y su supervivencia étni-
ca y material, el Tribunal considera que el desplaza-
miento forzado de los pueblos indígenas fuera de su
comunidad o bien de sus integrantes, les puede colocar
en una situación de especial vulnerabilidad, que “(p)or
sus secuelas destructivas sobre el tejido étnico y cultu-
ral (…), genera un claro riesgo de extinción, cultural o
físico, de los pueblos indígenas”, por lo cual es indis-
pensable que los Estados adopten medidas específicas
de protección considerando las particularidades propias
de los pueblos indígenas, así como su derecho consue-
tudinario, valores, usos y costumbres para prevenir y re-
vertir los efectos de dicha situación…” (Caso Chitay
Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares,
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de ma-
yo de 2010).

Asimismo, dentro de los efectos nocivos que provoca el
desplazamiento forzado interno, se han destacado la pérdi-
da de la tierra y de la vivienda, la marginación, graves re-
percusiones psicológicas, el desempleo, el empobrecimien-
to y el deterioro de las condiciones de vida, el incremento
de las enfermedades y de la mortalidad, la pérdida del ac-
ceso a la propiedad entre comuneros, la inseguridad ali-
mentaria y la desarticulación social. (Corte Interamericano
de Derechos Humanos (CIDH), Caso de las Masacres de
Ituango versus Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006).

De tal manera que este Centro de Derechos Humanos con-
sidera que al Estado mexicano le resulta responsabilidad
internacional por el desplazamiento forzado de estas 240
personas indígenas del Ejido Puebla del municipio de Che-
nalhó, Chiapas, y por lo tanto acudiremos a las instancias
regionales de protección a los derechos humanos en busca

de justicia y de la creación de medidas pertinentes de no re-
petición.

(1) “A fines de marzo de 1998, la Procuraduría General de
la República había ejercitado acción penal por los hechos
de Acteal en contra de 124 personas; 97 de ellas estaban en
esa fecha sometidas a proceso penal, privadas de su liber-
tad y acusadas principalmente de los delitos de homicidio,
lesiones, portación y uso de arma de fuego prohibidos o pa-
ra uso exclusivo de las Fuerzas Armadas, y asociación de-
lictuosa. Cabe destacar muy especialmente que entre los
individuos sujetos a procedimiento penal, se encuentra
quien fuera el Presidente Municipal de Chenalhó el día de
los hechos. Dicho funcionario está siendo juzgado como
instigador en los delitos de homicidio calificado y lesiones
graves, así como de asociación delictuosa y portación de
arma de fuego sin licencia y de uso exclusivo de las Fuer-
zas Armadas. Igualmente, se encuentran sometidos a pro-
cedimiento penal y presos en una cárcel de Chiapas once
ex policías de la Dirección General de Seguridad Pública
del estado de Chiapas; los mismos están acusados de per-
mitir el transporte de armas de fuego cuyo uso está reser-
vado a las Fuerzas Armadas, y por no haber impedido que
los homicidios se perpetraran, a pesar de haber estado en el
lugar y momento de los hechos.” (CIDH, Informe sobre la
situación de los derechos humanos en México, 1998.

Por ello, es urgente y necesario generar las acciones enca-
minadas a garantizar un conjunto mínimo de derechos a es-
tas personas que han sido desplazadas de su lugar de origen
motivadas u obligadas por las condiciones de violencia
presentadas en sus comunidades que les permitan mejorar
sus condiciones de vida.

Por las razones expuestas, se somete a consideración del
pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Gobernación, a la
Procuraduría General de la República, al gobierno del es-
tado de Chiapas, y al Congreso del estado de Chiapas para
que realicen las gestiones necesarias, con el fin de garanti-
zar la atención, la seguridad, así como la restitución de los
derechos de las personas desplazadas internamente en el
municipio de Chenalhó.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Gobernación, a la
Procuraduría General de la República, al gobierno del es-
tado de Chiapas y al Congreso del estado de Chiapas a di-



señar e implementar políticas públicas enfocadas a la debi-
da atención de los sectores de la población que han sido
desplazados de sus comunidades al interior del estado.

Notas

1 Principios rectores del desplazamiento interno forzado de la Organi-
zación de las Naciones Unidas, 

http://www.acnur.org/t3/fileadmin/scripts/doc.php?file=t3/filead-
min/Doc umentos/BDL/2001/0022

2 Desplazados por la violencia. La tragedia invisible, Laura Rubio Dí-
az Leal y Brenda Pérez Vázquez, 

http://www.nexos.com.mx/?p=27278

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2018.—
Diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moedano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pueblos Indígenas, para dic-
tamen.

MEJORAR LA SITUACIÓN DE LAS MUJERES 
RURALES INDÍGENAS Y CAMPESINAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a los 32
gobiernos locales a fortalecer acciones que permitan mejo-
rar la situación de las mujeres rurales indígenas y campesi-
nas del país, a cargo de la diputada María Ester Alonzo
Morales, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada federal María Ester Alonzo Mo-
rales, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional en la LXIV Legislatura, con fun-
damento en los artículos 6 numeral 1 fracción I, y 79,
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de la
honorable asamblea la presente proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos de las 32 en-
tidades federativas para fortalecer las acciones que permi-
tan mejorar la situación de las mujeres rurales indígenas y
campesinas en el país, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La Organización de la Naciones Unidas (ONU) destaca
que las mujeres rurales son un elemento esencial para con-

seguir los cambios económicos, ambientales y sociales ne-
cesarios para el desarrollo sostenible de los países en el
mundo, pero su acceso limitado a la asistencia sanitaria, la
educación, y el acceso a créditos financieros, son algunos
de los muchos retos a los que se enfrentan todos los días.1

Por lo que fortalecer su empoderamiento resulta primordial
para el bienestar de su persona, sus familias y comunidades
rurales, así como también para la productividad económica
general, dada la amplia presencia de mujeres en la mano de
obra agrícola a nivel mundial. 

De acuerdo con la misma ONU, las mujeres rurales repre-
sentan más de un tercio de la población mundial y el 43 por
ciento de la mano de obra agrícola, con lo que garantizan
la seguridad alimentaria de sus comunidades y ayudan a
preparar a sus comunidades frente al cambio climático.2

Según un estudio sobre el tiempo y la pobreza hídrica, en
25 países del África subsahariana, las mujeres emplean
aproximadamente por lo menos 16 millones de horas dia-
rias recogiendo agua potable, mientras que los hombres
emplean 6 millones de horas en esa actividad y las niñas y
los niños, 4 millones de horas.

Se estima que las mujeres agricultoras controlan menos tie-
rra que los hombres, así como un acceso limitado a los in-
sumos, las semillas, créditos y los servicios de extensión.
Menos del 20 por ciento de los propietarios de tierras son
mujeres. 

Las diferencias de género en el acceso a la tierra y al otor-
gamiento de créditos influyen en la capacidad que tienen
las mujeres agricultoras para invertir, operar a escala, y be-
neficiarse de nuevas oportunidades económicas para el ma-
nejo de sus sembradíos y cultivos.

Las muertes maternas afectan de manera desproporcionada
a las mujeres rurales ya que, en países menos desarrolla-
dos, una mujer rural tiene un 38 por ciento menos de posi-
bilidades de dar a luz con la asistencia de una o un profe-
sional de la salud en comparación con las mujeres que
habitan en la ciudad.

Conforme un estudio que publicará próximamente ONU
Mujeres, el Banco Mundial, y la Iniciativa sobre Pobreza y
Medio Ambiente, la brecha de género en la productividad
agrícola oscila entre el 4 por ciento y el 40 por ciento de-
pendiendo del país y del alimento o cultivo comercial en
cuestión.
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Las barreras estructurales y las normas sociales discrimi-
natorias han sido dos de los factores principales que han li-
mitado el poder de las mujeres rurales en la participación
política dentro de sus comunidades y hogares, por lo que su
trabajo llega a no ser reconocido y muy mal remunerado.

Desde el año 2008 la ONU conmemora el 15 de octubre
como el Día Internacional de las Mujeres Rurales, con el
cual se busca reconocer la pluralidad de identidades de las
mujeres que habitan y construyen diariamente el medio ru-
ral en las distintas regiones del planeta.3

Según la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los
Hogares (ENIGH), realizada por el Instituto Nacional de
Geografía y Estadística (INEGI) en el 2016, en México
existían alrededor de 196 mil 350 localidades rurales, co-
rrespondientes a localidades con menos de 2500 habitan-
tes. Esta población suma 26 millones de personas que re-
presentan el 23.2 por ciento de la población total del país.4

En dicho año, la relación numérica en el caso de las muje-
res rurales era de 104 por cada 100 hombres rurales. La
edad promedio registrada en la ENIGH rondaba entre los
23 años para mujeres y 22 años para los hombres.

El Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES) señala
que en 2016 las mujeres rurales representaban el 29 por cien-
to de la fuerza laboral, asimismo que esta población era res-
ponsable de más del 50 por ciento de la producción de ali-
mentos, datos que prácticamente no cambiaron durante 2017.

Respecto a las jornadas de trabajo, se apunta que el 37.1
por ciento cumple jornadas semanales de entre 40 y 48 ho-
ras, 12.2 por ciento labora más de 48 horas semanales y 40
por ciento de ellas no tienen ingresos propios, este último
dato se refiere a que cerca de un poco más de 13 millones
de mujeres no tiene ingreso individual por las actividades
que realizan en el ámbito rural. Se estima que el 2.1 por
ciento de las niñas rurales entre 5 a 12 años no asiste a la
escuela y la proporción aumenta a 12.3 por ciento en la po-
blación femenina rural entre 13 a 15 años.

Inmujeres, en su informe de acciones realizadas durante
2016 de la Mesa Interinstitucional de Mujeres Rurales, In-
dígenas y Campesina, en materia de servicios básicos para
personas hablantes de lenguas indígenas, señala que el 51.1
por ciento de las mujeres no tienen acceso a la educación,
el 15.4 por ciento a los servicios de salud y el 81.7 por
ciento a la seguridad social.

Información del Registro Agrario Nacional (RAN), indica
que sólo el 21 por ciento son mujeres ejidatarias, el 25 por
ciento son mujeres comuneras, 27 por ciento son mujeres
posesionarias y el 29 por ciento son mujeres avecindadas lo
que significa que las mujeres tienen menos posibilidades
para la posesión de parcelas y acceso de uso común, en
comparación de los hombres.

De igual manera, las mujeres rurales e indígenas enfrentan
una serie de prácticas de discriminación, racismo y violen-
cia, ya que de acuerdo con la Encuesta Nacional de Discri-
minación en México 2010, 44.1 por ciento de la población
consideró que los derechos de las personas indígenas no se
respetan; el 31.3 por ciento comentó que se respetan poco
y 22.4 por ciento indicó que sí se respetan.

En el marco de la estrategia nacional para impulsar a las
mujeres del sector rural, la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa)
ha instrumentado programas y componentes orientados a
una atención integral de este segmento que representa un
potencial productivo, con alrededor del 50 por ciento de la
población en el campo mexicano.5

Datos del Sexto Informe de Labores de la Sagarpa destacan
que a través del Proyecto de Seguridad Alimentaria para
Zonas Rurales (PESA) en 2017, se ejercieron 2,525.6 mi-
llones de pesos, para desarrollar proyectos productivos en
190 mil unidades de producción familiar, promoviendo la
igualdad de oportunidades, la atención a mujeres y buscan-
do que todos los integrantes de las comunidades participen
en los diferentes procesos de desarrollo y se beneficie de
manera equitativa a todos los productores.6

Del 1 de septiembre al 31 de diciembre de 2017, con un
presupuesto ejercido por 1,188.3 millones de pesos, se apo-
yó a 95,724 mujeres con paquetes de huertos familiares,
módulos avícolas y cunícolas, para complementar la dieta
de las familias beneficiadas; además de apoyar 1,864 pro-
yectos de producción primaria y agregación de valor a ni-
vel nacional, para grupos de pequeñas productoras.

La Ley General de Desarrollo Social, en su artículo 3, es-
tablece que la Política de Desarrollo Social se va guiar ba-
jo el principio de Perspectiva de género, que propone eli-
minar las causas de la opresión de género, como la
desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las perso-
nas basada en el género.7



Bajo esta óptica, las circunstancias y obstáculos por las que
pasan miles de mujeres rurales indígenas y campesinas to-
dos los días deben ser un factor de primera relevancia para
diseñar nuevas y fortalecer las políticas públicas existentes
que contribuyan a salvaguardar su bienestar y el de sus fa-
milias, así como apoyar su actividad económica en el tra-
bajo de la tierra que es su fuente principal de sustento.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente propuesta:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, exhorta a los gobiernos de las 32 entidades fe-
derativas para fortalecer las acciones que permitan mejorar
la situación de las mujeres rurales indígenas y campesinas
en el país.

Notas

1 http://lac.unwomen.org/es/noticias-y-eventos/en-la-mira/rural-wo-
men-food-poverty 

2 http://www.un.org/es/events/ruralwomenday/ 

3 https://www.gob.mx/inmujeres/articulos/dia-de-las-mujeres-rura-
les?idiom=es 

4 http://www.landcoalition.org/sites/default/files/documents/resour-
ces/20171009.informe_mujeresrurales_mex_0.pdf 

5 https://www.gob.mx/sagarpa/prensa/impulsa-la-atencion-integral-a-
mujeres-rurales-el-potencial-productivo-del-campo-nacional-sagarpa 

6 https://framework-gb.cdn.gob.mx/data/institutos/sagarpa/6to_infor-
me_labores_sagarpa_lunes%2008.pdf 

7 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/264_250618.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, se-
de de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a
los 15 días del mes de noviembre de 2018.—Diputada María Ester
Alonzo Morales (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pueblos Indígenas, para dic-
tamen.

EMPODERAMIENTO DE LAS MUJERES
Y LA ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA

POR CUESTIÓN DE GÉNERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobiernos estatales a favorecer acciones afirmativas pa-
ra empoderar a las mujeres y erradicar la violencia en su
contra por razones de género, a cargo de la diputada Elba
Lorena Torrez Díaz, del Grupo Parlamentario del PES

Quien suscribe, Elba Lorena Torrez Díaz, diputada federal
del Grupo Parlamentario de Encuentro Social de la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículo 6, fracción I, 79,
numerales 1, fracción II, y 2, fracción III, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a la consideración de
esta honorable Cámara de Diputados, la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia concibe la violencia contra las mujeres como
cualquier acción u omisión, basada en su género, que les
cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial,
económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado
como en el público.

Esta norma general señala que los principios rectores para
el acceso de todas las mujeres a una vida libre de violencia
deberán ser observados en la elaboración y ejecución de las
políticas públicas federales y locales son: la igualdad jurí-
dica entre la mujer y el hombre, el respeto a la dignidad hu-
mana de las mujeres, la no discriminación, y la libertad de
las mujeres.

Al momento, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia considera cinco tipos de violencia: la
violencia psicológica, la violencia física, la violencia patri-
monial, violencia económica y la violencia sexual.

La violencia contra las mujeres no es un problema de índole
personal o privado, sino social y que “…constituye una ma-
nifestación de relaciones de poder históricamente desiguales
entre el hombre y la mujer, que han conducido a la domina-
ción de la mujer y a la discriminación en su contra por parte
del hombre e impedido el adelanto pleno de la mujer”

Lo anterior no sólo ha sido el estigma social de la violen-
cia de género, por el contrario, una de las causas que como
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sociedad hemos insistido en esconder y es urgentemente y
necesario reconocer, es la falta de apoyo entre las mismas
mujeres, el término sororidad, tan de moda actualmente,
paradójicamente aún resulta un tanto desconocido entre las
mujeres; es por ello que impulsando este tipo de corrientes
a la vez contribuimos al empoderamiento y visibilización
de conductas que comúnmente consideramos un tanto
“normales”. 

La violencia de género contra las mujeres se encuentra
arraigada en México, pues el 66.1 por ciento de las muje-
res ha sufrido alguna vez en su vida agresiones de tipo se-
xual, física, laboral y emocional, de acuerdo al Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi).

Lo peor es que del total de mujeres que han experimentado
violencia física y/o sexual por otro agresor distinto a la pa-
reja, sólo el 9.4 por ciento presentó una queja o denunció
ante alguna autoridad.

El 2.2 por ciento sólo solicitó apoyo a alguna institución;
mientras que el 88.4 por ciento no solicitó apoyo ni pre-
sentó queja o denuncia ante alguna autoridad. Es decir, la
“cifra negra de agresiones” es muy alta, por lo que las agre-
siones de género quedan impunes.

Es fácil notar el desconocimiento de las mujeres, que aun-
que al verse vulnerados gravemente sus derechos, toman la
decisión de no actuar legalmente, incluso el simple hecho
de verse envueltas en un tedioso procedimiento que para
nada protege sus derechos e integridad, las obliga a poner
la venda en sus ojos y seguir adelante, dejando impunes es-
te tipo de conductas que, está por demás decir ya es degra-
dante, las deja con marcas psicológicas que de no ser trata-
das repercutirán en su desarrollo psicosocial.

Al dar a conocer la Encuesta Nacional sobre la Dinámica
de las Relaciones en los Hogares (Endireh) 2016, la cual
mide las experiencias de violencia que han enfrentado las
mujeres de 15 años y más que residen en el territorio na-
cional, el Inegi revela el panorama al que se enfrentan las
mujeres en México:

El 49 por ciento de las mujeres sufrió violencia emocional;
el 41.3 por ciento ha sido víctima de agresiones sexuales:
el 29 por ciento violencia económica, patrimonial o discri-
minación; en tanto que el 34 por ciento, manifestó haber
experimentado agresiones físicas a lo largo de su vida, en
al menos un ámbito y ejercida por cualquier agresor.

Las entidades que presentan los niveles por encima de la
media nacional son: la Ciudad de México, estado de Méxi-
co, Jalisco, Aguascalientes, Querétaro, Chihuahua, Yuca-
tán, Durango, Coahuila y Baja California. 

Muchos de los y las legisladoras nos hemos pronunciado a
favor de la niñez y la juventud, sin embargo, debemos re-
conocer que nos queda un camino muy amplio por recorrer,
México al ser uno de los países con población “joven” en
su mayoría, debe dejar de apostar a las acciones correcti-
vas, para sumarnos a las acciones preventivas, que asegu-
ren un futuro prometedor y más certero a nuestras niñas y
mujeres. A estas acciones se deben sumar no sólo la reedu-
cación a las mujeres, sino por el contrario la aplicación de
acciones integrales que conduzcan a los niños y jóvenes a
una vida plena, que se traduzca en resultados de beneficio
y bien común para la sociedad en general.

Los principales agresores en el ámbito escolar fueron los
mismos compañeros, compañeras y maestros. Además, 12
de cada 100 mujeres preparatorianas sufrió abuso, acoso,
hostigamiento o intimidación sexual en el último año.

De las mujeres que han trabajado, 27 de cada 100 ha experi-
mentado algún acto violento, principalmente de tipo sexual y
de discriminación por razones de género o por embarazo.

El tipo de violencia más frecuente en el trabajo es la dis-
criminación, las agresiones sexuales y las de tipo emocio-
nal como las humillaciones, degradación e intimidación.

El 10.3 por ciento de las mujeres señala que, en los últimos
12 meses, tuvieron menos oportunidades que un hombre
para ascender en su trabajo y un 9.2 por ciento menor sala-
rio que un hombre que hace el mismo trabajo o tiene el
mismo puesto que ellas. En el trabajo los principales agre-
sores al género femenino son los compañeros de trabajo y
el patrón.

El falocentrismo suele ser bastante común en el campo la-
boral, sin embargo, nuestras cifras nacionales confirman
que las mujeres podemos incursionar en cualquier ámbito,
ya sea el profesional, laboral, escolar, etcétera. Así que es-
te tipo de prácticas debiese ser desestimada, pero además
impacta de tal manera a nuestra sociedad, que impide nues-
tro crecimiento tanto cultural, como social; las prácticas y
costumbres machistas en México lejos de ser parte de
nuestra idiosincrasia, deberíamos reconocerlas como las
mismas que han dejado marcas de dolor y cicatrices en
nuestras mujeres a lo largo de los años, mismas que han



impedido su desarrollo pleno. Como parte de esta legisla-
ción, debemos reconocer que éstas prácticas deben desapa-
recer, para que simultáneamente se enriquezca nuestra cul-
tura desencadenando beneficios múltiples para todas
nuestras generaciones de manera general y no sólo limitán-
donos al ámbito de las mujeres.

De acuerdo con estudios realizados por el Banco Interame-
ricano de Desarrollo,1 los costos de la violencia contra las
mujeres oscilan entre el 1.6 y el 2 por ciento del producto
interno bruto de los países de la región latinoamericana.
Así, en 2008 para el caso de México el 1.6 por ciento del
PIB, corresponde a 168 mil 72 millones de pesos, los cua-
les nuestro país estaría gastando en atención a las víctimas
de violencia (salud y justicia principalmente), así como los
costos directos en improductividad laboral (inasistencia,
pérdida de concentración y otras consecuencias), sin con-
tar, por supuesto, los costos emocionales de las mujeres y
otros miembros de su familia, además de la violación de su
derecho a una vida libre de violencia.

El Instituto Nacional de las Mujeres menciona en su guía
para la inclusión de la perspectiva de género en los presu-
puestos, que este tipo de presupuestos son un avance, siem-
pre y cuando representen mecanismos de compensación
que permitan llevar a la práctica la exigencia por la equi-
dad, frente a una situación de inequidad o subordinación,
los gastos etiquetados deben ser sometidos a un análisis pa-
ra evaluar si están cerrando brechas de desigualdad, no só-
lo en la condición sino en la posición de las mujeres. Esto
implica considerar la satisfacción de necesidades prácticas
junto con las necesidades o intereses estratégicos a través
del empoderamiento de las mujeres.

La elaboración de presupuestos con perspectiva de género
nos ayuda a eliminar las desventajas y brechas existentes
entre hombre y mujeres, producto de la discriminación de
género, a la vez se promueve la igualdad de trato mediante
acciones afirmativas, por lo que la elaboración de este tipo
de presupuestos nos asegura la institucionalización de la
perspectiva de género. 

Entendemos la perspectiva de género como una visión
científica, analítica y política sobre las mujeres y los hom-
bres. Se propone eliminar las causas de la opresión de gé-
nero como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización
de las personas basada en el género. Promueve la igualdad
entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el
bienestar de las mujeres; contribuye a construir una socie-
dad en donde las mujeres y los hombres tengan el mismo

valor, la igualdad de derechos y oportunidades para acce-
der a los recursos económicos y a la representación políti-
ca y social en los ámbitos de toma de decisiones;

ONU Mujeres2 ha señalado que el presupuesto sensible al
género es aquel cuya planeación, programación y presu-
puesto contribuye al avance de la igualdad de género y la
realización de los derechos de las mujeres. Para ello es ne-
cesario identificar las intervenciones de política sectorial y
local que se requieren para atender las necesidades especí-
ficas de las mujeres, cerrar las brechas de desigualdad de
género y eliminar la discriminación contra las mujeres. Los
presupuestos consideran todas las fases de elaboración pre-
supuestaria, desde la formulación, la planeación, la elabo-
ración del presupuesto y la evaluación de impacto de las in-
tervenciones públicas. 

Lo que se propone es congruente con lo que ha ocurrido en
materia de presupuesto con perspectiva de género. Este or-
ganismo internacional, la entidad de las Naciones Unidas
para el Empoderamiento de las Mujeres, ONU Mujeres, y
el Instituto Nacional de las Mujeres han desarrollado des-
de 2012, proyectos encaminados a transformar el proceso
de gestión pública, fortaleciendo las capacidades técnicas
en el funcionariado para concretar la igualdad de género en
las acciones públicas y desde el presupuesto.

En 2012 con el proyecto Institucionalización y Transversa-
lización de la Perspectiva de Género en los Presupuestos
Públicos de México se coadyuvó con los esfuerzos del Es-
tado mexicano para incorporar la perspectiva de género en
los procesos de planeación y presupuestación en los órde-
nes federal, estatal y municipal. 

Para el ciclo 2014, el proyecto dio capacitación sobre ela-
boración de presupuestos públicos con enfoque de género
a funcionarias y funcionarios de los gobiernos en 10 enti-
dades federativas e impartió talleres de sensibilización en
cuatro municipios.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, fracción
I, 79, numerales 1, fracción II, y 2, fracción III, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a la considera-
ción de esta honorable Cámara de Diputados, la siguiente
proposición con 

Puntos de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con respeto absoluto a sus soberanías,
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exhorta a los gobiernos estatales que, de acuerdo con la En-
cuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los
Hogares, superan la media nacional del Índice de Violencia
de Género contra las Mujeres, para que elaboren su presu-
puesto de egresos con perspectiva de género, favoreciendo
acciones afirmativas para el empoderamiento de las muje-
res y la erradicación de la violencia en contra de las muje-
res por cuestión de género. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Ejecutivo federal para que ins-
truya a todas las dependencias e instituciones a su cargo a
revestir los edificios de naranja, durante el mes de noviem-
bre. Asimismo, revestirlos los días 25 de cada mes con el
objeto de conmemorar el Día Internacional de la Elimina-
ción de la Violencia contra la Mujer.

Notas

1 http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/ceameg/violen-
cia/siv1/presup1.html

2 http://mexico.unwomen.org/es/nuestro-trabajo/presupuestos-publi-
cos-con-perspectiva-de-genero

Dado en la sede de la Cámara de Diputados, a 15 de noviembre de
2018.— Diputada Elba Lorena Torres Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

CAPACITACIÓN DEL PERSONAL DE 
CARRERA JUDICIAL Y MINISTERIOS PÚBLICOS

EN MATERIA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a redoblar es-
fuerzos de capacitación del personal de carrera judicial de
los MP, federales y locales, en materia de extinción de do-
minio, a cargo de la diputada Adriana Gabriela Medina Or-
tiz, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz,
integrante de la LXIV Legislatura en la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, y 79, párra-

fos primero, fracción II, y segundo, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía proposición con punto de acuerdo por el que
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión exhorta de manera respetuosa al Consejo de la Judi-
catura Federal y a los Consejos de la Judicatura de las 32
entidades federativas a redoblar los esfuerzos de capacita-
ción del personal de carrera judicial en materia de extin-
ción de dominio. Asimismo, se exhorta a la Conferencia
Nacional de Procuración de Justicia a redoblar esfuerzos en
la capacitación de los ministerios públicos, federales y lo-
cales, en materia de extinción de dominio, con base en las
siguientes

Consideraciones

El 29 de mayo de 2009 apareció en el Diario Oficial de la
Federación la Ley Federal de Extinción de Dominio, Re-
glamentaria del Artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos,1 hecho con el cual se inau-
guró un recurso que lucía fundamental en los alcances que
tiene el Estado mexicano para combatir a la delincuencia,
desde la perspectiva que más le interesa a los delincuentes,
el control de sus recursos financieros y materiales. Esta he-
rramienta, de acuerdo con la fracción II del artículo 22 de
nuestro texto fundamental, es susceptible a ser aplicada “en
casos de delincuencia organizada, delitos contra la salud,
secuestro, robo de vehículos, trata de personas y enriqueci-
miento ilícito”.

En otras latitudes, la extinción de dominio ha derivado en
una fuente de ingresos extraordinarios para los Estados que
son reintegrados a distintos rubros al servicio de la socie-
dad y representan uno de los elementos que la procuración
e impartición de justicia utilizan para disminuir el poder de
la delincuencia, su capacidad de abasto de armas, su expo-
sición social como modelo de éxito económico y la capaci-
dad corruptiva de quienes delinquen.

Desafortunadamente, en México, los resultados de la im-
plementación de este importante recurso jurídico contra la
delincuencia no parecen proyectar el mismo éxito que re-
presentan en otros países. Así, la PGR ha difundido que
desde 2010 no ha podido tener información sobre algunos
de los más famosos delincuentes por lo que no ha aplicado
esta herramienta. También ha señalado que entre 255 ave-
riguaciones previas, 243 le fueron devueltas por falta de
elementos y desde hace ocho años sólo se ha logrado de-
clarar la extinción de dominio sobre ocho bienes con valor
de 9 millones 979 mil 416 pesos y 65 mil dólares america-



nos en bonos del ahorro nacional. Asimismo, entre 2015 y
2016 se declararon en abandono en favor del gobierno fe-
deral 333 vehículos, una aeronave, 38 inmuebles, numera-
rios, joyas y maquillaje.2 Evidentemente, considerando las
posibilidades que plantea la actividad delincuencial reco-
nocida en nuestro país, estos montos son indicativo de un
uso técnicamente deficiente y no sistematizado de la extin-
ción de dominio cuyas áreas de mejora necesariamente in-
cluyen la capacitación y muy probablemente implican tan-
to a autoridades ministeriales como judiciales. 

En consecuencia, especialistas litigantes como Eduardo
Martínez Bastida o José Fernández de Cevallos, legislado-
res en ambas cámaras, académicos como Israel Alvarado o
Jorge Lara Rivera, y juristas abocados al trabajo desde de
las organizaciones de la sociedad civil coinciden en al me-
nos uno de los siguientes rubros: la herramienta no es sufi-
cientemente explorada por parte de autoridades ministeria-
les, ni asimilada por las áreas judiciales; es necesario
mejorar el marco jurídico aplicable, y es urgente capacitar
más, tanto a elementos ministeriales como al personal del
servicio de carrera judicial, local y federal.

Derivado de todo lo anterior, esta propuesta pretende hacer
un llamado a las autoridades ministeriales y judiciales, fe-
derales y estatales, para redoblar esfuerzos en la capacita-
ción de ministerios públicos, jueces y magistrados con la
finalidad de fortalecer su desempeño en materia de extin-
ción de dominio con el objetivo de disminuir las posibili-
dades de excesos en el empleo de esta herramienta al tiem-
po que se fomenta la optimización de su aplicación.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta de manera respetuosa al Consejo de la
Judicatura Federal y a los Consejos de la Judicatura de las
32 entidades federativas a redoblar los esfuerzos de capa-
citación del personal de carrera judicial en materia de ex-
tinción de dominio. Asimismo, se exhorta a la Conferencia
Nacional de Procuración de Justicia a redoblar esfuerzos en
la capacitación de los ministerios públicos, federales y lo-
cales, en materia de extinción de dominio.

Notas

1 Véase 

http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spi/SAPI-ISS-59-12.pdf 

2 Véase 

https://www.eleconomista.com.mx/politica/Extincion-de-bienes-
el-talon-de-Aquiles-20161218-0034.html

https://lasillarota.com/nacion/diputados-piden-a-pgr-aplicar-extin-
cion-de-dominio-a-bienes-de-duarte-duarte-duartee-duarte-ampa-
ro-veracruz/249337,

https://www.publimetro.com.mx/mx/opinion/2018/10/01/extin-
cion-dominio-eficiente-los-recursos-ilicitos.html

https://www.reforma.com/aplicacioneslibre/preacceso/articulo/de-
fault.aspx?id=1529339&fuente=md&urlredirect=

https://www.reforma.com/aplicaciones/articulo/default.aspx?Id=15
29339&Fuente=MD 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de
2018.— Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXHORTO RESPECTO AL NOMBRAMIENTO 
DEL TITULAR DE LA PROCURADURÍA
DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES DEL DIF

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al presi-
dente electo a fin de que el nombramiento del procurador
de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del DIF re-
caiga en una persona con amplia experiencia en el tema,
honorable, responsable, comprometida y de amplio reco-
nocimiento social de su contribución con la infancia y ado-
lescencia del país, a cargo de la diputada Verónica Beatriz
Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, Verónica Beatriz Juárez Piña, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 79, numerales 1, fracción II,
y 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta a consideración de esta soberanía pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 / Apéndice 41



Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados42

Consideraciones

La población infantil y adolescente en el país es calculada
según datos publicados por el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía, 2014 en un monto de 40.2 millones de
personas de 0 a 17 años, siendo 19.7 millones de niñas y
20.5 millones de niños.1

De ellos, alrededor de 60 por ciento de niñas y niños ha si-
do víctima de algún tipo de violencia en su casa o la es-
cuela y casi 10 por ciento –más de 3 millones– trabajan en
condiciones de explotación y sin oportunidad de estudiar,
según el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(Unicef, por sus siglas en inglés)-México.

En muchos casos, la ruptura del vínculo familiar expulsa a
muchos de ellos y ellas a las calles, donde enfrentan ex-
plotación laboral y sexual, exclusión, hambre, desnutri-
ción, enfermedades, carencias e incapacidad para acceder a
las garantías establecidas en la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, ratificada por México en septiembre de
1990 y a los derechos que consigna la Ley General de los
Derechos de Niñas Niños y Adolescentes.

Otro problema que enfrenta la niñez y adolescencia no so-
lo de México, también de diversos países centroamericanos
es la migración sobre todo cuando esos pequeños migran-
tes no se encuentran acompañados.

De ahí que cada año miles de niños y niñas migran a través
de nuestro territorio provenientes de Honduras, Guatema-
la, El Salvador y de diversas comunidades del interior de
México.

De enero a octubre de 2016, la cantidad de eventos de
niños y niñas de centroamericanos presentados ante au-
toridades migratorias mexicanas fue de 30,864; casi la
mitad de ellos (14,428) viajaban sin el acompañamiento
de un adulto.

Durante el mismo periodo, la cantidad de niños y niñas me-
xicanos repatriados de Estados Unidos de América (EUA)
a México fue de 11 mil 446, de los que 8 mil 452 no con-
taban con la compañía de un adulto.

A lo largo de 2015, el total de niños centroamericanos pre-
sentados ante la autoridad migratoria fue de 35 mil 704 (18
mil 650 iban sin el acompañamiento de un adulto).

En el caso de los niños migrantes mexicanos repatriados de
EUA, la cifra en 2015 fue de 11 mil 743; de ellos, 9 mil 869
(84 por ciento) no estaban acompañados por un adulto.

En la reciente caravana centroamericana de migrantes, que
pretende llegar a EUA, se habla de una cantidad aproxima-
da de 2 mil 300 niñas y niños que viajan en la caravana que
ahora se encuentra en el sur de México y que necesitan
protección y servicios esenciales como atención médica,
agua potable y saneamiento adecuado, informó este viernes
el Unicef desde la sede de la ONU en Ginebra. “Muchos de
los niños y familias en la caravana están huyendo de las
pandillas y la violencia de género, la extorsión, la pobreza
y el acceso limitado a educación de calidad y servicios so-
ciales en sus países de origen”, declaro la portavoz Marixie
Mercado.2

Durante la travesía, las niñas y los niños pueden enfrentar
enormes riesgos: accidentes, violencia física y sexual, dis-
criminación, persecución por parte del crimen organizado
e incluso maltrato institucional. Estas situaciones dejan
huellas negativas muy profundas en las niñas y los niños.

La separación de las niñas y los niños de sus familias y la
detención de inmigrantes son profundamente traumatizan-
tes para la niñez y con frecuencia conlleva un impacto a
largo plazo en sus vidas. Por ello, los organismos interna-
cionales siguen instando a todos los gobiernos a buscar al-
ternativas a la detención de inmigrantes y, obviamente, a
mantener unidas a las familias.

Sabemos que con la aprobación de la Ley General de De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, se abren oportuni-
dades para que las y los niños migrantes sean protegidos
durante todo el circuito migratorio a través de mecanismos
institucionales especializados como por ejemplo la exis-
tencia de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y
Adolescentes (PPNNA), que evalúa cual es la mejor solu-
ción de protección para la o el niño; la atención integral en
albergues que permita a niños y niñas salir, ir a la escuela
y tener una vida en la comunidad.

Debemos también reconocer que esta no es la única tarea
que deberá enfrentar la PPNNA a partir del primero de di-
ciembre del año en curso, que el nuevo gobierno federal
que encabezará la Cuarta Transformación, ya que como se
ha señalado con anterioridad, se sabe que muchas niñas y
niños son expuestos cotidianamente a violencia física y
psicológica en sus hogares y escuelas, en los sistemas de



protección y de justicia, en sus lugares de trabajo, de es-
parcimiento y en sus comunidades, entre otras.

Además de enfrentar también algunas formas extremas de
violencia como es: la explotación sexual y la trata, la pe-
derastia, el matrimonio infantil, la adopción ilegal, las pe-
ores formas de trabajo infantil, la migración y el impacto
de los conflictos armados. Todo esto tiene consecuencias
devastadoras para su salud y bienestar, que ahora y poste-
riormente repercutirá en el futuro.

Pese al conocimiento que se tiene sobre esta lacerante pro-
blemática, que se mantiene cotidianamente vigente, la
cuenta pendiente que corresponde a la previsión, atención
y erradicación de los actos violentos que enfrentan los ni-
ños y los adolescentes en el mundo, y particularmente en el
país aún no se resuelve, por lo que se debe buscar e imple-
mentar soluciones de corto, mediano y largo plazo pero to-
das ellas encaminadas a resolver o eliminar las brechas de
desigualdad que enfrenta nuestra población infantil y ado-
lescente.

Por ello, ante esta breve revisión de la problemática de
nuestra infancia y adolescencia, reflexionamos y nos preo-
cupa que la titularidad de la Procuraduría de Protección de
Niñas, Niños y Adolescentes, dependiente del Sistema In-
tegral de la Familia quede a cargo de alguna persona inex-
perta del tema y, por tanto, carente de la sensibilidad y
compromiso que esta tarea demanda.

En tal virtud, el requerimiento de particular protección de
las niñas y niños, permite visualizar aspectos que les dis-
tingue por las características propias de su edad; su poten-
cial humano, su fragilidad y vulnerabilidad inicial, su de-
pendencia de los adultos para su crecimiento y desarrollo,
así como su necesidad de amor, atención y cuidado. Ello
podrá ser proporcionado sólo por quien pueda demostrar
plenamente su conocimiento con amplia experiencia, res-
ponsabilidad, compromiso y reconocimiento de idoneidad
social y honorabilidad para ocupar el cargo.

Aun cuando jurídica y discursivamente existe el reconoci-
miento por parte de los Estados de la obligación de preser-
var los derechos humanos y de eliminar la violencia contra
las niñas y niños, lo cual se ha intensificado con la adop-
ción y ratificación casi universal de la Convención sobre
los Derechos del Niño. Ésta subraya la condición de las y
los niños como titulares de derechos. Sin embargo, y a pe-
sar de su amplia aceptación, la infancia de casi todos los

Estados signatarios del documento, la mundial y la nacio-
nal, siguen esperando el pleno reconocimiento, el respeto,
su dignidad e integridad física y la implementación de ac-
ciones y políticas públicas basadas en el interés superior de
la niñez para prevenir toda forma de violencia contra ellas
y ellos.

Por ello, qué mejor momento que da pie al cumplimiento y
responsabilidad de nuestro país para garantizar, respetar,
proteger y satisfacer todos los derechos de las niñas y ni-
ños que va más allá de sus actividades directas y las de los
agentes del Estado y exige la adopción de medidas y nom-
bramientos acordes para asegurar que los progenitores,
educadores, cuidadores, ministros de culto, representantes
legales y otras personas que se encuentren en relación di-
recta con las y los niños y adolescentes, no violen ninguno
de sus derechos.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía la aprobación del siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al presidente electo de la nación para que en el nombra-
miento del procurador de Protección de Niñas, Niños y
Adolescentes dependientes del Sistema Nacional de la Fa-
milia recaiga en una persona con amplia experiencia del te-
ma, responsable, honorable, comprometida y de amplio re-
conocimiento social de su contribución con la infancia y
adolescencia del país.

Notas

1 Inegi, Estadísticas a propósito del Día del Niño (30 de abril), “Da-
tos nacionales”, Aguascalientes, Aguascalientes, a 28 de abril de 2015.

2 En Noticias ONU,

https://news.un.org/es/story/2018/10/1444432

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2018.—Dipu-
tada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.
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CONVENIOS DE COLABORACIÓN 
QUE PERMITAN IMPLEMENTAR UNA

ESTRATEGIA PARA COMBATIR EL ROBO 
DE COMBUSTIBLE EN GUANAJUATO

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a las autoridades competentes y el gobierno de Guanajuato
a suscribir convenios de colaboración que permitan im-
plantar una estrategia para combatir de manera efectiva el
robo de combustible en la entidad, suscrita por la diputada
Beatriz Manrique Guevara, del PVEM, e integrantes de ese
grupo parlamentario y de Morena

Quienes suscriben, diputada Beatriz Manrique Guevara;
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México; y los diputados Francisco Eli-
zondo Garrido, Nayeli Arlen Fernández Cruz, Humberto
Pedrero Moreno, Ana Patricia Peralta de la Peña y Erika
Mariana Rosas Uribe, de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete, a la considera-
ción de esta asamblea la presente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El periodista e historiador Héctor Aguilar Camín, quien en
mayo del año pasado publicó una serie de crónicas sobre el
fenómeno del “huachicoleo” en su columna del periódico
Milenio, señala que el robo de hidrocarburos comenzó en
los años 90 del siglo pasado.1 Asimismo, apunta que du-
rante décadas, las ganancias derivadas del robo de com-
bustible han sido mayúsculas, las sanciones inexistentes y
la tutela por parte de Petróleos Mexicanos (Pemex) ha es-
tado en el abandono.2

Aguilar Camín señala también que “se trata de una red
enorme de personas bien organizadas que entre 2009 y
2016 ha podido chupar y vender unos 14 mil millones de
litros de combustible”.3 Igualmente, hace notar que la ex-
tracción es un asunto de expertos, pues un grupo de perso-
nas no podría realizarla sin instrumentos y conocimientos
especializados, por lo que afirma que existe complicidad
con el huachicol, pues se trata de una actividad que sucede
a plena luz del día y es evidente para los habitantes de las
comunidades, para las autoridades políticas y para las poli-
cías municipales, locales y federales.4

Con la extensión de un mercado ilegal que genera enormes
ganancias, comenzó una nueva forma de vida para algunos
habitantes de comunidades donde existe una fuerte presen-
cia del fenómeno. Afirma Aguilar Camín que a los dueños
de terrenos por donde pasan los ductos, comenzaron a ofre-
cerles por la renta de los mismos, cantidades muy superio-
res a las que podrían ganar sembrando sus tierras.5

Por otra parte, derivado de las crónicas publicadas por
Aguilar Camín, se infiere que un buen número de gasoli-
neras, empresas locales y choferes compran combustible
robado porque es más barato.

La coexistencia ilegal, aunque pacífica, del fenómeno de
robo de hidrocarburos con las comunidades se ha dado des-
de hace más de 25 años, situación que complica enorme-
mente su combate y erradicación.

El robo de hidrocarburos o huachicoleo comenzó a salirse
de control en los últimos años, por lo que para hacer fren-
te a este fenómeno se han realizado diversos esfuerzos, que
van desde la creación de un nuevo marco legal especializa-
do en estos delitos, hasta la implementación de diversas es-
trategias de coordinación entre autoridades para la perse-
cución de los mismos.  

Respecto de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los
Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, misma
que está vigente desde enero de 2016, se destaca que su
propósito es establecer los delitos en particular y las san-
ciones aplicables a la producción, transporte, almacena-
miento y distribución de hidrocarburos, petrolíferos o pe-
troquímicos y demás activos. 

Esta norma establece que todos los casos se investigan y se
persiguen de oficio, salvo aquellos que requieran querella
de la parte ofendida o de la Comisión Reguladora de Ener-
gía (los relacionados con gasolineras que compran com-
bustible ilegal y que no despachan la cantidad por la que el
cliente paga), de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 16 de la ley en comento.

Se considera que la realización de las distintas actividades
ilícitas que forman parte del mercado ilegal de combusti-
bles ameritan una sanción especial pues constituyen un
riesgo para la seguridad energética de la nación, para la se-
guridad de las personas y para el medio ambiente.

Bajo esta lógica, se consideran responsables a todos los
que participan en la extracción y venta ilegal de hidrocar-



buros, incluidos servidores públicos y miembros de la co-
munidad que de algún modo colaboren con los delincuen-
tes (por ejemplo, rentándoles sus terrenos, brindándoles in-
formación o no denunciándolos). 

La ley establece severas sanciones para los responsables de
los diversos delitos que tipifica, las cuales van de 3 hasta
30 años de prisión, más las penas aplicables si se com-
prueba que se trata de delincuencia organizada, mismas
que podrían sumar otros 40 años de cárcel, de acuerdo al
artículo 4 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organi-
zada.

Asimismo, la Ley establece la obligación de realizar diver-
sas acciones encaminadas a la prevención de los delitos en
materia de hidrocarburos, por ejemplo:

• Diseñar y ejecutar programas permanentes para garan-
tizar la vigilancia debida en los ductos, instalaciones y
equipos de asignatarios, permisionarios, contratistas o
distribuidores, con objeto de prevenir y detectar la pro-
bable comisión de los delitos previstos;

• Realizar estudios sobre las causas estructurales, distri-
bución geodelictiva, estadísticas, tendencias históricas y
patrones de comportamiento que permitan actualizar y
perfeccionar las actividades para la prevención de los
delitos sancionados por la ley;

• Obtener, procesar e interpretar la información geode-
lictiva por medio del análisis de los factores que gene-
ran las conductas previstas en la ley con la finalidad de
identificar las zonas, sectores y grupos de alto riesgo, así
como sus correlativos factores de protección;

• Suministrar e intercambiar la información obtenida
mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos res-
pectivos;

• Llevar a cabo campañas orientadas a prevenir y evitar
los factores y causas que originan el fenómeno delictivo
sancionado en la Ley, así como difundir su contenido;

• Celebrar Convenios de Colaboración Generales y Es-
pecíficos para cumplir con las acciones de prevención
establecidas en la Ley.

El mercado ilícito de combustibles es hoy uno de los nego-
cios más rentables para las organizaciones criminales, se-

gún las manifestaciones realizadas para Forbes México el
pasado mes de abril por el Director General de Pemex,
Carlos Treviño Medina, quien afirma que el robo de com-
bustible le cuesta a la empresa 30 mil millones de pesos
anuales.6

Lo anterior, ha provocado una fuerte disputa entre bandas
de criminales por el control de territorios por donde pasan
ductos a través de los cuales se transportan y distribuyen
los hidrocarburos.

Uno de los territorios que se encuentra actualmente en dis-
puta es el conocido como “El Triángulo de Guanajuato”,
que es una de las zonas en las que los grupos criminales ro-
ban más hidrocarburos en el país. El triángulo se forma al
unir el corredor Celaya-Salamanca-Irapuato con León y se
extiende a Los Apaseos, que colinda con el estado de Que-
rétaro, por donde pasan los ductos de Pemex.7

De acuerdo al reporte de tomas clandestinas correspon-
diente al año 20178, elaborado por Pemex, el estado de
Guanajuato cerró el año pasado como la entidad número
uno en cuanto a puntos de extracción ilegal de combustible
reportados, con 1,852, desplazando al segundo lugar a Pue-
bla, que sumó 1,443, y a Hidalgo al tercer lugar, con 1,064.

Esta proliferación de tomas clandestinas en la entidad y la
disputa del territorio por parte de organizaciones crimina-
les, quienes además controlan la venta ilegal de combusti-
ble, el comercio de drogas y el robo al autotransporte, ha
provocado una ola de violencia en Guanajuato, donde se ha
registrado un marcado incremento en delitos de alto im-
pacto, por ejemplo, el homicidio doloso, que afectan seve-
ramente la paz y la tranquilidad de las comunidades.

Datos obtenidos del Semáforo Delictivo, actualizados has-
ta julio de 2018,9 reflejan que los delitos con mayor inci-
dencia e incremento en su comisión en el estado de Gua-
najuato son: el homicidio, el robo a negocios, las lesiones
y el narcomenudeo.

Por lo que hace al homicidio, se registró un preocupante in-
cremento del 128% en un solo año, lo cual significa que pa-
só de 1,044 homicidios ocurridos en 2017, a 1,347 casos pa-
ra 2018, situación alarmante si se considera que el cálculo del
último año corresponde sólo al periodo comprendido de ene-
ro a julio del presente año. Los municipios con mayor inci-
dencia de homicidios dolosos son Irapuato con 87; León con
86; Salamanca con 62 y Celaya con 44 casos.10
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Lo anterior, muestra una clara correlación entre el aumen-
to de la violencia en la entidad y la disputa por el territorio
entre organizaciones criminales.

Si bien la coordinación entre autoridades de diversos ám-
bitos de gobierno ha supuesto un incremento en el número
de acciones realizadas con el objetivo de detectar y perse-
guir los delitos en materia de hidrocarburos, es importante
señalar que resulta indispensable mejorar la integración de
las carpetas de investigación de manera tal que sea mayor
el porcentaje de responsables de la comisión de delitos que
reciban una sentencia condenatoria.

Se debe tomar en cuenta que a pesar de que la estrategia de
combate al robo de combustibles ha logrado la detención y
presentación de casi 2,500 personas ante el Ministerio Pú-
blico, sólo un 2% continúan en proceso judicial, según lo
declaró Carlos Treviño Medina, Director General de Pe-
mex.11

Asimismo, también consideramos urgente prevenir los de-
litos y la violencia asociada al robo de combustibles que
afecta a diversas comunidades del estado de Guanajuato. 

Derivado de lo aquí expuesto, someto a la consideración de
esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades fe-
derales competentes y al Gobierno del estado de Guana-
juato a suscribir convenios de colaboración que permitan
implementar una estrategia para combatir de una manera
efectiva el robo de combustible en la entidad, así como pre-
venir los delitos y la violencia asociada a esta actividad.

Notas

1 Véase, Aguilar Camín, Héctor, “Tuberos y huachicoleros”, periódico
Milenio, 12 de mayo de 2017. Disponible en: 

http://www.milenio.com/opinion/hector-aguilar-camin/dia-con-
dia/tuberos-y-huachicoleros

2 Ibídem.

3 Véase, Aguilar Camín, Héctor, “Hipótesis huachicolera”, periódico
Milenio, 9 de mayo de 2017. Disponible en: 

http://www.milenio.com/opinion/hector-aguilar-camin/dia-con-
dia/hipotesis-huachicolera

4 Ibídem. 

5 Véase, Aguilar Camín, Héctor, “Tuberos y Huachicoleros”, Op. Cit.

6 Véase, “El robo de gasolina le cuesta 30,000 mdp anuales a Pemex”,
Forbes México, 10 de abril de 2018. Disponible en: 

https://www.forbes.com.mx/el-robo-de-gasolina-le-cuesta-30000-
mdp-anuales-a-pemex/

7 Véase, “Disputa por robo de combustible en ‘Triángulo de Guana-
juato’ desata violencia”, Noticieros Televisa, 23 de marzo de 2018.
Disponible en: 

https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/disputa-robo-com-
bustible-triangulo-guanajuato-desata-violencia/

8 Véase, “Tomas clandestinas 2017”, Petróleos Mexicanos. Disponible
en: 

http://www.pemex.com/acerca/informes_publicaciones/Paginas/to-
mas-clandestinas2017.aspx

9 Véase, Semáforo Delictivo, Guanajuato. Disponible en: 

http://guanajuato.semaforo.com.mx/Semaforo/Incidencia 

10 Ibídem.

11 Véase, “Pemex pierde 30,000 mdp por robo de combustible”, pe-
riódico El Economista, 10 de abril de 2018. Disponible en: 

https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Pemex-pierde-
30000-mdp-por-robo-de-combustible-20180410-0065.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 15 días del mes de
noviembre de 2018.— Diputadas y diputados: Beatriz Manrique
Guevara, Jesús Sergio Alcántara Núñez, Óscar Bautista Villegas,
Lyndiana Elizabeth Bugarín Cortés, Marco Antonio Gómez Alcántar,
Leticia Mariana Gómez Ordaz,  Rogelio Rayo Martínez, Jesús Carlos
Vidal Peniche, Francisco Elizondo Garrido, Nayeli Arlen Fernández
Cruz, Humberto Pedrero Moreno, Ana Patricia Peralta de la Peña, Eri-
ka Mariana Rosas Uribe (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.



SE GARANTICE QUE LOS PRECIOS 
OFRECIDOS DURANTE EL BUEN FIN NO SEAN 

ENGAÑOSOS NI HAYAN SIDO INFLADOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la SE y la Profeco a garantizar, mediante la revisión del
INPC y los precios reportados en el segundo trimestre de
2018, que los ofrecidos en el próximo buen fin no tengan
información imperfecta ni sean engañosos o se hayan in-
flado en meses recientes, a cargo de la diputada Beatriz Sil-
via Robles Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, diputada de la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Movimiento de Regeneración
Nacional (Morena), de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 6, numeral 1, fracciones I y II; y 79 el numeral 2,
fracción III del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno la proposición con punto
de acuerdo, de urgente u obvia resolución, al tenor de los
siguientes

Antecedentes y consideraciones

El Buen Fin y sus objetivos

El Buen Fin1, en su séptima edición y que se llevará a ca-
bo del 16 al 19 de noviembre de 2018 en todo México, es
una actividad impulsada por el gobierno federal, en con-
junto con empresas privadas, para que, mediante el meca-
nismo de demanda agregada, la economía en su conjun-
to pueda ser dinamizada y tanto las industrias, las empresas
y los consumidores obtengan un beneficio con las ventas
incrementadas y con descuentos, en el último fin de sema-
na largo en nuestro país.

Es así, que algunos de los objetivos que promueve esta ac-
tividad, entre el que debiera predominar el cuidado de las
familias mexicanas, son:

• Reactivar la economía, mediante el mecanismo de de-
manda agregada, por medio de la cooperación de los
sectores privado y público.

• Que los consumidores tengan acceso a productos y
servicios a precios bajos, con promociones y descuen-
tos.

• Descentralizar la temporada de compras, respecto de
las decembrinas.

• Promover una mejor planeación de gasto en las fami-
lias mexicanas, para que con el ingreso otorgado por
medio del aguinaldo prevean gastos adelantados, costos
de actividades de fin de año y puedan iniciar el año si-
guiente sin la famosa “cuesta de enero”.

Irregularidades durante las ediciones pasadas

Sin embargo, durante la última edición del Buen Fin en
2017, la derrama económica ascendió a 94 mil millones de
pesos, 12 por ciento menos que en su primera edición don-
de las ventas totales ascendieron a 106 mil millones de pe-
sos, y participaron aproximadamente 86 mil 400 empresas,
9 por ciento menos que en 20162.

Esta disminución en las ventas y en la participación ciuda-
dana, como parte del mecanismo de demanda agregada,
plantea múltiples cuestionamientos tanto a la Secretaría de
Economía como a la Procuraduría Federal del Consumidor
(Profeco), pues al parecer, la desconfianza generalizada en
las instituciones que le promueven influye directa y co-
rrectamente en el desempeño de la iniciativa económica.

Y es que, aunque la dinámica consiste en que diversos co-
mercios y negocios de toda la República Mexicana ofrez-
can descuentos y promociones en múltiples productos du-
rante un fin de semana largo, según estudios de la
Universidad Nacional Autónoma de México, el Buen Fin
en realidad es una campaña publicitaria para incrementar la
venta de las empresas participantes a costa del endeuda-
miento de los consumidores3.

El estudio concluye que en 75 por ciento de las ofertas pro-
mocionadas en el Buen Fin no representaban disminuciones
en los precios de los productos, sino más bien “promociones
de facilidades de pago” a meses sin intereses, situación que
contradice el espíritu original de la campaña4.

Los precios, bajo un muestreo de 6 años, señalan que la
tendencia en la disminución de precios es de apenas 7 por
ciento con respecto a los precios fuera del Buen Fin en los
productos.

Algunos analistas coinciden en que existe un riesgo laten-
te de sobreendeudamiento en la población por la falta de
sinceridad y sometimiento a los objetivos originales duran-
te el Buen Fin, un abuso por parte de las empresas que ofer-
tan productos a precios inflados y una laxa regulación por
parte de las Instituciones responsables para salvaguardar la
integridad económica de los mexicanos.
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Es por ello que, con base en lo anterior, se exhorta:

1. A la Secretaría de Economía

• A que proteja la integridad económica de las familias
mexicanas mediante la revisión de los precios que se
ofrecen en el denominado Buen Fin, en comparación
con los precios reportados en el segundo trimestre de
2018. Y que haga análisis exhaustivo del índice Nacio-
nal de Precios al Consumidor del mismo período, para
validar la información que ofrecen las empresas.

• Esto, con la finalidad de que las empresas no se sien-
tan motivadas, por la falta de regulación, a inflar sus
precios y mostrar información engañosa y perjudicial
para los consumidores.

2. A la Profeco

A que desplieguen una comitiva de revisión en los diferen-
tes puntos de ventas estratégicos en toda la República Me-
xicana, para estar en contacto directo con los consumidores
y las empresas durante el fin de semana largo. 

• Asimismo, que comuniquen, mediante campañas pu-
blicitarias de la misma magnitud que la promoción del
Buen Fin, teléfonos, páginas web y redes sociales, don-
de los consumidores puedan denunciar cualquier irregu-
laridad y quede resuelto durante el mismo fin de sema-
na.

• Además, de proceder legalmente con aquellas empre-
sas que incumplan los objetivos del Buen Fin o mues-
tren información engañosa, imperfecta o tendenciosa,
de los precios que ofertan en el mercado de bienes y ser-
vicios.

En virtud de los antecedentes y consideraciones expuestos,
pongo a consideración de esta honorable soberanía, el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. Por el que la honorable Cámara de Diputados, ex-
horta respetuosamente a la Secretaría de Economía y a la
Procuraduría Federal del Consumidor a que garanticen,
mediante la revisión del Índice Nacional de Precios al Con-
sumidor y los precios reportados durante el segundo tri-
mestre de 2018, que los precios ofrecidos durante el Buen
Fin –en su edición de 2018– no tengan información imper-

fecta, precios engañosos y no hayan sido inflados durante
los últimos meses; además de asegurar a los miles de con-
sumidores que participarán en él, que los descuentos son,
netamente, los que se anuncian en las campañas publicita-
rias del evento.

Notas

1 Proyecto inspirado en el Black Friday (Viernes Negro) de Estados
Unidos, donde las empresas y tiendas minoristas hacen descuentos que
en ocasiones van hasta 90 por ciento del precio original, según fuentes
de la FED.

2 Instituto Nacional de Geografía y Estadística, Estadísticas a propó-

sito del Buen Fin 2016 (Del 18 al 21 de noviembre), consultado en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/buen-
fin2016.0.pdf el 12 de noviembre de 2018.

3 M. Raymundo, y otros. ¿Realmente bajan los precios durante el

Buen Fin?, UNAM, 2017.

4 https://www.excelsior.com.mx/topico/buen-fin

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de
2018.— Diputada Beatriz Silvia Robles Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

SE MODIFIQUE LA NOM-016-CRE-2016, 
PARA PERMITIR EL USO DE ETANOL DESDE UN

10% EN DIVERSAS ÁREAS METROPOLITANAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la CRE a modificar la NOM-016-CRE-2016 a efecto de
permitir el uso de etanol desde 10% en las áreas metropo-
litanas del Valle de México, Guadalajara y Monterrey, y
ejercitar acciones legales para que puedan emplearse los
bioenergéticos disponibles, a cargo de la diputada Mónica
Almeida López, del Grupo Parlamentario del PRD

Con fundamento en la facultad que me otorga la fracción
I del artículo 6, así como el artículo 79 en su inciso 1, frac-
ción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión; la que suscribe, diputada
Mónica Almeida López, integrante del Grupo Parlamenta-



rio del Partido de la Revolución Democrática, me permito
poner a consideración de esta asamblea legislativa, el si-
guiente punto de acuerdo que tiene por objeto girar atento
y respetuoso exhorto la exhorto al presidente de la Comi-
sión Reguladora de Energía, a efecto que, dentro del ámbi-
to de su competencia y con base en el Informe del Institu-
to Mexicano del Petróleo denominado: “Evaluación de
gasolina E10 en automotores”, se realice la modificación a
la Norma Oficial Mexicana NOM-016-CRE-2016, a efec-
to de permitir el uso de Etanol desde un 10 por ciento en
las áreas metropolitanas de valle de México, Guadalajara y
Monterrey ejercitando además las acciones legales que
procedan a efecto que las personas puedan hacer uso de los
diversos bioenergéticos disponibles, al tenor de los si-
guientes razonamientos de hecho y de derecho que se ex-
playan en las siguientes:

Consideraciones

Antecedentes

I. Con fecha 10 de enero de 2017, como resultado de la re-
forma energética, se aprobó por el Congreso del estado de
Jalisco el exhorto que tiene por objeto aplazar la liberación
de los precios del petróleo, convocando a un debate nacio-
nal con expertos a fin de fortalecer la democracia energéti-
ca.

II. Con fecha 3 de febrero de 2017 se elevó a la considera-
ción del honorable Congreso del estado de Jalisco, a fin de
ser remitido al honorable Congreso de la Unión, la reforma
al artículo 12 de la Ley de Promoción y Desarrollo de los
Biocombustibles, con la finalidad de que la población pue-
da acceder de manera libre a éstos, impulsando así una de-
mocracia energética a nivel nacional y se contribuya al de-
sarrollo de una política económica sustentable de los cuales
destacan los siguientes puntos:

-Que se otorguen los estímulos fiscales y económicos,
así como demás apoyos necesarios para que las modali-
dades de autotransporte puedan acceder a los bioenergé-
ticos, y las empresas puedan producir de manera eficaz
y eficiente los insumos necesarios para que se pueda di-
versificar el mercado.

-La implementación de medidas por parte de la Secreta-
ría de Energía para prevenir el alza de precios a la ca-
nasta básica mediante el uso de bioenergéticos.

-Además, se propone impulsar y fomentar a nivel na-
cional de manera conjunta el uso de biocombustibles
como medio para el desarrollo económico de la nación,
sobre todo en el sector argoalimentario e industrial, im-
plementando para tal efecto mecanismos de economía
social, solidaria y alternativa que sean sustentables. 

III. En ese sentido, con fecha 3 de febrero de 2017, se ex-
hortó al presidente de los Estados Unidos Mexicanos con
la finalidad de que instruya que se elimine la restricción
contenida en la Norma Oficial Mexicana NOM-016- CRE-
2016 que limita el uso de etanol y la proscripción de su uso
en las zonas metropolitanas de: Guadalajara, valle de Mé-
xico y Monterrey, a efecto de implementar en el ámbito de
sus competencias las medidas necesarias para permitir la
transición hacia modelos de democracia energética por el
cual se permita a nivel nacional el acceso libre de los bioe-
nergéticos. En el cual se tuvo contestación por parte de la
Secretaría de Gobernación a través de la Subsecretaría de
Enlace Legislativo, señalando que se analizará y evaluará
la propuesta.

IV. Asimismo, con fecha 30 de marzo de 2017, se aprobó
por el honorable Congreso de Jalisco, exhortar al goberna-
dor constitucional de Jalisco, el maestro Jorge Aristóteles
Sandoval, para que, en conjunto con las universidades pú-
blicas y privadas, así como los centros de investigación en
el estado, elaboren el plan estatal de transición energética
de Jalisco para buscar una menor dependencia de fuentes
de energía fósiles en el sector de autotransporte y así miti-
gar la emisión de gases de efecto invernadero y la genera-
ción de economías solidarias atendiendo a las característi-
cas de cada región del estado y que sean las propias
comunidades en las regiones las que generen el combusti-
ble de manera sustentable.

V. Desde que se reformó en agosto de este año la NOM-
016-CRE 16, Especificaciones de calidad de los petrolífe-
ros”, en Jalisco se establecieron varios foros con expertos,
y diversas universidades como es el caso de la Universidad
de Guadalajara, Iteso, Universidad Panamericana, Cinves-
tav y Ciatej para mostrar la importancia que tienen los
bioenergéticos para coadyuvar a mitigar el cambio climáti-
co; impulsar el desarrollo regional y mejorar la calidad del
aire.

VI. En los trabajos señalados en las fracciones IV y IV de
los antecedentes señalados con anterioridad se persiguen
los siguientes objetivos:
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-Que lleve a cabo las reformas necesarias para imple-
mentar las políticas públicas así como demás medidas
para que las personas puedan producir y acceder a di-
versos tipos de bioenergéticos que permitan disminuir la
dependencia de fuentes de energía fósiles y la emisión
de gases de efecto invernadero;

-Realice los convenios y actos jurídicos necesarios con
las universidades y centros de investigación en el esta-
do, a efecto de diseñar en conjunto el Plan Estatal de
Transición, Soberanía y Democracia Energética para el
Desarrollo Regional que se ha de implementar para con-
solidar la soberanía energética del estado, favoreciendo
la generación y desarrollo de economías solidarias acor-
des a lo contemplado en el párrafo octavo del artículo 25
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. 

-Se lleven a cabo las gestiones necesarias con el gobier-
no federal y diversas dependencias como la Secretaría
de Energía, la Comisión Reguladora de Energía, la Se-
cretaría de Economía, la Comisión Federal de Econo-
mía, la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, el Comité Nacional para el
Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, y demás
entes públicos análogos, para desarrollar el potencial del
sector bioenergético de Jalisco. 

VII. Con fecha 24 de mayo de 2018, se aprobó por el ho-
norable Congreso de Jalisco, el exhorto al titular de la Se-
cretaría de Energía, licenciado Pedro Joaquín Coldwell, a
efecto de que emita la Norma Oficial Mexicana señalada
en el inciso c) del Segundo Transitorio del Reglamento de
la Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos,
estableciendo características y calidad en las mezcla de
bioenergéticos con gasolina y diésel.

VIII. En estos distintos acercamientos se logró mostrar que
hoy se utilizan gasolinas de baja calidad y con altos índices
de azufre, situación que se puede y debe contrarrestar, bus-
cando contar con gasolinas de alta calidad como es la de
California en una primera fase, a efecto de producir ener-
gía por mexicanos para mexicanos, que sea más limpia y
económica.

Contexto de la problemática nacional: Judicialización
del etanol

I. Las nuevas directrices en materia de etanol fueron mo-
tivo que el pasado 23 de agosto la Suprema Corte de Jus-

ticia de la Nación estableciera que no es posible otorgar
ninguna suspensión en juicios de amparos y controles de
constitucionales en relación a las normas oficiales en la
materia. 

II. El 13 de septiembre de 2017, Francisco Javier Rebolle-
do, juez Sexto de Distrito en Materia Administrativa otor-
gó la suspensión provisional ante uno de los amparos pre-
sentados por Gabriel Quadri, entre otras personas, como es
el caso del abogado Juan Pedro Machado, pese a que ya se
había negado dicha suspensión en otros cuatro amparos
que había promovido, inclusive por un Tribunal Colegiado
en Materia Administrativa;

III. Entre las razones por las que el juez de distrito otorgó
la suspensión provisional destaca la siguiente: 

“Se ha reconocido por diversas instituciones que el uso
de gasolinas con etanol impactará el medio ambiente y
la salud, al generar emisiones evaporativas que son pro-
motoras de la formación de ozono que produce enfer-
medades agudas y crónicas en el sistema respiratorio.”1

IV. Pese a los lineamientos en la materia de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, el 10 de octubre dicho juz-
gado sexto de distrito otorgó la suspensión definitiva con lo
cual se pone en riesgo las modificaciones que coadyuvarí-
an a disminuir la emisión de gases de efecto invernadero,
violando con ello el derecho humano a la salud y al medio
ambiente adecuado.2

V. Esta resolución a su vez vino a desconocer la línea ju-
risprudencial que se había sentado en materia energética,
toda vez que detrás de esta directriz está de por medio el
orden público. Es por ello que resulta problemático que un
juez de distrito haya dictado dichos lineamientos, cuando
está de por medio el futuro del medio ambiente en todo
nuestro país.

VI. De los diversos antecedentes que se han podido recabar
sobre este asunto, que de los medios de comunicación han
logrado señalar que a los quejosos se les han negado ya
hasta en cuatro ocasiones, siendo convalidado dicho senti-
do por un tribunal colegiado en materia administrativa.3

VII. Pese a ello, la Comisión Reguladora de Energía logró,
vía recurso de revisión, el que se revocara la suspensión
definitiva, vía la sentencia que emitió el Poder Judicial de
la Federación con fecha 15 de junio. Entre los argumentos
que se han señalado con los medios, se logró establecer que



no se mostró que existiera un daño tangible como lo pre-
tendía el quejoso en su momento, para lograr la suspensión. 

VIII. Es decir, aún falta la determinación del fondo del
asunto en contra del uso de las mezclas de gasolinas con
etanol en un 10 por ciento en zonas metropolitanas, en don-
de se establecerá si se está o no afectando el derecho hu-
mano al medio ambiente.

IX. Tras este acontecimiento, y diversas solicitudes a través
de Poder Legislativo de Jalisco, el 3 de octubre de 2018 el
Instituto Mexicano del Petróleo avaló el uso del etanol en
un 10 por ciento en las mezclas de gasolina, a través del es-
tudio que verifica y confirma que no existen diferencias
significativas con las emisiones de las gasolinas tradicio-
nales4 utilizando como oxigenante el etanol al 10 por cien-
to respecto del MTBE, oxigenante actualmente utilizado.
Con este estudió además de avalar el uso de etanol, se
muestra la necesidad de seguir investigando y promovien-
do el uso de bioenergéticos atendiendo que entre otras
energías renovables, se lograría coadyuvar a garantizar un
medio ambiente sano.

Desarrollo de la problemática

I. Como grupo parlamentario consideramos contraprodu-
cente el grado de inseguridad jurídica que se ha venido ma-
nejando por algunos operadores jurisdiccionales, como fue
el caso de este juez Sexto de Distrito en materia adminis-
trativa; en donde, pese a los estudios que se han venido re-
cabando, se haya puesto en riesgo diversos principios cons-
titucionales así como aquellos contenidos en varios
tratados internacionales como es el caso de in dubio pro na-
tura, y precautorio a sabiendas que inclusive la agencia de
energía de EUA avalan el uso de etanol, y se desdeña en ca-
si todos los países el uso del MTBE a nivel internacional;
el cual se emplea actualmente en México.5

En tanto no se dilucide con celeridad el fondo del asunto en
la materia, existe la posibilidad que se dicte una resolución
contraproducente que; así como la suspensión definitiva,
afecte el desarrollo sustentable en el país, sin que se dé la
oportunidad para otras energías alternativas, desaprove-
chando capitalizar su potencial.

Si se ha mostrado que atendiendo al principio precautorio
el etanol implica una solución que pudiera tender a mejo-
rar el medio ambiente, es imprescindible que estos hallaz-
gos científicos sean motivo de dilucidación por parte de un

Tribunal Colegiado de Circuito; si no de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación. 

Se podría argumentar en contra de esta línea de fundamen-
tación el que actualmente sólo se tienen esbozos que tanto
la mezcla de gasolina E10 y la gasolina regular tienen los
mismos efectos; sin embargo, también el estudio señala
que existen diferencias, si bien no considerables, que
muestran ventajas del uso del etanol. Además de los bene-
ficios económicos y de desarrollo rural, que representa su
uso, se podría reducir el ozono, lo cual podría tener aún
mayores repercusiones de lograr una mayor investigación
científica en la materia.

Propuesta

I. Es por ello que, ante esta disyuntiva, sostenemos como
propuesta el que como Cámara de Diputados de esta LXIV
Legislatura, se pronuncie exhortando a la Comisión Regu-
ladora de Energía a efecto que, dentro del ámbito de su
competencia, haga valer la investigación del Instituto Me-
xicano del Petróleo; ejercitando además las acciones lega-
les que procedan a efecto que las personas puedan hacer
uso de los diversos bioenergéticos, informándonos de las
actividades que se han desplegado en torno a esta contro-
versia.

II. Además, se propone que la Suprema Corte de Justicia de
la Nación pueda atraer la revisión del amparo por colmar-
se los extremos de los artículos 107, fracciones V y VIII y
penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos,6 así como los artículos 40 y 85 de
la Ley de Amparo.7 Esto, toda vez que se trata de un asun-
to de trascendencia y de interés para poder fijar inclusive
un precedente que pueda coadyuvar a que México transite
a una democracia energética que le permita garantizar una
seguridad y soberanía energéticas acorde a los Objetivos de
Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas.8

III. Cómo Cámara de Diputados, contamos además con la
facultad de que se resuelvan amparos que se establezcan de
manera prioritaria, tal como lo establece el artículo 4o., en
su fracción III, consistentes en aquellos que pudieran im-
plicar un menoscabo al daño ecológico. Consideramos im-
portante el que atendiendo al principio precautorio ya se-
ñalado, se podría estar ante esta circunstancia, por lo que es
importante que la Suprema Corte resuelva dicho asunto y
determine la importancia de esta medida. A continuación se
cita dicho artículo para mayor claridad:
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“Artículo 4o. De manera excepcional, y sólo cuando
exista urgencia atendiendo al interés social o al orden
público, las Cámaras del Congreso de la Unión, a través
de sus presidentes, o el Ejecutivo federal, por conducto
de su Consejero Jurídico, podrán solicitar al presidente
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que un jui-
cio de amparo, incluidos los recursos o procedimientos
derivados de éste, se substancien y resuelvan de manera
prioritaria, sin modificar de ningún modo los plazos pre-
vistos en la ley.

La urgencia en los términos de este artículo se justifica-
rá cuando:

….

III. Se trate de prevenir daños irreversibles al equilibrio
ecológico….”

IV. Con esta propuesta no estamos denostando en manera
alguna la capacidad de nuestro Poder Judicial Federal; en
todo caso, sólo estamos haciendo valer la visión que consi-
deramos importante que se tome en cuenta para coadyuvar
a consolidar una visión dialógica de nuestra democracia.9

V. Cabe resaltar a su vez que esta busca hacer valer los ha-
llazgos que se han encontrado, así como contextualizar la
problemática que se presenta, resaltando que es importante
que la sentencia logre una ponderación que colme un gra-
do de razonabilidad y que sea pertinente para que se defi-
na así un desarrollo energético en el país acorde los princi-
pios constitucionales y convencionales, reforzando la toma
de decisiones en estudios técnicos como el que se hace re-
ferencia sin dejar de observar en todo momento los benefi-
cios correlacionados que representa.

Repercusiones económicas, jurídicas y sociales del
acuerdo legislativo

I. De aprobarse este punto de acuerdo tendrá en lo econó-
mico una repercusión favorable, ya que con esto los entes
competentes podrán fijar una nueva perspectiva en el desa-
rrollo energético, logrando reducir los costos de la gasoli-
na, contar con oxigenantes de origen mexicano y detonar la
producción del campo mexicano. 

II. En este aspecto, este punto de acuerdo, lejos de generar
una repercusión presupuestaria negativa, lo sería positiva,
al prever el que a nivel nacional se vaya generando con-
ciencia para que se busque en los bioenergéticos soluciones

económicas a favor de la población para que hagan del uso
de biocombustibles una herramienta para incidir positiva-
mente en el desarrollo de las regiones.

III. En lo jurídico, este punto de acuerdo tiene la pertinen-
cia de buscar a nivel nacional el que los operadores juris-
diccionales otorguen seguridad jurídica, la cual, ante los
hechos vertidos, han mostrado un rompimiento que puede
amenazar el diseño de las políticas públicas en perjuicio de
la población, y contraviniendo el marco jurídico interna-
cional en la materia.

IV. En lo técnico se hace referencia a un estudio realizado
por el Instituto Mexicano del Petróleo, que es un Organis-
mo Público Descentralizado de la Administración Publica
con personalidad jurídica y autonomía de decisión técnica,
operativa y administrativa, encargada de realizar las inves-
tigaciones, el desarrollo tecnológico, la innovación, el es-
calamiento de procesos y productos, la prestación de servi-
cios tecnológicos orientados a optimizar los procesos de
producción y transformación, tanto en exploración y ex-
tracción como en la transformación industrial y comercia-
lización nacional e internacional, razón por la cual se con-
sidera el ente jurídica y técnicamente calificado para
posicionar una determinación de este calado. 

V. En lo social, se debe buscar aprobar este punto de acuer-
do, ya que su pertinencia radica en fortalecer la legitimidad
de las instituciones públicas y el capital social, al mantener
la coherencia que como Poder Legislativo hemos mostrado
en pasadas ocasiones y que aquí quedaron plenamente do-
cumentadas. Sobre todo, se requiere que seamos coheren-
tes ante un imperativo ético jurídico que se nos impone de
hacer guardar la dignidad humana y velar por conservar el
medio ambiente y salud de los mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado some-
to a la consideración del Pleno de esta Cámara de Dipu-
tados la siguiente proposición con: 

Puntos de Acuerdo

Primero. Gírese atento y respetuoso exhorto al presidente
de la Comisión reguladora de Energía, Guillermo Ignacio
García Alcocer, a efecto de que, dentro del ámbito de su
competencia y con base en el Informe del Instituto Mexi-
cano del Petróleo denominado: “Evaluación de gasolina
E10 en automotores”, se realice la modificación a la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-016-CRE-2016, a efecto de
permitir el uso de etanol desde un 10 por ciento en las áre-



as metropolitanas de valle de México, Guadalajara y Mon-
terrey, ejercitando además las acciones legales que proce-
dan a efecto que las personas puedan hacer uso de los di-
versos bioenergéticos disponibles.

En ese sentido, realizar las acciones necesarias para lograr
que la gasolina cuente con calidad similar a la mezcla uti-
lizada en el estado de California y se disminuya la cantidad
de azufre y otros agentes contaminantes en las gasolinas
Premium y Magna así como del diésel.

Segundo. Gírese atento y respetuoso exhorto al presidente
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a efecto de
que, de conformidad con el artículo 4o., fracción III, de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, tenga a bien, dentro del ámbito de su competencia,
ejercer la facultad de atracción correspondiente frente a los
asuntos promovidos respecto de la Norma Oficial Mexica-
na NOM-016-CRE-2016, a efecto de sentar el precedente
que ha de coadyuvar a que se garantice el derecho humano
al medio ambiente, y a la salud, atendiendo a las investiga-
ciones que para tal efecto se hayan realizado sobre esta ma-
teria a nivel nacional, tomando como base el Informe del
Instituto Mexicano del Petróleo denominado, “Evaluación
de gasolina E10 en automotores”.

Notas

1Victor Fuentes. (2017) “Frena juez aumento de etanol en gasolinas”.
(octubre 2017) Reforma. Sitio Web: 

http://busquedas.gruporeforma.com/reforma/BusquedasComs.aspx

2 Oficina del Alto Comisionado. (1966) Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos Sociales y Culturales. (octubre 2017) Naciones Uni-
das. Sitio Web: 

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx

3Victor Fuentes. (2017) Frena Juez aumento de etanol en Gasolinas.
(octubre 2017) Reforma. Sitio Web: 

http://busquedas.gruporeforma.com/reforma/BusquedasComs.aspx

4 Secretaría de Energía et al. Informe Técnico. (2018) Evaluación de
gasolina E10 en automotores.63 pp.

5 Riesgo Ambiental y principio precautorio: breve análisis y proyec-
ciones a partir de dos casos de estudio. Valentina Duran Medina y Do-

minique Hervé Espejo. Centro de Derecho Ambiental de la Facultad de
Derecho de la Universidad de Chile

6 Cámara de Diputados. (2017) Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. (octubre 2017) Honorable Congreso de la Unión.
Sitio Web: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_150917.pdf

7 Ibid. (2016) Ley de amparo, Reglamentaria de los Artículo 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (octubre
2017) Sitio Web: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAmp_170616.pdf

8 Naciones Unidas. (2017) Objetivos de Desarrollo Sostenible. (octu-
bre 2017) Naciones Unidas. Sitio Web: 

http://www.un.org/sustainabledevelopment/es/cities/

9 Roberto Gargarella. (2014). Por una justicia dialógica. Argentina: Si-
glo XXI Editores.

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2018. Palacio Legislativo de
San Lázaro, Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión.— Diputada Mónica Almeida López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. 

DIFUNDIR LA INFORMACIÓN RELATIVA A
LA EXTINCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LUZ Y

FUERZA DEL CENTRO, ASÍ COMO DEL
SINDICATO MEXICANO DE ELECTRICISTAS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a difundir to-
da la información reservada o clasificada sobre la extinción
y liquidación de Luz y Fuerza del Centro y del SME, sus-
crita por los diputados Nelly Minerva Carrasco Godínez,
Erika Vanessa del Castillo Ibarra y Sergio Pérez Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario de Morena; y Gerardo Fer-
nández Noroña, del PT

Los suscritos, diputados Nelly Minerva Carrasco Godínez,
Erika Vanessa del Castillo Ibarra, Sergio Pérez Hernández,
integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, y Gerardo
Fernández Noroña, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, de la LXIV Legislatura del Congreso de la
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Unión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 62, numeral 2, 65,
numeral 4, 76, numeral 1, fracción IV, 79, numeral 1, frac-
ción II y numeral 2, fracciones I y III, y 100 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a considera-
ción de esta soberanía, la presente

Proposición con punto de acuerdo, de urgente y obvia
resolución

Por el que se exhorta a la Presidencia de la República y a
las Secretarías de Gobernación, Energía, Trabajo y Previ-
sión Social, Hacienda y Crédito Público, Función Pública,
así como al Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes; a la Auditoría Superior de la Federación; a la Jun-
ta Federal de Conciliación y Arbitraje; a la Comisión Re-
guladora de Energía; a la Comisión Nacional de Mejora
Regulatoria y, a la Comisión Federal de Electricidad, para
que a la brevedad se haga pública toda la información re-
servada y/o clasificada, relativa a la extinción y liquidación
de Luz y Fuerza del Centro, organismo público descentra-
lizado, así como del Sindicato Mexicano de Electricistas.

Antecedentes

1. La Compañía de Luz y Fuerza del Centro (LyFC) fue un
organismo descentralizado, con personalidad jurídica y pa-
trimonio propio, que generó, transmitió, distribuyó y co-
mercializó energía eléctrica en la zona central de México,
es decir: a todo el Distrito Federal, a 82 (ochenta y dos)
municipios del estado de México, dos de Morelos, tres de
Puebla y 45 (cuarenta y cinco) de Hidalgo.

2. El 11 de octubre de 2009 se publicó en el Diario Oficial
el decreto por el que se extingue el organismo descentrali-
zado Luz y Fuerza del Centro, misma que, según el referi-
do decreto, conservaría su personalidad jurídica exclusiva-
mente para efectos del proceso de liquidación, con lo que
se inició su proceso de liquidación administrativa, en tanto
la operación eléctrica comenzó a realizarla la Comisión Fe-
deral de Electricidad (CFE).

3. El decreto citado establece que la liquidación de Luz y
Fuerza del Centro estará a cargo del Servicio de Adminis-
tración y Enajenación de Bienes, para lo cual tendrá las
más amplias facultades para actos de administración, do-
minio y pleitos y cobranzas, y para suscribir u otorgar títu-
los de crédito, incluyendo aquéllas que en cualquier mate-
ria requieran poder o cláusula especial en términos de las

disposiciones aplicables, así como para realizar cualquier
acción que coadyuve a un expedito y eficiente proceso de
liquidación.

4. Del contenido del multicitado decreto se desprende que
el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes,
por sí o por conducto de terceros en términos de las dispo-
siciones aplicables, puede intervenir de inmediato para to-
mar el control y disponer de todo tipo de bienes, derechos,
activos, juicios, obligaciones, pasivos, contratos, conve-
nios y recursos, así como para acreditar la extinción de los
órganos de dirección, unidades administrativas y demás
instancias de funcionamiento de la Compañía de Luz y
Fuerza del Centro en tanto que, el Gobierno Federal está
obligado a garantizar el pago de las jubilaciones otorgadas
a los trabajadores de Luz y Fuerza del Centro.

5. La situación interna y el contexto de la compañía fue
soslayada y ocultada en los considerandos del Decreto de
Extinción y Liquidación de Felipe Calderón, que enfocó
sus argumentos en contra de los trabajadores electricistas
del Sindicato Mexicano de Electricistas (SME), sus sala-
rios y lo que, en su momento el gobierno, calificó como
monstruosas prestaciones sociales y económicas del Con-
trato Colectivo de Trabajo. Hay que tener en cuenta el gra-
do de manipulación de estos argumentos, pues el gobierno
federal nunca los pudo probar, pues los Estados Financie-
ros consolidados y auditados muestran que ni los trabaja-
dores, ni sus salarios y prestaciones fueron responsables de
la quiebra técnica de LyFC.

6.Todo el proceso de extinción liquidación de Luz y Fuer-
za del Centro, particularmente desde abril de 2013 en que
se inicia la negociación directa entre la dirección del SME
y la SEGOB, ha brillado por su opacidad y falta de trans-
parencia, como lo hacen evidente decenas de solicitudes de
información negadas tanto por el SAE, la SENER y la SE-
GOB, entre otras entidades de la administración pública fe-
deral, que han respondido que toda esta información está
clasificada como reservada por periodos que van de 4 a 12
años. Es decir, una vez que se ejecutó el proceso de extin-
ción-liquidación, se han suscitado diversas anomalías, con-
troversias y actos plagados de opacidad, que vulneran los
ordenamientos constitucionales y convencionales y, por
ende, los derechos laborales, así como los relativos a la ad-
ministración pública y los bienes nacionales, esto es, a los
intereses de la nación, mismos que han sido materia de
controversias e incluso, de 18 exhortos emitidos desde am-
bas Cámaras del Congreso de la Unión.



7. Toda vez que el ejercicio y reclamo de los derechos de
las partes involucradas, incluyendo a la nación, depende de
la información generada durante el proceso y tomando en
cuenta que gran parte de la información se encuentra reser-
vada y o clasificada y considerando que sin mediar moti-
vación suficiente, sólo se funda la reserva en dudosas cues-
tiones de interés público o de seguridad nacional; entonces
es indispensable que de manera inmediata, se inicie un pro-
cedimiento de transparentación del proceso en general que
inicie por desclasificar, quitar todo tipo de reserva y hacer
público el contenido de acuerdos, contratos, convenios, au-
ditorías, dictámenes, decretos, circulares, oficios, memo-
rándum, de títulos de concesión o concesión y de cualquier
otro documento que contenga información de los trámites
y procedimientos principales y accesorios relacionados con
el proceso de liquidación de Luz y Fuerza del Centro.

Considerandos

Primero. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en el artículo 6º establece el derecho al ac-
ceso de información, texto constitucional que en su parte
conducente es del tenor siguiente:

Artículo 6º

…

Toda persona tiene derecho al libre acceso a informa-
ción plural y oportuna, así como a buscar, recibir y di-
fundir información e ideas de toda índole por cualquier
medio de expresión.

…

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se ob-
servará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la informa-
ción, la Federación y las entidades federativas, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, se regirán por los
siguientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autori-
dad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecu-
tivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, parti-
dos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como
de cualquier persona física, moral o sindicato que reci-
ba y ejerza recursos públicos o realice actos de autori-

dad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública
y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones
de interés público y seguridad nacional, en los términos
que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho
deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.
Los sujetos obligados deberán documentar todo acto
que derive del ejercicio de sus facultades, competencias
o funciones, la ley determinará los supuestos específicos
bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia
de la información.

II. La información que se refiere a la vida privada y los
datos personales será protegida en los términos y con las
excepciones que fijen las leyes.

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés al-
guno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a
la información pública, a sus datos personales o a la rec-
tificación de éstos.

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la informa-
ción y procedimientos de revisión expeditos que se sus-
tanciarán ante los organismos autónomos especializados
e imparciales que establece esta Constitución.

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus docu-
mentos en archivos administrativos actualizados y pu-
blicarán, a través de los medios electrónicos disponi-
bles, la información completa y actualizada sobre el
ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que
permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objeti-
vos y de los resultados obtenidos.

VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos
obligados deberán hacer pública la información relativa
a los recursos públicos que entreguen a personas físicas
o morales.

VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de
acceso a la información pública será sancionada en los
términos que dispongan las leyes.

VIII. La Federación contará con un organismo autóno-
mo, especializado, imparcial, colegiado, con personali-
dad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía
técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el ejer-
cicio de su presupuesto y determinar su organización in-
terna, responsable de garantizar el cumplimiento del de-
recho de acceso a la información pública y a la
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protección de datos personales en posesión de los suje-
tos obligados en los términos que establezca la ley.

…

...

El organismo garante tiene competencia para conocer de
los asuntos relacionados con el acceso a la información
pública y la protección de datos personales de cualquier
autoridad, entidad, órgano u organismo que forme parte
de alguno de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judi-
cial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomi-
sos y fondos públicos, así como de cualquier persona fí-
sica, moral o sindicatos que reciba y ejerza recursos
públicos o realice actos de autoridad en el ámbito fede-
ral; con excepción de aquellos asuntos jurisdiccionales
que correspondan a la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, en cuyo caso resolverá un comité integrado por
tres ministros. También conocerá de los recursos que in-
terpongan los particulares respecto de las resoluciones
de los organismos autónomos especializados de las en-
tidades federativas que determinen la reserva, confiden-
cialidad, inexistencia o negativa de la información, en
los términos que establezca la ley.

El organismo garante federal, de oficio o a petición fun-
dada del organismo garante equivalente de las entidades
federativas, podrá conocer de los recursos de revisión
que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

La ley establecerá aquella información que se considere
reservada o confidencial.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

B...

Segundo. Que es facultad de las y los diputados de ésta so-
beranía presentar proposiciones con punto de acuerdo, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 fracción II
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6 numeral 1 fracción I, 62 numeral 2, 65 numeral 4, 76
numeral 1 fracción IV, 79 numeral 1 fracción II y numeral
2 fracciones I y III, y 100 del Reglamento de la Cámara de
Diputados

Tercero. Respecto a la a la extinción y liquidación de la
empresa pública Luz y Fuerza del Centro, se han dado una
serie de irregularidades y controversias que han sido sufi-
cientemente públicas y documentadas en diversos ámbitos,
implicando específicamente la reserva o clasificación de
información insuficientemente motivada.

Por lo antes expuesto y fundado, sometemos a considera-
ción de ésta soberanía, la siguiente proposición, de Urgen-
te u Obvia Resolución, con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la presidencia de la República y a
las Secretarías de: Gobernación, Energía, Trabajo y Previ-
sión Social, Hacienda y Crédito Público, Función Pública,
así como al Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes; a la Auditoría Superior de la Federación; a la Jun-
ta Federal de Conciliación y Arbitraje; a la Comisión Re-
guladora de Energía y, a la Comisión Federal de Electrici-
dad, para que a la brevedad se haga pública toda la
información reservada y/o clasificada, relativa a la extin-
ción y liquidación de Luz y Fuerza del Centro, organismo
público descentralizado así como del Sindicato Mexicano
de Electricistas.

Segundo. Se solicita al Instituto Federal de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos, Haga público un informe
respecto del número o identificador de los expedientes in-
volucrados con el proceso de extinción del organismo Luz
y Fuerza del Centro, el plazo al que cada uno de ellos es-
tuviere clasificado como reservado, el nombre del funcio-
nario responsable de la clasificación, y el fundamento legal
bajo el cual se hubiere determinado dicha clasificación y
coadyuve con el proceso de desclasificación de documen-
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tos con los órganos e instituciones señalados en el numeral
que antecede. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 15 de noviembre de
2018.— Diputadas y diputados: Nelly Minerva Carrasco Godínez,
Erika Vanessa del Castillo Ibarra, Sergio Pérez Hernández y Gerardo
Fernández Noroña (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

PERMITIR SE ACREDITE LA APLICACIÓN 
EFECTIVA DE LA CORRESPONSABILIDAD ENTRE
EL USUARIO DEL AUTOTRANSPORTE DE CARGA

Y EL AUTOTRANSPORTISTA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
al Ejecutivo federal a llevar a cabo por la SCT y la Policía
Federal, en el ámbito de sus competencias, acciones para
permitir que se acredite la aplicación efectiva de la corres-
ponsabilidad entre el usuario del autotransporte de carga y
el autotransportista, a cargo del diputado Francisco Javier
Borrego Adame, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, Francisco Javier Borrego Adame, integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Regeneración
Nacional en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 3, fracción
XX; 5, numeral 1; 6, numeral 1, fracción I; y 79, numera-
les 1, fracción III, y 2, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía pro-
posición con puntos de acuerdo, al tenor de los siguientes

Considerandos

Primero. El autotransporte federal de carga en México
constituye un elemento estratégico para el desarrollo eco-
nómico, además de un modo de integración nacional; el au-
totransporte sobresale entre los diferentes modos de trans-
porte existentes en el país, ya que, moviliza cerca de 84 por
ciento de la carga doméstica que se traslada por tierra y 83
por ciento de la carga de comercio exterior. Más de la mi-
tad del valor del comercio internacional de México se rea-
liza por vía terrestre, la mayor parte de este en la frontera
con Estados Unidos de América.

Su importancia se sustenta fundamentalmente en su alto
grado de encadenamiento económico, proporcionando así,

servicios a todos los sectores productivos de México; este
tipo de transporte ha llegado a ser el modo dominante en
los movimientos terrestres de mercancías con la disminu-
ción del uso del ferrocarril, por cuya razón, se puede afir-
mar que el autotransporte federal de carga constituye un
elemento esencial y necesario para el constante crecimien-
to de nuestra economía.1

Por ello, en el sector del autotransporte, juegan un papel
importante diversos elementos que se deben trabajar en or-
den para la obtención de un fin, que será la de trasladar la
carga desde los orígenes hasta los destinos para el consu-
mo final:

1. Primeramente, tenemos la acción de cargar el pro-
ducto, para lo cual, debe existir el proveedor de los in-
sumos, con el fin de que el productor sea el encargado
de diseñar, armar, y manejar el producto final;

2. Una vez cargado el producto, debe transportarse (au-
totransporte de carga), para el traslado, deben existir
personas físicas o morales dedicadas al transporte de
mercancías (transportista, hombre camión, empresas
fleteras, etcétera) y el consumidor del transporte, que en
este caso es la persona que tiene en su haber el produc-
to a ofertar; y

3. Finalmente, el tercer elemento es la descarga del pro-
ducto; para poder realizar dicha acción, deben haber
consumidores finales.

Estos elementos en la actividad que les corresponde reali-
zar, mayormente trabajan con un objetivo individual, per-
siguiendo sus propios intereses, lo que genera que dicho
proceso de autotransporte se vuelva más complejo de con-
trolar, administrar, y que los resultados no sean siempre los
esperados.

Cada elemento desarrolla un papel esencial en la cadena
comercial, pero para el caso que nos ocupa, destacaremos
la actividad e interrelación que existe entre el usuario del
servicio de transporte de carga, y el transportista (ya sea
como organizaciones pequeñas y medianas de transporte, y
el hombre-camión), frente a la responsabilidad en la que
pueden incurrir en su actividad.

Si reconocemos que la demanda derivada del transporte de
carga en México, la generan las interacciones entre los pro-
ductores y los consumidores, tendremos como consecuen-
cia un ambiente de competencia, que se guía naturalmente
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por criterios de eficiencia, buscando ya sea el máximo ren-
dimiento de los recursos utilizados al producir el servicio,
o el uso mínimo de insumos para generar un servicio de-
terminado.

Por ello, el criterio elemental de minimizar el costo por to-
nelada-kilómetro, reducir el número de viajes y por ende el
costo de operación para el transportista, incrementando así
su utilidad. Desde el punto de vista operacional, un trans-
portista naturalmente prefiere mover carga en carro com-
pleto o incluso generar un excedente de peso en el camión,
a moverla a 50 por ciento de la carga útil, pues así reduce
el costo por tonelada-kilometro al distribuir los costos en-
tre mayor número de toneladas.

De ese modo, la sobrecarga resulta un incentivo económi-
co para el transportista, pero contraproducente desde el
punto de vista del cuidado de la infraestructura y seguridad
vial, ya que el sobrepeso en los camiones de carga, provo-
ca serios impactos que se manifiestan en el deterioro ace-
lerado del pavimento, el daño estructural a los puentes y
sobre todo, en el impacto negativo que generan los acci-
dentes de tránsito por estas condiciones.

Por ello, México tiene uno de los récords más bajos en se-
guridad de carreteras dentro de los países de la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, en
términos de fallecimientos y lesiones graves per cápita por
vehículo. La violación constante a la normatividad sobre
pesos y dimensiones, así como la falta de recursos para la
aplicación y la coordinación inadecuada entre oficinas gu-
bernamentales son características comunes en México, así
lo ha destacado la propia organización.2

La falta de aplicación efectiva de la reglamentación en re-
lación con pesos y dimensiones del autotransporte de car-
ga, ocasiona que los sobrepesos perjudiquen no solo la in-
fraestructura vial, sino que pongan en riesgo significativo a
los demás usuarios de carreteras federales, generando con
ello inseguridad en esas vías.

La conducta del transportista que decide mover carga a ni-
veles superiores, incurre en violaciones de la norma, pero
reduce el costo por tonelada-kilometro, esto genera mayo-
res ganancias, a sabiendas incluso de las infracciones a que
está sujeto. Esa práctica tiene cierta “justificación” desde el
punto de vista económico, ya que aumenta la productividad
del autotransporte al reducir el número de viajes requerido
para transportar cargas y bajar el costo promedio por tone-

lada-kilómetro, pues los costos de la operación se distribu-
yen entre un mayor número de toneladas transportadas.

Pese a ello, no sólo el transportista es el responsable de di-
cha conducta, tal y como lo resaltaron diversos expertos en
el foro Pesos y dimensiones de las configuraciones vehicu-
lares que transitan en las vías federales de comunicación,
llevado a cabo el 26 de octubre de 2016, en el Senado de la
República.3

Ahí se destacó que la seguridad vial deriva de una corres-
ponsabilidad: gobierno, transportista y usuario, por lo que
la observancia de la ley no es opcional, la verificación del
peso y dimensiones del autotransporte de carga, así como,
la aplicación de las sanciones correspondientes, debe ser
comprobable y visible en beneficio de todos.

En consecuencia, los accidentes viales y en violación de la
normatividad, exista una corresponsabilidad entre el trans-
portista y los empresarios, quienes inciden también, en que
se transporte una carga con sobrepeso, sin tener en consi-
deración la reglamentación en la materia, a falta de la apli-
cación efectiva de ésta.

Lo anterior es más visible en la prestación del servicio de
“carro por entero”, que de acuerdo con el propio Regla-
mento sobre el Peso, Dimensiones y Capacidad de los Ve-
hículos de Autotransporte que transitan en los Caminos y
Puentes de Jurisdicción Federal, y los criterios de aplica-
ción de la corresponsabilidad en la prestación del servicio
que ampara la carta de porte o comprobante del transporte
de mercancías, se da cuando la totalidad de la carga que se
transporta en un vehículo es propiedad o sea contratada por
un solo usuario, expedidor o remitente.

Segundo. Hay amplia normatividad que regula las caracte-
rísticas y disposiciones sobre el transporte de carga en trán-
sito por vías federales. Ese marco tiene como objetivo re-
ducir el número de accidentes y evitar al mínimo la muerte
tanto de transportistas, automovilistas y público en general.
En ese tenor, la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte
Federal establece:

Los vehículos destinados al servicio de autotransporte fe-
deral y privado de pasajeros, turismo y carga, deberán
cumplir con las condiciones de peso, dimensiones, capaci-
dad y otras especificaciones, así como con los límites de
velocidad en los términos que establezcan los reglamentos
respectivos. Asimismo, están obligados a contar con dispo-
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sitivos de controles gráficos o electrónicos de velocidad
máxima.4

De manera específica, el Reglamento sobre Peso, Dimen-
siones y Capacidad de los Vehículos de Autotransporte que
Transitan en los Caminos y Puentes de Jurisdicción Fede-
ral5 establece en el artículo 5o.:

El peso, dimensiones y capacidad máximos de los vehícu-
los, así como las configuraciones o combinaciones vehicu-
lares, según el tipo de caminos y puentes por el que transi-
ten, y la presión de inflado de las llantas, se ajustarán a las
normas correspondientes expedidas de conformidad con lo
previsto en la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción y las violaciones a este Reglamento y las normas ofi-
ciales mexicanas correspondientes, serán sancionadas
conforme a lo establecido en la ley y este reglamento;

Por tanto, la Norma Oficial Mexicana NOM-012-SCT-2-
2017 (NOM 012), publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 26 de diciembre de 2017, con fundamento en la
facultad que le confiere a la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes (SCT) la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal para establecer normas técnicas y de ope-
ración, busca regular el peso y dimensiones máximas con
los que “pueden circular los vehículos de autotransporte
que transitan en las vías generales de comunicación de ju-
risdicción federal”.6

La NOM 012 establece que, tratándose de la contratación
de carro por entero, se debe cumplir con el contrato priva-
do o carta de porte entre el usuario y el transportista, don-
de las partes acepten la responsabilidad solidaria, a efec-
to de precisar la responsabilidad de cada uno de ellos en el
cumplimiento de la normatividad, dejando claramente es-
tablecido en este contrato o en la carta de porte la ruta asig-
nada, la carga y el peso bruto vehicular.

También establece que el usuario será corresponsable de
los daños y perjuicios que se causen originados por exceso
de peso de su carga, cuando se contrate carro por entero,
declarado en la carta de porte. Para los embarques de me-
nos de carro por entero, la responsabilidad recaerá en el
transportista de carga consolidada. Para esto se atenderá a
lo indicado en los lineamientos que al respecto emita la se-
cretaría.

Por carta porte deberá entenderse al título legal del contra-
to entre el transportista y el expedidor o usuario que con-
trata el servicio por cuyo contenido se decidirán las cues-

tiones que ocurran sobre su ejecución y cumplimiento, se-
rá el instrumento comprobatorio de la recepción o entrega
de las mercancías, de su legal posesión, traslado o trans-
porte en el servicio de carga del autotransporte federal y
que el transportista está obligado a emitir cubriendo los re-
quisitos de la legislación de esta materia y los que corres-
ponden al Servicio de Administración Tributaria para los
efectos fiscales.7

Si bien se establece que el incumplimiento de las disposi-
ciones contenidas en la NOM 012 será sancionado confor-
me a lo dispuesto en la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, el Reglamento sobre el Peso,
Dimensiones y Capacidad de los Vehículos de Autotrans-
porte que Transitan en los Caminos y Puentes de Jurisdic-
ción Federal, y demás ordenamientos jurídicos que resulten
aplicables, tratándose de corresponsabilidad y sanciones al
usuario del autotransporte, no se especifica el procedi-
miento ni la forma en que aplicará dicha sanción.

Tercero. Es obligación de los permisionarios del servicio
de autotransporte federal de carga, emitir por cada embar-
que, una Carta de Porte debidamente requisitada y con de-
terminadas características que cumplan con la legislación
en materia de autotransporte y que se ajuste a las disposi-
ciones fiscales emitidas por el Servicio de Administración
Tributaria.

Con base en la circular8 por la que se aprueban los mode-
los de carta de porte-traslado o comprobante para amparar
el transporte de mercancías preimpresa y carta de porte o
comprobante para amparar el transporte de mercancías di-
gital por internet que autoriza el servicio de autotransporte
federal de carga en los caminos y puentes de jurisdicción
federal, se establece que deberá agregársele también, el
contrato de prestación de servicios, cuya cláusula décima
quinta, estipula que para el caso de que el “remitente” o
“expedidor” contrate carro por entero, este aceptará la
responsabilidad solidaria para con el “transportista”
mediante la figura de la corresponsabilidad que conside-
ra el artículo 10 del Reglamento sobre el Peso, Dimensio-
nes y Capacidad de los Vehículos de Autotransporte que
Transitan en los Caminos y Puentes de Jurisdicción Fede-
ral, por lo que el “remitente” o “expedidor” queda obliga-
do a verificar que la carga y el vehículo que la transporta,
cumplan el peso y las dimensiones máximas establecidos
en la NOM-012.

Si bien según estas consideraciones se entendería que la
corresponsabilidad debiera estipularse tan solo como un
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acuerdo entre particulares, al señalarse como una cláusula
del contrato de prestación de servicios.

Sin embargo, cuál es la posición actual de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, y de la Policía Federal
frente a la sanción de la corresponsabilidad, ya que de
acuerdo a lo dispuesto por la propia Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, corresponde a la Secre-
taría de Comunicaciones y Trasportes: Vigilar, verificar e
inspeccionar que los caminos y puentes, así como los ser-
vicios de autotransporte y sus servicios auxiliares, cumplan
los aspectos técnicos y normativos correspondientes, ade-
más de que, es facultad de la SCT regular el peso y dimen-
siones a las que deben sujetarse los vehículos de carga, pa-
saje y turismo que transiten por caminos y puentes de
jurisdicción federal.

Es competencia de la SCT la aplicación del Reglamento
sobre el Peso, Dimensiones y Capacidad de los Vehículos
de Autotransporte que transitan en los Caminos y Puentes
de Jurisdicción Federal, que además en su artículo 20 pri-
mer párrafo, estable lo siguiente:

Artículo 20. La Secretaría y la Secretaría de Seguridad
Pública a través de la Policía Federal Preventiva, im-
pondrán en el ámbito de su competencia, conforme al
tabulador de multas que forman parte de este reglamen-
to, las sanciones por el incumplimiento a las disposi-
ciones del mismo, en materia de autotransporte federal,
sus servicios auxiliares y transporte privado.9

La SCT tiene a su cargo la inspección o verificación en los
centros fijos de verificación de peso y dimensiones, que
tanto el autotransporte federal, sus servicios auxiliares y
transporte privado que operen en los caminos y puentes,
cumplan con las disposiciones sobre pesos, dimensiones y
capacidad de vehículos, y sus especificaciones físico-me-
cánicas de acuerdo con lo establecido en las normas oficia-
les mexicanas respectivas. Podemos concluir, que es res-
ponsabilidad de la SCT y de la Policía Federal, en el
ámbito de su competencia la aplicación de las sanciones
por violaciones a la Normatividad relativa a pesos y di-
mensiones, y no solo, dejarse como un acuerdo entre parti-
culares el cumplimiento y sanción, tratándose del servicio
de carro por entero.

Derivado de lo anterior, y con el propósito de dar mayor
“certeza jurídica, claridad y justicia” en la aplicación de la
corresponsabilidad entre autotransportistas y expedidores o

remitentes de carga en el servicio de autotransporte federal
de carga, la SCT, a través de la Dirección General de Au-
totransporte Federal, emitió los criterios de aplicación de la
corresponsabilidad en la prestación del servicio que ampa-
ra la carta de porte o comprobante que ampara el transpor-
te de mercancías, publicados en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 31 de mayo de 2016.10

Criterios que establecen la corresponsabilidad como la res-
ponsabilidad solidaria que será aplicable tanto al auto-
transportista como al expedidor o remitente, en su ca-
so, cuando se contrate carro por entero, conforme a lo
establecido en el artículo 10 del Reglamento sobre el Peso,
Dimensiones y Capacidad de los Vehículos que transitan en
los Caminos y Puentes de Jurisdicción Federal, a efecto de
determinar el incumplimiento de la normatividad en la ma-
teria de cada uno de ellos.

Constituye además infracción por corresponsabilidad el ac-
to mediante el cual se impone sanción o multa tanto al au-
totransportista o permisionario, así como al usuario, remi-
tente o expedidor por haber incumplido y violado en forma
conjunta la normatividad que regula el peso y dimensiones
en el servicio de autotransporte federal de carga en los ca-
minos y puentes de jurisdicción federal, de conformidad
con el tabulador de multas del reglamento.

Por esas razones, la corresponsabilidad no solo debe plas-
marse en la carta porte o contrato como un acuerdo entre par-
ticulares, sino traducirse en una aplicación efectiva de las
sanciones o multas, por la autoridad competente: la Secreta-
ría de Comunicaciones y Transportes, y la Policía Federal.

Cuando se contrate carro por entero se esperaría que hu-
biese empresas usuarias del servicio de autotransporte,
sancionadas al igual que los transportistas, cuando se pro-
duce una infracción conjunta del transportista y el usuario
a la normatividad que regula el peso y dimensiones. Sin
embargo, no hay estadísticas ni datos, de la aplicación
efectiva de esta corresponsabilidad, por el contrario, sigue
siendo una práctica habitual, mientras no exista una san-
ción real a las empresas usuarias.

Cuarto. De conformidad con los criterios para aplicar la
corresponsabilidad, ésta procederá cuando

• El permisionario o el usuario, aporten datos falsos
sobre el peso de la carga, carga útil del vehículo, confi-
guración vehicular, ruta pactada, conectividad autoriza-
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da o dimensiones, según les corresponda declarar a
cada uno.

• El transportista utilice vehículos de otro transportista o
haya emitido una carta de porte de otro permisionario,
siempre y cuando el usuario haya expedido por un me-
dio fidedigno la autorización correspondiente y ésta la
presente el autotransportista.

• Los transportadores de su propia carga, durante el tras-
lado de su mercancía, por alguna causa, contraten con
un transportista el carro por entero, para la continuación
del traslado.

Casos en que será responsabilidad del usuario:

• El peso de la carga útil sea superior a lo declarado
por el usuario, y consignado en la carta de porte por el
autotransportista.

• El usuario no haga entrega del permiso de conectivi-
dad vigente al autotransportista.

Casos en que será responsabilidad del autotranspor-
tista:

• Si la carga útil es igual o menor a la declarada por el
usuario y el peso bruto vehicular es superior al declara-
do por el autotransportista.

• Cuando la carga útil declarada por el usuario sea
mayor de lo permitido en la norma y el transportis-
ta acepte el traslado de ella.

• El autotransportista utilice una ruta distinta a la pacta-
da sin autorización del usuario o sin causa justificada.

• El autotransportista no utilice el equipo requerido pa-
ra el tipo de carga que se le asignó, sin consentimiento
del usuario.

• El tipo de configuración vehicular no corresponda al
tipo de camino utilizado.

• El conductor sin consentimiento del autotransportista
o del usuario incremente el peso o dimensiones de la
carga durante el traslado.

• El autotransportista utilice conductores que no cuenten
con licencia federal vigente.

• El autotransportista no elabore la carta de porte, no es-
pecifique los datos del usuario, o bien, no se asegure que
el conductor la lleve consigo.

En esos supuestos se esperaría que disminuyera la viola-
ción a la normatividad respectiva, sin embargo, esto no ha
sucedido, ya que, en la mayoría de los casos, sino es que en
su totalidad, el único sancionado es el transportista, y no
las empresas contratistas.

En este caso, la violación también la comete el usuario al
declarar una carga superior a la permitida, sin embargo, si
el transportista lo acepta, él será el único responsable, por
lo que la corresponsabilidad, termina siendo una simula-
ción; máxime, si tomamos en cuenta lo expresado en el
considerando primero, cuando indique que la sobrecarga
resulta un incentivo económico para el transportista, por-
que reduce el costo por tonelada-kilometro y esto le gene-
ra mayores ganancias, pero no solo a él, sino también a la
empresa contratista, quien también reduce sus gastos.

Además, no hay que olvidar que el autotransporte de carga
en México, se caracteriza por ser un ambiente de compe-
tencia, en el cual se busca el máximo rendimiento de los re-
cursos utilizados o minimizar los costos, para obtener una
mayor utilidad. Y lo mismo sucede con las empresas con-
tratistas, pues sus costos bajan al poder trasladar mayor
mercancía por un mismo precio, o en un solo viaje.

Del mismo modo sucede con el supuesto de, si el permi-
sionario o el usuario, aportan datos falsos sobre el peso
de la carga, carga útil del vehículo, configuración vehi-
cular, ruta pactada, conectividad autorizada o dimensio-
nes; aplicaría la corresponsabilidad, pero ésta aplicaría
de acuerdo a lo que corresponda declarar a cada uno. Es
decir, volvemos al mismo supuesto señalado en párrafos
precedentes, ya que si el usuario declara una situación
contraria a la normatividad, pero el transportista la acep-
ta, el único responsable será este, por lo que no existe
una verdadera certeza jurídica, claridad y justicia en la
aplicación de la corresponsabilidad entre autotransportis-
tas y expedidores o remitentes de carga en el servicio de
autotransporte federal de carga.

En su mayoría, las grandes empresas cuando contratan el
carro por entero, “obligan” a los pequeños transportistas a
sobrecargar los camiones, pero al aceptarlo, éstos resultan
los únicos responsables, y en caso de no aceptar, contratan
a otra empresa.
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Si el reglamento y los criterios establecen que la corres-
ponsabilidad generará una sanción y la multa que determi-
ne el reglamento en su tabulador de multas, tanto al auto-
transportista, como al usuario, expedidor o remitente en
forma solidaria, y que además, deberá ser aplicada por la
Secretaría y por la Policía Federal, en el ámbito de sus
respectivas competencias, conforme al título octavo de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, así co-
mo 10 y capítulo VII del reglamento, por qué no se aplica.

Por tanto, resulta urgente exhortar a la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes, y la Policía Federal para que
en el ámbito de sus competencias lleven a cabo las accio-
nes pertinentes que permitan acreditar la aplicación efecti-
va de la corresponsabilidad, y aporten evidencia de las ac-
tividades para disminuir las violaciones de la normativa en
materia de pesos y dimensiones.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea la
siguiente proposición con

Pontos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal para
que, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, y de la Policía Federal, en el ámbito de sus compe-
tencias, lleven a cabo las acciones pertinentes que permitan
acreditar la aplicación efectiva de la corresponsabilidad en-
tre el usuario del autotransporte de carga y el autotranspor-
tista, cuando se contrate el servicio de carro por entero, en
cumplimiento de la Normatividad en materia de peso, di-
mensiones y capacidades de los vehículos de autotranspor-
te que transitan en los caminos y puentes de jurisdicción fe-
deral.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes para que a través de la Director Ge-
neral de Autotransporte Federal emita nuevos criterios de
aplicación de la corresponsabilidad en la prestación del ser-
vicio que ampara la carta de porte o comprobante que am-
para el transporte de mercancías, que permita dar certeza
jurídica, claridad y justicia en la aplicación de la corres-
ponsabilidad entre autotransportistas y expedidores o remi-
tentes de carga en el servicio de autotransporte federal de
carga.

Notas

1 Duque Sarabia, Felipe, “La densidad de la carga como instrumento
para el diseño de los vehículos que circulan con sobrepeso”, enero,
México, 2011.

2 Cónfer Revisión de la Regulación del Transporte en México, resu-
men, Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos,
Secretaría de Economía, 2017, en 

https://www.oecd.org/gov/regulatory-policy/Resumen-Regulacion-
Transporte-Mexico.pdf Consulta: 5 de octubre de 2018.

3 Cónfer Documento que recopila las propuestas identificadas por el
grupo de expertos en las ponencias presentadas en el Foro de pesos y

dimensiones de las configuraciones vehiculares que transitan en la ví-

as federales de comunicación, Senado de la República, 2016.

4 Artículo 39 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.
Consultado 02 de octubre de 2018 en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

5 Artículo 5 del Reglamento sobre Peso, Dimensiones y Capacidad de
los Vehículos de Autotransporte que Transitan en los Caminos y Puen-
tes de Jurisdicción Federal, consultado el 3 de octubre de 2018 en 

http://www.sct.gob.mx/fileadmin/DireccionesGrales/DGAF/DGA
_Normas/Especificaciones_de_veh%C3%ADculos/Reglamento_P
eso_y_Dimensiones.pdf

6 Norma Oficial Mexicana NOM-012-SCT-2-2017, “Sobre el peso y
dimensiones máximas con los que pueden circular los vehículos de au-
totransporte que transitan en las vías generales de comunicación de ju-
risdicción federal”. Diario oficial de la Federación, 26 de diciembre de
2017, consultada en 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5508944&fe-
cha=26/12/2017

7 Cónfer Diario Oficial de la Federación, 15 de diciembre de 2015, cir-
cular por la que se aprueban los modelos de carta de porte-traslado o
comprobante para amparar el transporte de mercancías pre-impresa y
carta de porte o comprobante para amparar el transporte de mercancí-
as digital por internet que autoriza el servicio de autotransporte federal
de carga en los caminos y puentes de jurisdicción federal, así como in-
dicaciones generales, formato e instructivo de requisitos y condiciones
de transporte y anexos.
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8 Circular por la que se aprueban los modelos de carta de porte-trasla-
do o comprobante para amparar el transporte de mercancías pre-im-
presa y carta de porte o comprobante para amparar el transporte de
mercancías digital por internet que autoriza el servicio de autotrans-
porte federal de carga en los caminos y puentes de jurisdicción federal,
así como indicaciones generales, formato e instructivo de requisitos y
condiciones de transporte y anexos. Diario Oficial de la Federación 15
de diciembre de 2015. Consultada en 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5419975&fe-
cha=15/12/2015

9 Artículo 20 del Reglamento sobre el Reglamento de Peso, Dimen-
siones y Capacidad de los Vehículos de Autotransporte que transitan en
los Caminos y Puentes de Jurisdicción Federal, consultado en 

http://www.sct.gob.mx/fileadmin/_migrated/content_uploads/9_Re
glamento_sobre_el_Peso__Dimensiones_y_Capacidad_de_los_Ve
hiculos_de_Autotransporte.pdf

10 Criterios de aplicación de la corresponsabilidad en la prestación del
servicio que ampara la carta de porte o comprobante que ampara el
transporte de mercancías. Diario Oficial de la Federación, 31 de mayo
de 2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2018.—
Diputado Francisco Javier Borrego Adame (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

EXHORTO A LA SRE, A REMITIR AL
SENADO LA CONVENCIÓN IBEROAMERICANA

DE LOS DERECHOS DE LOS JÓVENES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SRE a remitir al Senado para ratificación la Convención
Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes, a cargo de
la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Par-
lamentario de Morena

La que subscribe, Reyna Celeste Ascencio Ortega, dipu-
tada del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Le-
gislatura, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 79, numeral 1, fracción II, numeral 2, fracción
III, y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno con carácter

de urgente y obvia resolución, la presente proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de
Relaciones Exteriores a que a la brevedad remita al Sena-
do de la República la Convención Iberoamericana de los
Derechos de los Jóvenes para su ratificación, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

La Organización Iberoamericana de la Juventud (OIJ) es
un organismo internacional de carácter multigubernamen-
tal, creado en 1992 para promover el diálogo, la concerta-
ción y la cooperación en materia de juventud entre los paí-
ses iberoamericanos. Conformada por los organismos
oficiales de juventud de Andorra, Argentina, Bolivia, Bra-
sil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, El Salva-
dor, España, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua,
Panamá, Paraguay, Perú, Portugal, República Dominicana,
Uruguay y Venezuela, la OIJ tiene su sede central en Ma-
drid, España, y posee una Oficina de Apoyo Técnico para
el Cono Sur, en Buenos Aires, Argentina. Entre sus objeti-
vos centrales se destacan tres: el político, promoviendo en
los países la generación de políticas públicas de juventud;
el técnico, investigando las diferentes realidades juveniles
y capacitando funcionarios y representantes juveniles; y la
cooperación, promoviendo proyectos de integración para
jóvenes a nivel nacional y regional. 

La Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóve-
nes cumple, sin dudas, un rol integrador y promotor de es-
tos tres objetivos. Desde 2005, la OIJ se ha sumado al sis-
tema de las Cumbres de Jefes de Estado y de Gobierno de
Iberoamérica a través de la Secretaría General Iberoameri-
cana (Segib), lo que ha implicado un importante respaldo a
las políticas públicas de juventud en la región.

En octubre de 2005 en Badajoz, España, se reunieron los
delegados plenipotenciarios de los Estados Integrantes de
la Organización Iberoamericana de Juventud, con el pro-
pósito de adoptar y suscribir la Convención Iberoamerica-
na de Derechos de los Jóvenes, la cual entró en vigor el 1
de marzo de 2008., posteriormente y con el afán de actua-
lizar la convención a la realidad, la OIJ impulsó en 2016 su
actualización a través de un protocolo adicional, que fue
firmado el mismo año, en la ciudad de Cartagena de Indias,
Colombia.

Los Estados signantes de la Convención tomaron en cuen-
ta que entre los jóvenes de la región se constatan graves ca-
rencias y omisiones que afectan su formación integral, al
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privarlos o limitarles derechos como: la educación, el em-
pleo, la salud, el medioambiente, la participación en la vi-
da social y política y en la adopción de decisiones, la tute-
la judicial efectiva, la información, la familia, la vivienda,
el deporte, la recreación y la cultura en general.

Los Estados parte de la Convención concluyeron que, en
adición a los instrumentos del derecho internacional de los
derechos humanos, la elaboración de una “Convención
Iberoamericana de Derechos de la Juventud” se justifica en
la necesidad de que los jóvenes cuenten con el compromi-
so y las bases jurídicas que reconozcan, garanticen y pro-
tejan sus derechos, asegurando así la continuidad y el futu-
ro de nuestros pueblos; por lo que aprobaron, proclamaron
y se comprometieron a cumplir y mandar cumplir la Con-
vención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes con el
espíritu de reconocer a las y los jóvenes como sujetos de
derechos, actores estratégicos del desarrollo y personas ca-
paces de ejercer responsablemente los derechos y liberta-
des que configuran la citada Convención; y para que todos
los países de Iberoamérica, sus pueblos e instituciones se
vinculen con la misma, la hagan vigente en la práctica co-
tidiana y hagan posible que se lleven a la realidad progra-
mas que den vida a lo que la Convención promueve en fa-
vor del respeto a la juventud y su realización plena en la
justicia, la paz, la solidaridad y el respeto a los derechos
humanos.

La Convención Iberoamericana y su protocolo adicional
consideran que las personas jóvenes deben gozar de los si-
guientes derechos:

Artículo 4. Derecho a la Paz. 

Artículo 5. Principio de no-discriminación. 

Artículo 6. Derecho a la igualdad de género. 

Artículo 7. Protagonismo de la familia. 

Artículo 8. Adopción de medidas de derecho interno. 

Artículo 9. Derecho a la vida. 

Artículo 10. Derecho a la integridad personal. 

Artículo 11. Derecho a la protección contra los abusos
sexuales. 

Artículo 12. Derecho a la objeción de conciencia. 

Artículo 13. Derecho a la Justicia. 

Artículo 14. Derecho a la identidad y personalidad pro-
pias. 

Artículo 15. Derecho al honor, intimidad y a la propia
imagen. 

Artículo 16. Derecho a la libertad y seguridad personal. 

Artículo 17. Libertad de pensamiento, conciencia y reli-
gión. 

Artículo 18. Libertad de expresión, reunión y asocia-
ción. 

Artículo 19. Derecho a formar parte de una familia. 

Artículo 20. Derecho a la formación de una familia. 

Artículo 21. Participación de los jóvenes. 

Artículo 22. Derecho a la educación. 

Artículo 23. Derecho a la educación sexual. 

Artículo 24. Derecho a la cultura y al arte. 

Artículo 25. Derecho a la salud. 

Artículo 26. Derecho al trabajo.

Artículo 27. Derecho a las condiciones de trabajo. 

Artículo 28. Derecho a la protección social. 

Artículo 29. Derecho a la formación profesional.

Artículo 30. Derecho a la vivienda. 

Artículo 31. Derecho a un medioambiente saludable. 

Artículo 32. Derecho al ocio y esparcimiento. 

Artículo 33. Derecho al deporte. 

Artículo 34. Derecho al desarrollo. 

Artículo 35. De los Organismos Nacionales de Juven-
tud. 
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Artículo 36. Del seguimiento regional de la aplicación
de la Convención. 

Como se puede observar, este instrumento será fundamen-
tal para que en nuestro país se pueda establecer un marco
jurídico garantista en favor de los derechos de las personas
jóvenes. 

Es importante mencionar que desde este Congreso de la
Unión, se han enviado en reiteradas ocasiones exhortos y
excitaciones a que la Secretaría de Relaciones Exteriores
cumpla con su responsabilidad y de trámite a la Conven-
ción para que sea ratificada por el Senado de la República. 

De 2008 a 2018, en el Senado se han presentado y aproba-
do al menos ocho puntos de acuerdo solicitando se remita
a ése órgano, dicha convención. 

Desde la Cámara de Diputados, en todas las legislaturas
desde la entrada en vigor de la Convención, se han presen-
tado en más de seis ocasiones, por diversos grupos parla-
mentarios la solicitud a la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, de darle curso a la Convención, sin que hasta la
fecha haya habido respuesta. 

La Convención es el único tratado internacional en vigor
que reconoce específicamente los derechos de las personas
jóvenes, por esta razón sirve como referente para los pro-
cesos similares adelantados en otras regiones del mundo.
Es por esto, que la omisión de la Secretaría de Relaciones
Exteriores del gobierno federal ha derivado en que el Se-
nado de la República no haya podido darle trámite consti-
tucional debido a la Convención, y en consecuencia, ha de-
jado un vacío legal que coloca a las juventudes fuera de la
protección vinculante que se origina con la ratificación de
los Instrumentos Internacionales de Derecho, y que hacen
exigibles los derechos contenidos en los textos de tales ins-
trumentos, en este caso, de la Convención Iberoamericana
de los Derechos de los Jóvenes.

Referencias: https://oij.org/ 

Por lo anteriormente motivado y fundado, someto a consi-
deración de esta asamblea, la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores
a que, a la brevedad, remita al Senado de la República la

Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóve-
nes para su Ratificación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2018.—
Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
dictamen.

EXHORTO AL GOBIERNO DE NAYARIT, 
A QUE SE TRASPARENTE EL EJERCICIO DEL
GASTO CONFORME LO ESTABLECE LA LEY

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno de Nayarit a transparentar por la Secretaría de
Administración y Finanzas la ejecución del gasto conforme
a las Leyes General de Contabilidad Gubernamental, y de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los
Municipios, a cargo de la diputada Mirtha Iliana Villalva-
zo Amaya, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, diputada fe-
deral del Grupo Parlamentario de Morena, de la LXIV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; artículo
79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea

Consideraciones

Conforme a lo señalado en un análisis del 10 de agosto de
2018 por la calificadora Fitch Ratings, la economía de Na-
yarit está relativamente diversificada, tiene un grado bajo
de concentración y no está expuesta al comercio interna-
cional. Los indicadores en materia de exportaciones se ubi-
can en los últimos lugares a nivel nacional, al igual que la
inversión extranjera directa. La tasa de empleo formal es la
sexta más baja a nivel nacional y el crecimiento de los tra-
bajadores asegurados permanentes en el Instituto Mexica-
no del Seguro Social ha estado por debajo de la media na-
cional1. Además, en el período 2014-2016, la reducción en
el porcentaje de pobreza extrema fue menor al promedio
nacional y el grado de marginación es medio.2

Asimismo, se destaca que los ciudadanos de Nayarit siguen
siendo de los más mal pagados del país, a pesar de que en
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las costas del estado existe un flujo importante de turismo
nacional e internacional. No obstante, el gobierno estatal
no ha sido capaz de lograr que el ingreso de la entidad au-
mente con las inversiones que llega a las zonas turísticas,
para que en consecuencia ésta se refleje en la economía de
las familias nayaritas.

Todo indica que nuestra población no ha recibido los bene-
ficios de las múltiples actividades que caracterizan a nues-
tro estado, debido a la mala administración de las autorida-
des locales, basada en la simulación y discrecionalidad, el
ejercicio del gasto público es totalmente ineficaz. Por esa
razón nuestra población no puede beneficiarse del turismo,
la agricultura, la pesca y ganadería que se desarrollan en
nuestra entidad.

Un indicador de la mala administración gubernamental de
Nayarit, es la opacidad, la poca transparencia con la que se
administran los recursos públicos, según cifras del Índice
de Información del Ejercicio del Gasto. Nayarit se encuen-
tra entre los tres estados con menor cumplimiento en la
obligación de trasparentar sus finanzas.

En 2008 fue expedida la Ley General de Contabilidad Gu-
bernamental, que además de homologar los instrumentos
de la administración gubernamental, se constituyó como un
instrumento para la rendición de cuentas, transparencia, y
combate a la corrupción, con el objetivo de hacer eficiente
la hacienda de los estados, estableciendo la obligación de
todos los entes públicos del país a informar respecto a la
contabilidad, el ejercicio del presupuesto, los resultado en
la cuenta pública, el patrimonio disponible, los estados fi-
nancieros y la evaluación del desempeño de las políticas
públicas de los gobiernos estatales.

Por otra parte, el Instituto Mexicano para la Competitivi-
dad (Imco), AC, publicó recientemente un estudio del gas-
to por entidades federativas, que muestra la falta de plane-
ación, el incumplimiento generalizado de los Presupuestos
de Egresos y la poca vigilancia de los congresos estatales3.
Esta investigación destaca que el gobierno de Nayarit no
publicó 51 de 72 documentos de evaluación correspon-
dientes al primero, segundo y cuarto trimestre de 2017.

En la presentación del Imco, se observa que Nayarit se en-
cuentra entre los últimos lugares de cumplimiento.

En esta gráfica se observa la falta de compromiso del go-
bierno estatal, de informar a sus representados acerca de la
evolución de las finanzas de la entidad.

Nayarit ocupa el lugar de la entidad con mayor opacidad.
Los nayaritas no tienen la posibilidad de conocer el origen,
el diseño, los objetivos, la eficiencia del gasto y los resul-
tados de las políticas públicas del gobierno y se corre el
riesgo de gastar más de lo que ingresa a la hacienda y en
consecuencia endeudarse, como podemos observar en las
siguientes gráficas.
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La legislación aplicable cuenta con parámetros generales que
facilitan el registro y la fiscalización de los activos, pasivos,
ingresos y gastos con el fin de medir la eficacia, economía y
eficiencia del gasto e ingresos de la entidad, la administración
de la deuda pública, así como las obligaciones contingentes y
el patrimonio del estado4. A pesar de eso, Nayarit enfrenta el
problema de que los gobernadores no aplican la ley y los con-
gresos locales no dan seguimiento al buen manejo de los re-
cursos. En esas condiciones, los ciudadanos de enteran de las
condiciones del gobierno del estado por los trabajos que rea-
lizan entidades como el Imco.

En el mismo sentido, en abril de 2016 se publicó la Ley de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y de los
Municipios, para establecer obligaciones para los gobier-
nos estatales y municipales en materia de deuda, procesos
y el uso del financiamiento.

La idea original al expedir leyes que estén encaminadas a
combatir la corrupción, es que los órganos de representa-
ción popular puedan mejorar su función constitucional de
vigilar y controlar el uso de los recursos y del gasto públi-
co, de garantizar la fiscalización superior y la evaluación
del resultado de las políticas públicas.

En ese sentido, nuestra propuesta busca que el ejercicio gu-
bernamental, la información del ejercicio del gasto, sea

congruente con las obligaciones legales y que la informa-
ción proporcionada permita conocer el estado financiero de
la entidad.

Por lo descrito, consideramos la necesidad de que el Eje-
cutivo estatal de Nayarit trasparente los ingresos totales lo-
cales y federales de los que dispone, que informa acerca de
la evolución del saldo de la deuda y de los compromisos
que asume, que informe cuánto gasta y de qué manera, así
como de los resultados de ese ejercicio presupuestal, todo
ello, en comparación con el PIB y en relación con la po-
blación estatal. Queremos estar seguros de que las decisio-
nes económicas que el gobierno estatal está asumiendo, no
van en contra de la hacienda local.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de
está soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicita respetuosamente al Poder Ejecutivo del es-
tado de Nayarit a que, por medio de la Secretaría de Admi-
nistración y Finanzas y de las demás entidades guberna-
mentales, aplique estrictamente las disposiciones de
transparencia, obligadas por la Ley General de Contabili-
dad Gubernamental y de la Ley de Disciplina Financiera de
las Entidades Federativas y los Municipios, en materia de
información a la sociedad, de los ingresos, el gasto y la
evolución y el saldo de la deuda local.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicita respetuosamente a la Auditoría Superior de
la Federación, audite el destino, la justificación y los resul-
tados de la deuda contratada, así como el ejercicio presu-
puestal de los recursos federales que se transfieren al esta-
do de Nayarit.

Notas

1 Fitch Ratings, agosto 10, 2018, 

ht tp: / /www.bmv.com.mx/docs-pub/eventoca/eventoca_
854085_2.pdf

2 https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/AE_pobre-
za_2016.aspx

3 El Instituto Mexicano para la Competitividad, AC, Índice de Infor-
mación del Ejercicio del Gasto 2018. Presupuestos estatales: simula-
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ción y discrecionalidad https://imco.org.mx/uncategorized/indice-in-
formacion-del-ejercicio-del-gasto-2018/

4 Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público,
y de la Función Pública, con proyecto de decreto que expide la Ley Ge-
neral de Contabilidad Gubernamental y deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ga-
ceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2641-V, martes 25
de noviembre de 2008.

Palacio Legislativo, a 15 de noviembre de 2018.— Diputada Mirtha
Iliana Villalvazo Amaya (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

AUMENTO DE TARIFAS DE CAMIONES 
DE TRANSPORTE PÚBLICO EN MEXICALI, 

BAJA CALIFORNIA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo al aumento de
tarifas de camiones de transporte público en Mexicali, BC,
a cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del
Grupo Parlamentario de Morena

La proponente, diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda,
diputada por el estado de Baja California, en la LXIV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en lo estableci-
do en el artículo 6, numeral 1, fracción I; artículo 79, frac-
ciones II y III, y numeral 2, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El 23 de marzo de 2018, en sesión de Cabildo fue aproba-
do el aumento a la tarifa de transporte público de 2.50 pe-
sos, quedando en 15.50 pesos en Mexicali. Pero la nueva
tarifa entraría en vigor 30 días después de que sea publica-
da en el Periódico Oficial de Baja California.

Si tenemos en cuenta que Baja California tiene las tarifas
de transporte público más caras del país según el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), y que ade-
más no amerita que dichas tarifas sean aplicadas ya que el

transporte está en condiciones deplorables. En ocasiones el
transporte carece de asientos y de aire acondicionado don-
de las temperaturas oscilan entre 30 y 50 grados. 

Además, que con esto se lesiona la economía del munici-
pio, nos preguntamos, como se atreven a aumentar el trans-
porte público, si la economía en Mexicali vive una rece-
sión, por las malas políticas públicas, a esto le sumamos
que, de acuerdo al INEGI, los camiones son el principal
medio de traslado para cuarta parte de los que trabajan y la
quinta parte de los que estudian. 

La aprobación se dio tras una sesión de la Comisión de Se-
guridad, Tránsito y Transporte Público. El incremento a la
tarifa del transporte fue aprobado con 11 votos a favor y 5
en contra. Los votos en contra fueron otorgados por Ale-
jandra Ang, de Morena; Héctor Vega, del PES; y los 3 re-
gidores de la bancada del PRI.

Baja California destaca a nivel nacional por contar con el
transporte público más caro del País, el cual ha incremen-
tado 25 por ciento en promedio durante 2017.

Los residentes de los diferentes municipios del Estado pa-
gan por el servicio de transporte, ya sea en taxis de ruta,
microbús o autobús urbano, de 12 a 16 pesos por recorrido.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, sólo en Fresnillo, Zacatecas, y Acapulco, Guerrero,
igualan los precios de 15 pesos cobrados en colectivos en
Baja California.

Usuarios y funcionarios de los diferentes municipios acep-
tan que existen gran cantidad de unidades de transporte pú-
blico que están en malas condiciones, algunas con diez
años más de uso, y que afectan el servicio brindado a la
gente.

En la ciudad circulan cerca de 4 mil 500 unidades del
transporte masivo (calafias y camiones) y 4 mil taxis de ru-
ta, de las cuales 60 por ciento y 35 por ciento respectiva-
mente son unidades viejas.

En el presente año, cabildos de diferentes municipios de la
entidad han autorizado aumentos del transporte público del
23 al 30 por ciento, la excepción era Mexicali, sin embar-
go, al día de hoy esto ya no es así.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a la consideración de
esta soberanía, el siguiente
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Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al alcalde de Mexicali a que revierta el
aumento a las tarifas de autobuses de transporte público ya
que las condiciones de dichas unidades y el servicio no
ameritan dicho aumento en su costo, lesionando la econo-
mía del municipio. 

Dado en Palacio Legislativo, a 15 de noviembre de 2018.— Diputada
Marina del Pilar Ávila Olmeda (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

GARANTIZAR LA SEGURIDAD DE LOS
HABITANTES DE LA SIERRA DE GUERRERO, 

DESPLAZADOS POR LA VIOLENCIA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a las au-
toridades del SNSP a intervenir a fin de garantizar la segu-
ridad de los habitantes de comunidades de la sierra de Gue-
rrero desplazadas por la violencia, a cargo del diputado
Carlos Sánchez Barrios, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena

El suscrito, diputado Carlos Sánchez Barrios, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, en ejercicio de las fa-
cultades que concedidas en los artículos 6, fracción I, nu-
meral I, y 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta honorable asamblea la pre-
sente proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia
resolución, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el
artículo 3, señala que “todo individuo tiene derecho a la vi-
da, a la libertad y a la seguridad de su persona”; asimismo,
el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece que “todas las autoridades, en el
ámbito de sus competencias, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos”.

Además, el artículo 21 de nuestra Carta Magna precisa que
“la seguridad pública es una función a cargo de la federa-
ción, las entidades federativas y los municipios, que com-

prende la prevención de los delitos; la investigación y per-
secución para hacerla efectiva, así como la sanción”.

Con ese antecedente, subo a esta tribuna para defender los
derechos de los habitantes de diversas comunidades del
municipio de Leonardo Bravo, Guerrero, quienes han teni-
do que abandonar sus hogares por la situación de violencia
que se ha suscitado en los últimos días. 

Medios de comunicación narran que los enfrentamientos
entre policías comunitarias y grupos civiles armados, acon-
tecidos el pasado fin de semana, dieron como resultado el
asesinato de 7 personas, entre ellas, mujeres y niños; casas
y vehículos incendiados, y obligaron a cientos de personas
a buscar refugio, particularmente en la localidad de Chi-
chihualco, donde se habilitó un albergue temporal para los
desplazados por la violencia.

De acuerdo a declaraciones de una pobladora de las locali-
dades afectadas, habitantes de la zona acudieron a solici-
tarle a militares que subieran a auxiliarlos; sin embargo, a
pesar de que llevaban a sus hijos llorando y asustados,
miembros del ejército manifestaron que no podían mover-
se sin instrucciones de sus superiores.

La sierra de Guerrero está en guerra, una de las víctimas de
los últimos días fue un niño de 8 años, que nada tenía que
ver con cárteles o delincuencia. Los servicios están sus-
pendidos, porque médicos y maestros se niegan a acudir
por temor a ver afectada su integridad física.

No debemos quedar con brazos cruzados. Las niñas y niños
de la sierra de Guerrero tienen derecho a un país en armo-
nía. Todas y todos tenemos el derecho a vivir con tranqui-
lidad, con la certidumbre de sentirnos protegidos por el Es-
tado.

Por los motivos expuestos, someto a consideración de esta
asamblea la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero: La honorable Cámara de Diputados exhorta a las
autoridades del Sistema Nacional de Seguridad Pública a
que realicen las acciones conducentes, para garantizar la
seguridad a los habitantes de la sierra de Guerrero. 

Segundo: La honorable Cámara de Diputados exhorta al
gobernador del estado de Guerrero a que acuda personal-
mente a atender a los desplazados por la violencia, que 
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actualmente se encuentran en un albergue temporal en la
localidad de Chichihualco, y que realice las acciones nece-
sarias para asegurar el derecho humano a la vida y seguri-
dad de las personas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2018.—
Diputado Carlos Sánchez Barrios (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados70


